Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 01 minuto.) 
Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“Proyecto de ley por el que se autoriza la constitución un fideicomiso para la adquisición de 
activos de Pluna S.A. Carpeta N* 939/2012- Distribuido n* 1505/2012”. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado, a la que fueron invitados a participar 
los integrantes de la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de 
Representantes, tiene mucho gusto en recibir al economista Fernando Lorenzo, Ministro de Economía 
y Finanzas y al señor Enrique Pintado, Ministro de Transporte y Obras Públicas, quienes se referirán al 
proyecto de ley presentado por el Poder Ejecutivo en relación con la situación de Pluna S.A. 


Sin más trámite, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Como siempre, es un honor estar 
nuevamente ante esta Comisión del Senado y, en esta oportunidad, también frente a los miembros de 
la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes, para 
dar a conocer los fundamentos que el Poder Ejecutivo tiene a propósito de la presentación del 
proyecto de ley que a continuación desarrollaremos junto con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas. 


En primer lugar, este proyecto de ley tiene como propósito preservar la conectividad aérea del 
país, defender los recursos del Estado, contemplar la contingencia laboral derivada de esta situación 
de los trabajadores que se desempeñan en Pluna, así como también atender lo máximo que se pueda 
a los acreedores de la empresa. 


La situación económico-financiera de Pluna claramente indicó que estábamos frente a una 
insuficiencia patrimonial y a una imposibilidad de acceder a la liquidez por ausencia de financiamiento, 
todo lo cual derivó en la decisión del Directorio de Pluna S.A. de solicitar el concurso. Este hecho se 
concretó el día lunes, y el viernes el Directorio de la empresa resolvió suspender la totalidad de los 
servicios. 


Si bien recientemente se aprobó la modificación a la Ley de Declaración Judicial del Concurso 
y Reorganización Empresarial que llevó a una alteración de los plazos -amén de un nuevo 
ordenamiento de todas las situaciones concursales- este proyecto de ley procura atender esta 
circunstancia específica y la necesidad de acelerar algunas etapas en función de la urgencia que está 
marcada por la realidad. Creemos que el hecho de prolongar en el tiempo la situación planteada a 
partir de esta paralización de actividades pone en riesgo, en forma directa, el alcanzar los objetivos 
señalados al principio: recuperar la conectividad aérea, defender los recursos del Estado y contemplar 
la problemática tanto de los trabajadores como de los acreedores. 


Hemos elaborado un proyecto de ley que procura, sin alterar las bases fundamentales o el 
espíritu de la Ley de Declaración Judicial del Concurso y Reorganización Empresarial, atender la 
situación específica y acelerar algunos procesos que están planteados, que de cualquier modo van a 
ocurrir, solo que nosotros nos adelantamos para hacernos de algunos recursos necesarios y alcanzar 
estos objetivos. Ahora bien, para ello necesitamos recuperar cuanto antes la conectividad, producto de 
la cesación de actividades de Pluna -seguramente los señores Legisladores habrán advertido todas las 
consecuencias que se generaron como consecuencia de esta situación- así como también recuperar 
todas las frecuencias, tanto del puente aéreo como las demás, ocuparlas y encontrar la forma de que 
una empresa aérea pueda hacerse cargo -de acuerdo con lo que establece el proyecto de ley- de estas 


actividades, de modo tal de poder cumplir otros dos objetivos subsidiarios: seguir contribuyendo en la 
conectividad aérea al desarrollo del turismo y atender uno de los objetivos estratégicos que nos hemos 
planteado, es decir, el Uruguay logístico. 


Si se me permite, pediría al señor Ministro de Economía y Finanzas que continúe adelante con 
el desarrollo del proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- El proyecto de ley elevado por el Poder Ejecutivo a 
consideración del Parlamento tiene como propósito fundamental prever mecanismos que hagan que 
algunos aspectos del proceso concursal que se iniciará próximamente en Pluna S.A., puedan 
resolverse en beneficio de la conectividad aérea del país y de la preservación de los aportes 
económicos que ella representa. En ese sentido, el propósito es acortar plazos y acelerar procesos 
que, en el marco de nuestra normativa concursal, implicarían tiempos que seguramente contribuirían a 
ir contra los objetivos planteados y, lo que es más importante -como siempre ocurre en un proceso de 
quiebra que se extiende- significarían pérdida de valor económico sustantivo de activos existentes en la 
empresa. Por lo tanto, creemos que el tiempo es un valor absolutamente fundamental en este caso, 
mucho más si tenemos en cuenta el tipo de activos de que se trata. 


El conjunto de activos que se encuentra en Pluna S.A. está esencialmente constituido por 
aeronaves cuyo mantenimiento y resguardo es fundamental para preservar su valor y defender los 
intereses de la masa concursal. Tan importante como esto es preservar el valor de esas aeronaves y 
orientar lo más rápidamente posible su utilización con fines productivos, y el restablecimiento de 
aspectos que, como es bien sabido, quedan claramente distorsionados por la ausencia de un operador 
que mantiene un número de frecuencias muy importante. Estamos hablando de un operador que tiene 
253 frecuencias semanales a una quincena de destinos regionales y que, además, aporta y sirve de 
soporte a la conectividad extrarregional del país. 


Este es el contexto general en el cual se inscribe el aporte que trata de hacer el proyecto de 
ley sometido a consideración parlamentaria. 


El fundamento principal de la o las ideas que se tratan de concretar por esta iniciativa surge 
del hecho de que el Estado uruguayo, a través de Pluna Ente Autónomo, garantizó un crédito con el 
que se compraron las primeras siete aeronaves que formaban parte de la nueva flota con la que ha 
estado operando Pluna S.A. desde el año 2007. Al ofrecer garantía para la adquisición de los activos 
por razones obviamente financieras, la justificación era perfeccionar condiciones de financiamiento 
que hicieran más conveniente, más rentable, la adquisición. Esas aeronaves fueron adquiridas en 
2007, se incorporaron a la flota en 2007, 2008 y algunas a inicios de 2009, y pasaron a formar parte del 
activo de la empresa por un valor superior a los US$ 200:000.000. Cada una de estas aeronaves fue 
adquirida en aproximadamente US$ 30:000.000. 


El saldo remanente del crédito que está pendiente de pago por parte de Pluna S.A. y que se 
encontrará en la masa concursal, es por US$ 136:000.000 aproximadamente. Por tanto, han sido 
pagados algo más de US$ 60:000.000 del crédito principal y la empresa se encuentra al día en el 
cumplimiento de los pagos previstos en una operación crediticia garantizada por Pluna Ente a favor del 
Scotiabank. 


Como los señores Senadores saben, el Scotiabank es un banco que recientemente ha 
adquirido una institución financiera de plaza. De todos modos, esta operación está contratada 
directamente con Scotiabank; no es con la banca local sino que es un crédito internacional otorgado 
directamente en Canadá. 


Sobre esta base, entonces, el Gobierno considera que hay un mecanismo eficiente, eficaz, 
para acelerar todo el proceso concursal en pos de los objetivos trazados que consiste, 
fundamentalmente, en acortar los plazos de ejecución de las hipotecas correspondientes a estos 
bienes. Esto es lo que plantea, en esencia, el artículo 1” del proyecto de ley. Según este artículo, se 
autoriza al Poder Ejecutivo a constituir un fideicomiso en el que se depositan esos activos que están en 
garantía del crédito asumido o garantizado por el Estado uruguayo. Estos activos son las siete 


aeronaves. A partir de la aprobación de la ley, pasarían a ser ejecutadas sus hipotecas y transferidas, 
en bloque, a un fideicomiso cuyo mandato queda claramente establecido en el primer inciso del 
artículo 1%. En él se establece: “con la finalidad de preservar el valor de los activos” -eso es parte del 
mandato- “viabilizar opciones de mantenimiento del servicio de transporte aéreo regional y preservar 
fuentes de trabajo”. Ese es el mandato que le da el artículo 1* al fideicomiso. 


Por su parte, el segundo inciso simplemente establece que el Poder Ejecutivo designará un 
agente fiduciario que será el administrador de este fideicomiso. 


En el tercer inciso se incorpora algo que es esencial para no afectar las condiciones en las 
que ocurrirá el concurso de la empresa. A través de este inciso el Estado, conforme queda autorizado 
para transferir estos activos a un fideicomiso, asume plenamente la garantía, el crédito garantizado. 
Quiere decir que en el inciso tercero queda claramente establecido que el Estado, garante de la 
operación crediticia mencionada, asume esa obligación y, por tanto, está retirando de la masa 
concursal, al mismo tiempo que se ejecutan las hipotecas, una deuda que es la que le da prioridad al 
Estado para cobrarse del proceso de liquidación de la empresa. 


El último inciso del artículo 1? establece las condiciones en las que ocurrirá la enajenación de 
estos bienes por parte del fiduciario. El fideicomiso deberá trabajar para la realización y la recuperación 
de los recursos que el Estado tiene invertidos en garantía de ese crédito. Y, como no puede ser de otra 
manera, plantea un procedimiento transparente y de subasta extrajudicial que deberá ocurrir en un 
máximo de sesenta días. 


SEÑOR ABREU.- ¿Me permite realizar una consulta a modo informativo? 


El señor Ministro venía explicando que, previamente, se va a proceder a la ejecución de la 
hipoteca. Para que el Poder Ejecutivo pueda hacerse del bien, esa ejecución de la hipoteca deberá 
pasar primero por una instancia judicial, con los tiempos necesarios para ejecutarla. 


Esa es mi consulta porque entendí que el señor Ministro decía que la ejecución de la hipoteca 
estaba en primer término para que luego el Poder Ejecutivo pudiera poner esos bienes a nombre del 
fideicomiso. 


Muchas gracias, señor Presidente. Disculpe, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Lo que el artículo 1% intenta, en conjunto con el 
artículo 2%, es resolver este problema como consecuencia de la aprobación de la ley. En conjunto, y 
con base jurídica sólida, los artículos 1% y 2% van a permitir al Estado realizar esto a través de Pluna 
Ente, que es quien puede ejecutar las hipotecas. En teoría, Pluna Ente es quien tiene que ejecutar las 
hipotecas, pero acá queda consolidado el problema en un derecho a transferir directamente al 
fideicomiso, sin necesidad de ajustarse a los plazos que nuestra normativa concursal establece. 


Yo estaba detenido en un aspecto muy importante que tiene que ver con la transparencia del 
proceso de valuación de esos activos y, por tanto, con la elección del adquirente por vía de una 
subasta extrajudicial y en un plazo breve, puesto que es un plazo máximo de sesenta días. Esto quiere 
decir que si nos atuviéramos al actual régimen concursal -que es mucho más ágil que el que 
teníamos- para proceder a esto que estábamos estableciendo de un máximo de sesenta días, 
necesitaríamos un mínimo de cuatro meses para poder ejecutar las hipotecas, luego proceder a su 
ejecución y, después, armar un procedimiento de recuperación de los activos para los cuales 
necesitaríamos utilizar la normativa de la ley de concurso. Así tendríamos un proceso temporalmente 
extenso. Precisamente, es ese proceso, así como el resguardo del interés y los recursos públicos, lo 
que motiva la presentación de este proyecto de ley. 


El artículo 2* trata de responder a todas la inquietudes planteadas por el señor Senador Abreu 
con relación a la forma en la que ocurre el conjunto de bases que vuelven sólido el proceso de 
transferencia al fideicomiso, y lo hace en condiciones en las que no pueda ser impugnado ni pueda ir 
en contra de lo que son los derechos de los otros integrantes del concurso. 


Esas garantías jurídicas están expresadas de diversa manera. En primer lugar, se establece 
que: “En caso de que Pluna estuviera en situación de concurso”, porque el proyecto de ley fue 
redactado antes de que el Directorio de la empresa solicitara el concurso. Entonces, al momento de 
redactar el texto no teníamos precisión acerca de cuál sería la fecha en la que el Directorio iba a 
solicitar el concurso y no sabemos cuántos días pasarán antes de que el concurso sea efectivamente 
declarado. Por tanto, en la medida en que se pretende una rápida aprobación contribuyendo a la 
agilidad del proceso que se quiere acelerar, la ley necesariamente implica que este proceso tenga 
garantías. Según el primer inciso del artículo 2%, “el órgano de administración de Pluna conservará 
todas sus facultades legales y estatutarias, no siéndole de aplicación” -y aquí es donde empiezan las 
garantías para estar tranquilos de cómo ocurre el proceso- “las normas sobre suspensión o limitación 
de su legitimación para disponer establecidas por la Ley N* 18.387 de 23 de octubre de 2008”. 


En segundo término, pero no menos importante, se establece que “los Bienes Fideicomitidos” 
-las siete aeronaves- “transferidos de Pluna al Fideicomiso, quedarán separados de la masa activa,” - 
obviamente, las siete aeronaves, pero también el crédito correspondiente quedará separado del 
reclamo contra la masa- “no pudiendo ser objeto de acción de revocación de especie alguna por parte 
del síndico o del interventor, quedando excluidos de cualquier acción de persecución de los mismos por 
los acreedores concursales”. Esta es la norma que, básicamente, permite que este proceso tenga una 
base jurídica que nos permita transitar de la forma más eficiente posible en pos de los objetivos que 
nos hemos trazado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ante todo quiero dar las gracias al señor Ministro por las explicaciones 
brindadas. 


Cuando se dice que no son de aplicación “las normas sobre suspensión o limitación de su 
legitimación para disponer establecidas por la Ley N* 18.387”, de Declaración Judicial del Concurso y 
Reorganización Empresarial, no me queda claro si esto se refiere al síndico que se designa, al 
interventor o a las actuales autoridades de Pluna S.A., porque mientras no haya declaración de 
concurso dichas autoridades pueden tomar las decisiones que les parezca, ya que no tienen ninguna 
limitación. En realidad, lo que refiere a “las normas sobre suspensión o limitación de su legitimación 
para disponer” rige a partir de que exista la sentencia. No sé si ya existe una sentencia y, en tal caso, 
quien tendría que disponer sería el interventor. De lo contrario, ¿cuál es la suspensión que no está 
permitida de acuerdo con la ley? Debo decir que desde ayer lo he estado buscando, pero no lo 
encontré y no lo veo claro. De todas formas, lo digo con el fin de que este proyecto de ley tenga más 
claridad. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La consulta del señor Senador Bordaberry nos 
permite procesar el alcance del segundo inciso de este artículo, porque en caso de encontrarnos en 
concurso lo que dice efectivamente es que las decisiones que tienen que ver con las separaciones de 
los bienes del fideicomiso quedan en manos del órgano de administración de Pluna S.A. y no del 
síndico. Esto es lo que dice la norma: es la forma en la cual se separa el activo; al mismo tiempo se 
valida el proceso de decisión y no se somete a la decisión del síndico el proceso de toda la tramitación 
de la extracción de esos bienes en dirección al fideicomiso. 


En definitiva es lo que intenta hacer la norma y creemos que su redacción está clara, pero de 
todas formas y en caso de que existan dudas podemos hacer todas las consultas jurídicas pertinentes 
para asegurar que lo que se quiere hacer efectivamente es lo que la norma nos está facultando a 
realizar. 


Voy a continuar diciendo que el tercer inciso del artículo 2% hace algo muy lógico y es que los 
bienes extraídos -las siete aeronaves- “serán transferidos” -al fideicomiso- “libres de gravámenes, 
embargos o inhibiciones de especie alguna”. Es decir que se intenta evitar que esos activos estén 
afectados por algún otro elemento que cuestione su valor y que además complique el interés de un 
adquirente sobre estos bienes. Según este artículo, el Fiduciario quedará “legitimado para promover el 
levantamiento, en vía judicial, de cualquier gravamen, embargo o interdicción que pudiera existir sobre 
los mismos”. No conocemos ninguna, pero estamos tomando garantías en este caso. Claramente, y 
por este mismo inciso, queda exceptuada de todo esto la ejecución de la hipoteca a favor de Pluna 


Ente Autónomo; ese es el hecho generador que hace que esta separación de los bienes y la lógica 
operativa defiendan el interés de la garantía hipotecaria, pero no vayan en detrimento de la masa. 


Por su parte, el cuarto inciso es muy importante dentro del proyecto de ley porque establece 
que “el Fideicomiso estará legitimado para obtener las matrículas y autorizaciones necesarias para 
disponer, movilizar y operar los Bienes Fideicomitidos”. Esto es absolutamente esencial porque si no 
pusiéramos este inciso, quedaría cuestionada la capacidad del fideicomiso para hacer cosas que son 
muy valiosas en defensa de ese patrimonio, incluida la movilización de esos activos con el fin de su 
mantenimiento y valorización, así como de asegurar la defensa de su valor. Es importante porque, en 
principio y según nuestro Código Aeronáutico, solo las empresas de aviación están en condiciones de 
poder solicitar este tipo de permisos. Este proyecto de ley permite al fideicomiso, excepcionalmente y a 
los efectos de esta ley, hacer algo que solo podrían hacer otros agentes; un proceso de liquidación no 
podría hacer esto independientemente si no se le dieran potestades específicas. 


El quinto inciso establece básicamente las garantías respecto a que la transferencia del 
fideicomiso será dada por documento público y se da por sentado que Pluna S.A. se encuentra al día 
en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o paratributarias. Por tanto, la operación de 
transferencia a este nuevo patrimonio de las siete aeronaves no va cargada de ninguna obligación o 
inhibición tributaria. 


El último inciso intenta abaratar los costos de este proceso y, precisamente, su última parte 
establece que “los montepíos por las actuaciones notariales que dichas transferencias o gravámenes 
demanden se calcularán sobre un monto equivalente al honorario mínimo”. Esto es estrictamente a los 
efectos de lograr eficiencia y de abaratar los costos en el proceso. 


En realidad, los artículos 1% y 2” establecen la primera parte del proceso, que es la que tiene 
que ver directamente con el concurso. Salvo el artículo 5%, que después vamos a comentar, no hay otra 
norma que sea necesaria -a nuestro entender, más allá de los artículos 1? y 2”- para poder hacer lo que 
queremos, y se puede sintetizar de la siguiente manera: extraer las siete aeronaves, constituir un lote 
que se someterá a subasta pública y, al mismo tiempo, retirar un crédito del Estado, que es el que ha 
permitido y justificado que esta operación de extracción de esos activos y su realización por vía de 
subasta sea posible. 


Lo que hace el artículo 3% es algo que está más allá del proceso de subasta y pone 
en juego otros valores -activos, pasivos o intereses del Estado- de la sociedad para interesar aún más 
al adjudicatario de la subasta. De alguna manera es como mencionar otras cosas, además de las que 
él mismo puede valorar en su negocio. En este sentido, el artículo 3% faculta al Poder Ejecutivo para 
negociar, en forma directa con el adquirente, la concesión de las frecuencias de vuelo asignadas 
anteriormente a Pluna. Es decir que le otorga al Poder Ejecutivo una facultad que en realidad hoy no 
tiene -no puede negociar o ser parte de una negociación- porque está sujeto a los procedimientos 
habituales de adjudicación de estas frecuencias. En definitiva, este artículo fortalece al Estado en su 
capacidad de negociación pero, ¿con qué propósito? Con un doble propósito: el primero de ellos es 
que, en ese proceso, el Estado defienda la incorporación de trabajadores que han quedado en 
situación de desempleo, y el segundo es que intervenga en el marco de esa negociación como una 
forma de defender créditos que el Estado tiene en la masa concursal. Allí hay dos créditos: uno es el 
que corresponde a la deuda con Ancap por abastecimiento de combustible y el otro es una deuda 
financiera con el Banco de la República que está garantizada por un fideicomiso cuyos flujos serán 
interrumpidos por la ocurrencia del conflicto. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ayer estudié el proyecto de ley y a mi entender este artículo no es necesario 
porque dice que el adquirente podrá negociar con el Poder Ejecutivo, pero creo que el adquirente 
siempre puede negociar con el Poder Ejecutivo y este no asume ninguna obligación. Aquí se dice que 
el que compra puede negociar y el que no compra también puede negociar. Es decir que cualquiera 
puede negociar. Además, el Poder Ejecutivo, a través de una Comisión -que creo fue creada en la 
órbita del Ministerio de Transporte y Obras Públicas- asigna frecuencias con la opinión de la Dinacia, 
que muchas veces necesita el beneplácito del otro país. Además, si se van a asignar las frecuencias 
que operaba Pluna, hay que ver en qué situación están, porque supongo -no se ha dicho- que Pluna 
habrá pedido una dispensa, dada la situación en que se encuentra, para no perder las autorizaciones. 


Me parece que Pluna S.A. no puede ceder esas frecuencias, sino que es una resolución del Poder 
Ejecutivo. 


Al final del artículo se establece una oración que dice: “Asimismo, se podrá acordar el 
mantenimiento de las garantías para el financiamiento”, y recuerdo que cuando fue otorgada dicha 
garantía por parte del Poder Ejecutivo en el año 2007 para la compra de los aviones, hubo una 
observación del Tribunal de Cuentas que decía que no se podía hacer ese tipo de operación. 


Si me permite el señor Ministro, como aporte a lo que se está haciendo, quiero decir que me 
parece que se está creando la falsa impresión de que las frecuencias que opera Pluna S.A. integran su 
activo y, si es así, algún acreedor quirografario sin ningún tipo de garantía real puede decir: “Eso es 
parte del patrimonio de la empresa en concurso y por ende tengo derecho sobre eso”. Creo que no es 
así, que el Poder Ejecutivo tiene la facultad y que no integra el activo de Pluna. Por esa razón, a mi 
criterio este artículo es inconveniente. Es lo que se llama una norma vacía. Imaginemos una aerolínea 
que mañana compra los aviones, se los lleva, y el Poder Ejecutivo asigna las frecuencias. Imaginemos 
una segunda hipótesis: una aerolínea compra los aviones y negocia con el Poder Ejecutivo y le dice: 
“Quiero todas estas frecuencias que me interesan, pero estas otras no porque no son rentables”. En 
este caso el Poder Ejecutivo le contesta que el negocio no le sirve porque quiere garantizar la 
conectividad aérea. Entonces, me parece que este artículo está complicando, más que aportando a la 
solución del problema. 


Por otro lado, el señor Ministro dijo que el Banco de la República tiene créditos contra Pluna y 
la garantía de lATA. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No dije eso. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ayer escuché en la prensa que el crédito del Banco de la República tiene 
una fianza solidaria del Ministerio de Economía y Finanzas firmada por el contador Danilo Astori en el 
año 2007. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No crea, señor Senador, todo lo que dice la 
prensa, porque muchas de sus afirmaciones pueden no ser ciertas. En particular, no he mencionado 
nada respecto a las garantías, porque en cuanto a los dos créditos en los que está involucrado algún 
órgano público, uno está garantizado y el otro no. Ahora bien, por la integralidad del patrimonio público, 
por más que estén o no garantizados, es interés del Estado defenderlo. 


Voy a hacer consideraciones generales sobre este artículo, que es fundamental y no está 
sobrando; por el contrario, es esencial en el espíritu del proyecto. 


En primer lugar, el señor Senador Bordaberry tiene razón cuando habla de que las frecuencias 
no forman parte del activo de la empresa ni pueden hacerlo y nosotros estamos transformándolos en 
un activo para defender pasivos que tienen contra nuestro Estado. Eso sí es una alteración del 
procedimiento habitual de adjudicación de frecuencias que está combinado, además, con lo 
establecido en el artículo 7” del proyecto. No se puede entender el artículo 3% si no se comprende el 
artículo 7” -que voy a comentar más adelante- que establece claramente la intención de convertir la 
frecuencias en un activo valioso para que el Poder Ejecutivo pueda defender los intereses de los Entes 
Autónomos que tienen créditos y que, probablemente, en el proceso de recuperación de la masa no 
estén en una posición para defender sus intereses de manera clara. Esto es esencial para defender los 
intereses del Estado. 


En segundo término, en el último proceso de asociación de Pluna en el año 2007, el ente 
otorgó garantía para la adquisición de los aviones -en esto quiero ser claro- y es lo que hoy nos permite 
estar haciendo esto, porque de lo contrario estaríamos en una situación peor. 


Por otro lado, esta norma está haciendo algo que en aquel momento se reclamó y podemos 
decir que eso tenía sentido. ¿Cuánto vale una garantía otorgada por el Estado? Tiene un valor; en 
aquel momento era un valor de constitución de una sociedad y así fue expresado. En este caso 


tratamos de poner en valor esta garantía para defender el patrimonio público. Y vamos a ponerle un 
valor, un valor calculado financieramente de la forma más precisa y técnica que conocemos. Por otra 
parte, si el Tribunal de Cuentas objetó por razones de legalidad, ahora el problema queda subsanado 
porque hay una ley que permite al Estado negociar la garantía contra la recuperación de activos; por lo 
tanto, esta norma es esencial para defender el patrimonio público y poner en valor aspectos que tienen 
significación para nosotros. 


Si el adquirente usa la garantía, nos inhibe de todo problema de liquidez por pago y también 
nos evita cualquier distorsión transitoria. Por lo tanto, es un excelente fundamento incentivar al inversor 
con una estructura de financiamiento muy eficiente, que tiene precio y que le hacemos pagar. Crean 
que estamos trabajando para cuantificar el valor de esa garantía y no son pocos los recursos. 
Entonces, acá constituimos dos activos a valuar para defender los pasivos del Estado. Nosotros 
tenemos la obligación de defender, más allá del concurso, de la mejor manera posible, con eficiencia, 
con eficacia, los intereses públicos, que están definidos, en primer lugar, por el crédito de US$ 
135:000.000, que está garantizado y -quiero que esto quede bien claro- en segundo término, está 
separado del proceso de los artículos 1* y 2%; este último corresponde al remate extrajudicial. 


Por último -quizás esto sea lo más importante- sin el artículo 3% no defendemos que estos 
aviones sean utilizados en una aerolínea de bandera nacional. Este artículo 3" tiene que estar, porque 
no podríamos incluir en los artículos 1% y 2% ninguna restricción de utilización de esos aviones, porque 
si lo hiciéramos iríamos en detrimento de los derechos de la masa de acreedores; por lo tanto, lo 
tenemos que separar para que ese proceso concursal pueda realizar sus activos con independencia de 
lo que el Gobierno quiere hacer en esta materia. Ese es el objetivo de este artículo, que es esencial 
para defender los motivos que llevan a la presentación de este proyecto de ley. Precisamente, esta 
iniciativa es la mejor opción para defender la integralidad de los intereses del Estado y de la sociedad 
uruguaya, pero sobre todo los primeros, porque este artículo trata de defender lo que son pasivos que, 
en realidad, en la estructura de este concurso, dadas sus características, son de difícil recuperación. 
Algunos de los acreedores llegan después de otros y, más aún, algunos no son quirografarios. El 
hecho de que el Estado esté garantizando un crédito a través del Ministerio de Economía y Finanzas, 
no quiere decir que no sea un costo para el Estado, porque es un crédito impago de una empresa 
privada, que además se arrastra del patrimonio anterior de Pluna. Sin dudas, este crédito no es 
inventado en el proceso de 2007, sino que lo precede. 


Voy a dejar en uso de la palabra al señor Ministro Pintado, porque él puede dar explicaciones 
más contundentes en cuanto al tema de las frecuencias. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En primer lugar, la que otorga las 
frecuencias es la Junta Aeronáutica Civil, por informe de la Dinacia. Dicha Junta es presidida por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero la integran también los Ministerios de Defensa 
Nacional, de Industria, Energía y Minería, de Turismo y Deporte, de Economía y Finanzas, y de 
Relaciones Exteriores, así como la Dinacia. La frecuencia se otorga mediante un trámite que está 
establecido y no tiene un costo, siempre y cuando la aerolínea que lo solicite cumpla determinados 
requisitos. Pero entre las frecuencias que se otorgan deben distinguirse diferentes convenios 
internacionales que el país tiene suscritos. Por ejemplo, el puente aéreo no necesita de la autorización 
de la otra parte, ya que hay 60 frecuencias de las que hoy dispone Pluna y sobre las que pidió la 
dispensa el viernes pasado. Esa dispensa es la autorización para no utilizar las frecuencias y, si bien 
no son un activo, hacen a la aerolínea. Por esa razón muchas aerolíneas piden muchas frecuencias y 
luego solicitan dispensas, porque no es lo mismo tener una aerolínea con destinos autorizados a varios 
lados aunque no los use, que no tenerlos. Tan así es que nosotros hemos puesto un límite a las 
solicitudes de dispensa para que no haya un abuso. El límite significa que si ocurren tantas solicitudes 
de dispensa por tanto tiempo, las damos de baja para que vuelvan a hacer el trámite, salvo que no se 
hayan utilizado esos destinos porque el otro país todavía no entregó las autorizaciones 
correspondientes en caso de que fuera necesario. Pero no es necesario para el puente aéreo, para el 
cual el Uruguay dispone de 60 frecuencias. Solo alcanza con decir -estoy hablando de vuelos 
regulares- que tal empresa va a utilizar tales frecuencias. Es más, del lado argentino, Aerolíneas 
Argentinas era la que disponía de gran parte de las frecuencias de puente aéreo y decidió que un 
porcentaje las usara la empresa Austral; bastó con comunicar eso a la Junta Aeronáutica Civil para que 
nosotros no tuviéramos otro remedio más que decir “cúmplase”. Cuando no se trata de un vuelo regular 
-es decir, no es un vuelo permanente, como el último caso- cualquiera de las dos partes puede decidir 


autorizar o no. ¿Qué es un vuelo no regular? Podría ser un vuelo de una selección, uno que no está 
previsto y nosotros autorizamos -como ya lo hemos hecho- por ejemplo, a Sol y a BQB para sortear la 
circunstancia que estaba planteada en estos días. En ese caso nosotros dimos una autorización 
condicionada a la capacidad que tuviera la empresa Aerolíneas Argentinas; aclaro que ellos están en 
todo su derecho de autorizar o no, porque nosotros también ejercemos ese derecho. Ahora bien; si 
están dispensadas las frecuencias que pertenecen a la empresa, las pierde solo cuando se decreta la 
quiebra, cosa que no ocurrió. En este caso, lo que nosotros planteamos -como bien decía el señor 
Ministro de Economía y Finanzas- para hacer atractiva la aerolínea de bandera uruguaya para quien la 
adquiera o la esté tramitando, y para que podamos recuperar los activos y ayudar a realizar los créditos 
laborales, es lo que establece el artículo 7”, en el sentido de que el Estado no puede adjudicar por 180 
días esas frecuencias; eso es lo que determina el encadenamiento, es decir que nos ponemos una 
prohibición para favorecer la negociación. 


Tenemos en trámite algunas solicitudes desde hace mucho tiempo, pero en puente aéreo no 
estamos autorizando la superposición de servicios porque no podemos hacerlo; simplemente usamos 
ese mecanismo para la conveniencia del Estado. No obstante, hasta hace poco teníamos una 
reglamentación que impedía la superposición de empresas de bandera para utilizar a Pluna. Este es el 
mecanismo y si no tuviéramos esta ley sólo contaríamos con el procedimiento normal del que habla el 
señor Senador Bordaberry. Si no nos prohibiéramos otorgar esa frecuencia no nos serviría de nada el 
artículo 3%, porque estaríamos negociando sin base alguna. 


SEÑOR MOREIRA.- Estaba escuchando al señor Ministro de Economía y Finanzas cuando hablaba 
del artículo 3%, que es realmente esencial en la ingeniería de este proyecto de ley, y encontré algunos 
elementos que me provocan dudas. Allí se habla de “aplicar los mismos al servicio de una empresa 
nacional que cumpla con los requisitos en materia de propiedad sustancial”. Seguramente se refiere a 
una empresa de navegación aérea nacional. Concretamente, quiero saber qué significa “empresa 
nacional”, es decir, si es solamente lo formal de una sociedad anónima constituida y comprada de un 
día para el otro, o es una empresa nacional con experiencia y trayectoria en esta materia. En segundo 
lugar, se dice en el artículo que “podrá negociar en forma directa con el Poder Ejecutivo la concesión 
de las frecuencias de vuelo asignadas anteriormente a Pluna”. La concesión de líneas regulares en lo 
interno y en lo internacional es una facultad del Poder Ejecutivo, de modo que en ese caso se ejercen 
las facultades del Código Aeronáutico. Evidentemente, tal como se decía, eso significa que la 
negociación tiene un valor agregado con un contenido económico. Según decía el señor Ministro, ese 
contenido económico no es estimable y se tendrá que analizar. Ahora bien; con ese mayor valor 
agregado se va a pagar, en primer lugar, al Scotiabank, que es el acreedor que tiene la garantía del 
Estado uruguayo. El 13 de junio de 2007 se firmó un documento -recuerdo perfectamente el momento 
en que se pactó porque fui yo quien convocó a los Ministros en esa oportunidad- denominado Acuerdo 
para el cierre de la transacción, que en una parte dice textualmente: “El Estado se compromete a 
otorgar a los proveedores de financiamiento que Pluna” -haciendo referencia a la compra de los 
aviones- “y los “Nuevos Accionistas designen, una 'garantía soberana” por el 100% del monto a 
financiar para la adquisición, arrendamiento y leasing de aeronaves” y el texto continúa. Esta cláusula 
fue observada por el Tribunal de Cuentas porque el Estado -como muy bien señalaba el señor Ministro- 
para obligarse a dar garantía soberana, requiere de una ley autorizante. Como el Tribunal de Cuentas 
lo objetó y no había mucho clima para discutir ese tema y elaborar una ley -en realidad, fue una medida 
de un Estado que tenía el 25% del paquete accionario garantizando el 100% de las aeronaves- 
también objetó la desproporción entre la garantía que se daba y la titularidad que se pedía del paquete 
accionario. 


Asimismo, recuerdo que en una sesión de la Comisión de Transporte y Obras Públicas, el 
entonces Subsecretario Bergara dijo que verbalmente se había realizado un cambio y que, en realidad, 
la hipoteca la iba a firmar Pluna Ente Autónomo por la sencilla razón de que no necesita ley y porque, 
por su ley de creación, responde solidariamente el Estado en caso de que Pluna Ente Autónomo no 
cumpla. Entonces, era lo mismo que garantizara el Estado y lo hizo por vía indirecta. Recuerdo esto 
perfectamente y este es el panorama que tenemos. 


Por otro lado, se dice que se va a negociar el pago de los créditos laborales que en el orden 
planteado, por la Ley de Concursos, tienen un privilegio general. El señor Ministro hacía referencia 
también -y solicitaría que me lo aclarara- a la asunción de otros pasivos de Pluna asumidos o 
garantizados por el Estado. Un caso de pasivo asumido sería la última y reciente historia de Ancap, 


donde hay un pasivo de US$ 28:000.000 o US$ 29:000.000, que no tiene privilegio alguno porque no 
es un tributo -ni siquiera el privilegio general de los créditos por tributos nacionales y municipales- sino 
que es un crédito quirografario. El crédito del Banco de la República, que ronda los US$ 16:000.000, 
con garantía del Ministerio de Economía y Finanzas, a mi juicio también es un crédito quirografario. 
Entonces, si sobra plata se va a negociar el pago del crédito de Ancap -honestamente, no creo que 
sobre nada- o del Banco República sustrayendo de la masa de acreedores. ¿No hay aquí un 
relegamiento de la masa de acreedores, porque son acreedores estatales que no tienen privilegio de 
acuerdo a la Ley de Concursos? ¿También se está modificando con esto la Ley de Concursos? ¿La 
modificación pasa implícitamente por eso, aunque no lo haga explícitamente? Porque si se dice que se 
va a negociar y se le va a pagar al Estado antes que a los fideicomisos generales o a los acreedores 
por pasajes, pregunto: ¿no habrá aquí luego acciones cuestionando esta disposición? Aclaro que esto 
se va a dar siempre y cuando sobre algo, aunque no creo que así suceda. Se va a negociar que 
paguen aunque no se documente, pero ¿no es esa una gestión que está contraviniendo el régimen de 
privilegios que establece la Ley de Concursos? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, quiero hacer una aclaración a 
efectos de comprender la arquitectura jurídica del proyecto de ley y luego pasaríamos a evacuar las 
dudas, consultas u observaciones realizadas por el señor Senador Moreira. 


Los artículos 1? y 2% son los únicos que tienen que ver con el proceso concursal. Luego de 
estos dos artículos hay que pasar raya y no mezclar absolutamente ningún derecho del proceso 
concursal que vaya más allá de los artículos 1* y 2". 


En mi anterior exposición omití realizar un par de comentarios que voy a hacer a continuación; 
incluso en algunos aspectos he sido bastante impreciso debido a mis limitados conocimientos jurídicos. 
El primero de ellos es que si como resultado de la subasta surgiera un precio que dejara excedentes 
luego de que el Estado se resarciera, se volcaría a la masa de acreedores sin alterar, en esta 
operación, ningún derecho. Esto figura en el proyecto de ley y me había olvidado de mencionarlo. 


El segundo comentario que omití fue al hacer referencia a la ejecución de hipotecas. Quizás 
alguien me pueda decir que jurídicamente este proyecto de ley ni siquiera implica la ejecución de 
hipotecas, sino que las habilita directamente sin necesidad de su ejecución. Hago esta aclaración a 
efectos de que conste en la versión taquigráfica, porque se trata de precisiones jurídicas y mi perfil no 
es, precisamente, jurídico. 


El artículo 3%, fuera del proceso de concursos, tiene que ver con que nosotros tenemos 
intereses nacionales que queremos defender. En primer lugar, queremos incentivar a que el adquirente 
de mejor precio use esos activos en una aerolínea de bandera nacional. Esto quiere decir que la 
primera parte del artículo 3% refiere a que la empresa adquirente tiene que verificar las condiciones 
jurídicas que le permitan ser operador de bandera nacional y que, además, haya tramitado en la 
Dinacia todas las autorizaciones que la convierten en aerolínea de bandera nacional. En este aspecto 
no se está alterando, en absoluto, el Código Aeronáutico. Esto debe quedar claro. 


Lo que estamos haciendo, entonces, es generar un activo para defender, fuera de la masa de 
acreedores, nuestros pasivos. Creo que los integrantes del Gobierno tenemos derecho a defender, con 
un activo que no le pertenece a la empresa, los pasivos que el Estado uruguayo tiene vinculados en 
ese aspecto. Reitero que tenemos absoluto derecho de hacerlo; si no lo hiciéramos, estaríamos 
actuando mal. Esa es mi opinión. Este proyecto de ley nos da todas las garantías jurídicas de que eso 
no afecta a la masa de acreedores, porque en ella no puede estar valuado el valor de unos activos que 
no pertenecen a la empresa. Por lo tanto, lo que estamos haciendo con respecto a estos activos es 
ponerlos en valor -junto con el artículo 7”- para poder defender créditos que, como en el caso de 
Ancap, entran inmediatamente después de los créditos laborales. Reitero: inmediatamente después, 
pero no es así en el caso del Banco de la República, porque los proveedores comerciales tienen 
garantías. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Garantía de qué? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Tiene nuestra garantía, por lo tanto, ingresa 
después. 


(Dialogados.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, no dialoguen. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Como no podemos afectar al resto de los 
acreedores, dimos garantía a ese crédito y, por tanto, no es quirografario. 


(Dialogados.) 


Estoy hablando, señor Senador, en función de lo que he entendido. Si entendí mal, se podrá 
corregir. 


Por otro lado, aclaré que el artículo 3” establece que el Estado no se hace cargo de ningún 
crédito laboral, sino que podrá negociar en bien de los trabajadores para que sean recontratados. Pero 
no se menciona el pago de ningún crédito laboral; no hay ningún pasivo laboral que esté incluido en el 
artículo 3. En su redacción queda absolutamente claro que esto no es así: los créditos laborales están 
por fuera. 


Quiero volver a insistir sobre dos aspectos. Nosotros queremos defender, fuera de la quiebra, 
dos pasivos que tiene el Estado uruguayo. Esa es nuestra intención en el artículo 3*, repito: defender 
dos pasivos que el Estado tiene, que son recursos de la comunidad que están comprometidos. ¿Con 
qué dos activos nos dotamos? El primero de ellos es que se puede hacer una valuación perfecta por 
parte de un inversor, es decir, saber cuánto vale la garantía. Créanme que un inversor sabe cuánto vale 
una garantía porque tiene un valor en término diferencial de tasa de interés y un valor de accesibilidad 
al financiamiento. Como economista y entendido en finanzas aseguro que eso se puede evaluar; se le 
puede poner un número inobjetable a los ojos de un inversor sobre cuál es el valor de la garantía. No 
es posible valuar objetivamente las frecuencias porque no sabemos cuánto valen; por lo tanto, le 
pusimos 180 días de inaccesibilidad para darles más valor. ¿Cuánto valen? Se negocia su valor, ¿en 
defensa de qué? En defensa del interés nacional y de los recursos del Estado. Esa es la lógica del 
artículo 3% no trata de otra cosa más que eso. E insisto en que esta disposición no tiene que ver con el 
proceso de quiebra, no está vinculada al proceso concursal; está por fuera de eso. En definitiva, este 
instrumento nos habilita a defender mejor -fuera de la quiebra- los intereses del Estado uruguayo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer una aclaración y a plantear un par de dudas. 


El artículo 110 de la Ley N* 18.387 -Declaración Judicial del Concurso y Reorganización 
Empresarial- establece el orden de prelación de los créditos cuando concurren a estas situaciones. El 
artículo 109 expresa -obviamente- que quien tiene mayor prelación es el que goza de garantía real 
hipotecaria o prendaria. El artículo 110 establece que primero tienen derecho de cobro los créditos 
laborales y luego -de acuerdo a lo que figura en el numeral 2)- los créditos del Estado por tributos 
nacionales y municipales. Ahora bien, ni Ancap ni el Banco de la República tienen créditos por tributos 
nacionales o municipales, por lo cual -esto es muy claro- ambos son acreedores quirografarios y van 
a la masa. Entonces, cualquier beneficio que se logre para estos organismos tiene que ir para todos 
los acreedores. Aclaro esto porque es un concepto importante; además, hago este planteo desde mi 
total buena fe. Pienso que sería bueno que los asesores jurídicos del señor Ministro estudiaran este 
punto porque creo que incurrieron en un error. 


El artículo 110 establece, incluso, un tercer nivel de prelación; después de los laborales y de 
los tributos, viene -aunque no es este el supuesto- el 50% de los créditos quirografarios del acreedor 
que denunció la situación concursal. El motivo de esta norma tiene que ver con un viejo problema que 
existía en los procesos concursales: una pelea entre los acreedores laborales y los hipotecarios y 
prendarios, así como también la presión de quienes gozaban de créditos por tributos -municipales o de 
otro tipo-- que no autorizaban las escrituras cuando no se estaba al día, entre otras cosas, con la 
contribución inmobiliaria. Por eso se estableció en la razón de ser de esta norma. Dejo esto planteado, 


no para que el señor Ministro dé una solución ahora, sino para que lo estudie, porque creo que sus 
asesores deberían profundizar en este punto. 


Seguidamente quiero formular una pregunta, con el ánimo -insisto- de mejorar el proyecto de 
ley. 


Tengo entendido que la hipoteca que garantiza el crédito del Estado es a favor de Pluna Ente 
Autónomo. El Poder Ejecutivo es quien transfiere los bienes a un fideicomiso; a su vez, esos bienes 
pertenecen a Pluna $. A. y están garantizados por una hipoteca a favor de Pluna Ente Autónomo. Si se 
van a rematar en esas condiciones, no va a haber oferente, porque se va a rematar un bien hipotecado 
por U$S 140:000.000 y el que lo compre tendrá que asumir ese pasivo. Quizás habría que revisar esta 
arquitectura, tal como está armada. Si el Poder Ejecutivo es el que constituye el fideicomiso y Pluna 
Ente Autónomo el que tiene la hipoteca a su favor, no será Pluna Ente Autónomo quien va a ejecutar la 
hipoteca, sino el fideicomiso, que va a ejecutar extrajudicialmente unos bienes que tienen una 
hipoteca. Eso va a habilitar el artículo siguiente, y quizás esa sea la intención: como no hay oferentes, 
se puede vender en cualquier condición. 


En fin, hemos tenido muy poco tiempo para estudiar el proyecto de ley porque lo recibimos 
ayer a última hora; por tal razón, nos gustaría que se profundizara en este aspecto. 


SEÑOR ABREU.- Debo decir que he estado pensando en este punto desde el principio; por eso 
inicialmente pregunté al señor Ministro quién ejecutaba la hipoteca. 


Se produce la ejecución de la hipoteca por parte de Pluna Ente Autónomo, que es el acreedor 
hipotecario. Ahora bien, ejecutar la hipoteca mediante un procedimiento judicial quiere decir comprar el 
bien en la ejecución judicial. Supongamos, por ejemplo, que yo ejecuto la hipoteca. Me presento ante el 
juez y le expreso que voy a ejecutar una garantía real que es una hipoteca; el juez me dice que vaya 
a remate. Si ejecuto la hipoteca, la tengo que comprar, aunque puede haber otros interesados. En fin, 
en el remate, Pluna Ente Autónomo -planteo esto para entenderlo jurídicamente y darle más precisión- 
se adjudica o compra los bienes que tenían garantía hipotecaria, pero después -y esto es muy 
importante- se habla de la transferencia de esos bienes -los bienes que ejecuta Pluna Ente Autónomo 
que, supongamos, los compra en ejecución- al fideicomiso que crea el Poder Ejecutivo. 


En síntesis, el Poder Ejecutivo crea un fideicomiso; el titular del crédito, acreedor hipotecario, 
es Pluna Ente Autónomo, que ejecuta la hipoteca y después transfiere esos bienes al fideicomiso 
creado por el Poder Ejecutivo. Se dice que la transferencia de los bienes fideicomitentes de Pluna al 
fideicomiso será realizada por documento público, y se mencionan todos los temas que pueden ser 
objeto de demora, como por ejemplo, el registro. 


Ahora bien, desde el punto de vista jurídico, la transferencia tendría que ser un modo de 
adquirir el dominio, y ese modo tiene que estar definido. No alcanza con establecer la transferencia, 
sino que se debe decir mediante qué modo el fideicomiso adquiere esos bienes que han sido 
ejecutados. 


Planteo esto, no para que se me conteste ahora, sino como una preocupación que tengo en 
cuanto a la necesidad de asegurar el pasaje jurídico. No es una transferencia; en todo caso, sería una 
enajenación -como concepto de carácter general- que, desde el punto de vista jurídico, podría tener 
determinada fórmula de identificación. 


Simplemente queríamos dar a esto un poco de tecnicismo y, a la vez, conocer el 
procedimiento. Justamente, por eso inicialmente preguntamos quién ejecutaba la hipoteca. Sabemos 
que es Pluna Ente Autónomo. Entonces, dejamos planteada esta reflexión que, obviamente, puede 
quedar en el ámbito de los expertos jurídicos en estos temas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Ante todo, ofrecemos a los miembros de la 
Comisión el mejor asesoramiento jurídico que podemos para discutir aspectos que tienen que ver con 
el mejor diseño de la arquitectura de la ley -tal como lo planteó el señor Senador Bordaberry en su 


intervención- pues me parece que sería absolutamente estéril discutir sobre temas en los que no 
tenemos especialidad. Ponemos a disposición de los señores Legisladores al conjunto de profesionales 
que colaboraron en la elaboración del proyecto de ley, que es nuestra mayor contribución. Queremos 
dejar en claro que esta es la arquitectura que resuelve el problema, pero con respecto al proceso de 
elaboración parlamentaria siempre decimos que los textos se perfeccionan y tienen un valor agregado 
que es importante tener en cuenta. 


Quisiéramos agregar un único comentario, para después seguir adelante explicando la lógica 
del proyecto. 


El artículo 3% no afecta en absoluto el orden de prelación -sobre esto no tengo ninguna duda 
jurídica- porque no pone en juego ningún activo de la empresa y abre algo que nada tiene que ver con 
el proceso de valorización de los activos de la empresa. Esto es claro y contundente. En este caso, se 
trata de otros activos que no están en poder de la empresa. Estamos incluyendo activos que no posee 
la empresa para defender créditos que el Estado tiene comprometidos en este caso. Esta es la lógica 
que se sigue. Va de suyo que solo jugamos a este juego planteado en el artículo 32 con un adquirente 
que ponga esas aeronaves al servicio de una aerolínea de bandera nacional. 


Por último, la defensa de los intereses de los trabajadores no se materializa en nada vinculado 
a los créditos laborales, sino en una rápida concreción de fuentes de trabajo para poder volver a la 
actividad y para que esas capacidades no migren hacia otras aerolíneas y otros negocios que quedan 
fuera del ámbito de la bandera nacional. Esa es la motivación del artículo 3%; por eso decía que la 
arquitectura del proyecto debería pasar raya en los artículos 1% y 2% para entender lo que afecta al 
concurso y no mirar absolutamente nada a continuación. 


SEÑOR MOREIRA..- El señor Ministro dice que eso no integra el activo de la empresa, pero de acuerdo 
al Código Aeronáutico, sí integra las facultades discrecionales del Poder Ejecutivo y tiene un valor 
económico. Entonces, pregunto por qué se paga a Ancap, que es un acreedor quirografario, y no se 
hace lo mismo con las miles y miles de personas que compraron pasajes. Quisiera saber por qué 
razón se privilegia a la Ancap, y si esto fue resultado de un error del Estado que deberá ser investigado 
hasta sus últimas consecuencias. Personalmente creo que si hay que privilegiar a alguien, es a los 
compradores de buena fe, no a las empresas del Estado que han cometido errores increíbles, violaron 
un contrato y aun así se les dio 180 días de plazo para pagar un crédito, cuando tenían 30. 


Repito: ¿por qué se privilegia al Estado frente a los acreedores, si el Estado también es 
quirografario en este caso? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si el señor Senador Moreira quiere presentar un 
proyecto de ley que plantee el reembolso por parte del Estado a algunos de los acreedores... 


SEÑOR MOREIRA.- No puedo hacerlo porque no tengo iniciativa. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- En lo que respecta al reembolso de los créditos, el 
señor Senador sí tiene iniciativa; quizás pueda plantear un modo de financiamiento, diciendo cómo 
hace el Estado para proceder al reembolso. 


Nosotros aquí decimos algo que es muy claro: estamos planteando un mecanismo de 
recuperación de recursos públicos a través de recursos públicos. Si hay otra idea mejor respecto a 
cómo utilizar el valor de las frecuencias y el valor de la garantía, que se plantee. Esta es nuestra idea 
de cómo utilizar ese valor económico. Además, el mecanismo que estamos proponiendo tiene una 
ventaja y es que, en caso de que tengamos éxito, liberamos a la masa y no la perjudicamos, sino que 
la beneficiamos. ¿Por qué? Porque estaríamos retirando acreedores quirografarios importantes -los 
mayoritarios- de la masa y ampliando la capacidad de recupero del resto. Por tanto, el artículo 3% obra 
a favor del resto de los quirografarios -y no en contra de ellos- en el proceso concursal. 


En definitiva, esta es la posición del Poder Ejecutivo. Obviamente, nosotros podemos 
fundamentar este proyecto y explicar las ideas que el Poder Ejecutivo materializa en él. Perfectamente 


se podrán plantear otras ideas, formulaciones alternativas o el rechazo de plano a cualquiera de los 
aspectos de la iniciativa, pero la arquitectura que estamos defendiendo tiene una lógica que tiene que 
ver con la forma en que el Poder Ejecutivo organizó las ideas para formular un proyecto y un orden 
lógico de razonamiento. Esta iniciativa está a consideración parlamentaria y nos compete explicar las 
motivaciones y los fundamentos que llevaron al Poder Ejecutivo a presentarla; por supuesto que, en 
general -esto es algo que nos ocurre con mucha frecuencia- no encontramos unanimidades con 
respecto a la bondad y pertinencia de nuestras ideas; eso es perfectamente probable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por la vía de los hechos, hemos ingresado a la discusión de los artículos, pero 
la Mesa cree que sería más adecuado, ante todo, finalizar la exposición global del proyecto, para luego 
sí pasar a considerar cada disposición. 


Por tanto, solicito al señor Ministro que culmine la exposición general de la iniciativa. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si se me permite, para la presentación del 
proyecto voy a saltear momentáneamente la consideración de los artículos 4% y 5% para pasar a los 
artículos 6 y subsiguientes. La razón de esto es muy simple: las dimensiones y consideraciones 
relacionadas con los artículos 4% y 5% son, de alguna manera, complementarias a la parte inicial del 
proyecto, pero la lógica de cierre de su racionalidad se entiende mucho mejor si comentamos en primer 
lugar los artículos 6*, 7%, 8%, 9% y 10. 


Mediante el artículo 6% se materializa algo que está escrito en el mandato del fideicomiso; me 
refiero a la preservación del valor de los activos. Lo que se hace es autorizar al Poder Ejecutivo a 
transferir -o a financiar, si se prefiere esa palabra- a pasar fondos al fideicomiso para mantener estas 
aeronaves, asegurando la preservación del valor. El mantenimiento de las aeronaves no significa sólo 
conservar, sino que implica múltiples dimensiones que aseguran la conservación del valor. Por tanto, el 
artículo 6% esencialmente nos permite financiar algo para defender nuestro patrimonio. Con la 
autorización del Parlamento se posibilita financiar y recuperar ese dinero que tiene que ver con los 
gastos de mantenimiento, a fin de que el Estado pueda defender mejor el valor de sus activos. 


El artículo 7% debe ser leído en clave con el artículo 3%, pues puede suceder que opere 
concomitantemente con él, o por separado. A través de esta disposición se reservan 180 días para la 
asignación definitiva de frecuencias regulares que hoy están siendo utilizadas por Pluna. Si se quiere, 
esto es una restricción de evaluación de las licencias para defender mejor el valor que para nosotros 
tiene la existencia de una aerolínea de bandera nacional. En definitiva, lo que esto hace es apalancar 
el interés por utilizar el artículo 3%; esa es la idea del proyecto. 


En el artículo 8%, por su parte, se plantea atender una realidad transitoria que entendemos 
merece ser atendida; nos estamos refiriendo a la situación del personal de Pluna que, como 
consecuencia del proceso en el que se encuentra la empresa, pasa a seguro de paro. Mediante este 
artículo se crea un fondo de adelantos de créditos laborales, facultando al Poder Ejecutivo a cubrir una 
diferencia entre el seguro de paro y un ingreso computable a los efectos del despido, adelantando ese 
dinero para atender a las familias de los trabajadores durante este período -que esperamos sea corto- 
de transición de una realidad compleja a una realidad laboral consolidada. Como se trata del acreedor 
preferencial por excelencia, entendemos que esta solución está diseñada para favorecerlos sin 
comprometer el erario público en exceso ni más allá de lo razonable. Esto se gestiona a través de una 
Comisión presidida por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social e integrada por tres miembros del 
Poder Ejecutivo y dos representantes del PIT-CNT; así se da respuesta a la propuesta de los 
trabajadores, quienes plantearon que la Comisión estuviera integrada por dos representantes del PIT- 
CNT y no de los sindicatos de la empresa. Obviamente, pusimos un límite a esto, que se corresponde 
aproximadamente con lo que sería una estimación preliminar de nuestra parte del monto de créditos 
laborales que estarían involucrados en los despidos de todo el personal de Pluna. Esa es la lógica del 
artículo 8%; esta es una aspiración de los trabajadores en el sentido de que se contemple esta realidad. 
En el marco de este proceso -que pretendemos sea corto- nos parece que es un diseño absolutamente 
razonable. 


El artículo 9” protege de cualquier reclamación que se pueda producir contra el Directorio de 
Pluna S.A. y la Comisión Fiscal. Desde las fechas mencionadas actuaron en las decisiones del 


Directorio siete integrantes, representantes de las series A y B- -todos ellos pertenecientes al Estado- 
y tres integrantes de la Comisión Fiscal. Lo que se intenta hacer es librar de reclamaciones directas por 
las decisiones tomadas en estos días tan difíciles al conjunto de ciudadanos que estuvieron actuando 
en esta situación. 


Por su parte, el artículo 10 plantea que la vigencia se produzca a partir de la promulgación de 
la ley. 


Volviendo al artículo 4%, debo señalar que prevé una contingencia que creíamos importante 
que estuviera contemplada en la ley: qué ocurre si la subasta se declara desierta. Entendemos que la 
preservación y consecución de los objetivos que nos habíamos trazado depende, en buena medida, de 
que efectivamente esas siete aeronaves sean utilizadas para generar un tráfico en aerolínea de 
bandera nacional y para que haya una pronta recuperación de las fuentes de trabajo. Estos son 
algunos de los objetivos, que fueron establecidos en los propósitos, en la exposición de motivos y en el 
artículo 1%. En toda subasta debe haber, obviamente, un valor base para defender el crédito otorgado 
por el Estado, pero para el caso de que no haya un adjudicatario en la subasta, el artículo 4* habilita al 
Poder Ejecutivo a negociar con un interesado, con un postor, en forma directa -obviamente, los 
aspectos deberán ser reglamentados- la transferencia de estos activos. Esto ya está fuera del 
concurso, fuera de la subasta. En este caso, el Estado no recupera los US$ 135:000.000 pero tiene los 
activos; se sabe que el valor de mercado no es ese pero como en la subasta no hubo adjudicatario, no 
hay duda de que está en condiciones de hacerlo. Por tanto, el Estado tiene una hipoteca cuyo valor de 
recupero no cubre su deuda y tiene derecho a hacer lo que indica el artículo 4%, que implica un proceso 
de negociación -que, insisto, deberá ser transparente y debidamente reglamentado- cuya única forma 
de cerrarlo consiste en introducir la condición de que el Estado puede quedar como propietario de una 
fracción de los activos, lo que puede pasar. O sea que lo que estamos haciendo es prever un 
mecanismo que otorga un valor a la participación del Estado y explicita el límite de su exposición en 
este negocio. Si no se cumple con lo que indica el artículo 4%, volveremos al Parlamento o dejaremos 
que la quiebra ocurra y no cambiaremos nada. Entiendo que este artículo es fundamental para cerrar 
un proceso que permita que las siete aeronaves sobre las que el Estado tiene derechos y garantías 
reales puedan ser utilizadas para volar como aerolínea de bandera nacional. 


Este es el objeto del artículo 4% que, insisto, se refiere a una situación que está básicamente 
fuera de la quiebra porque el Estado ya se hizo de las garantías reales, que no cubren los US$ 
136:000.000. 


El artículo 5% pone en juego otro aspecto que tiene que ver con la quiebra y con el otro activo 
valioso que tiene la empresa: las seis aeronaves sobre las que el Estado no tiene garantías reales. 
Quienes tienen garantía sobre estas aeronaves son otros: son intermediarios financieros canadienses. 
Aclaro que algunas de ellas fueron incorporadas a la empresa bajo la modalidad de adquisición y otras 
mediante estructuras de leasing, y de acuerdo con las normas contables, están activadas. Lo que 
intentamos esencialmente mediante el artículo 5% es permitir que los acreedores que tienen derechos 
reales sobre esas seis aeronaves puedan transferirlas al fideicomiso, y nosotros nos comprometemos a 
asegurarles el mantenimiento de esas unidades -que están a disposición y mandato de lo que 
establezcan quienes poseen esas garantías- en las mismas condiciones en que aseguramos el de las 
aeronaves nacionales, por supuesto cobrando por ello al momento de su realización. Eso es lo que 
pretende el artículo 5” del proyecto de ley que, a su vez, permite que esta opción sea o no utilizada por 
el acreedor. No hay restricción alguna en ese sentido pero, obviamente, si la toma, tiene unas ventajas 
y, en caso contrario, tiene otras ventajas. A este respecto entendimos conveniente -incluso hasta por la 
imagen de la República, para que se involucre con actores financieros e inversores y proveedores de 
buena fe- ofrecer a los propietarios de las otras garantías reales esa alternativa -que es la que le dimos 
a nuestro patrimonio para ser defendido- para que ese mecanismo de protección y de valoración de los 
activos estuviera disponible también para ellos. 


Señor Presidente: estos son los distintos aspectos que se plantean de manera detallada en el 
proyecto de ley que el Poder Ejecutivo somete a consideración parlamentaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, y con el fin de fijar un 
procedimiento a seguir para el análisis de este proyecto de ley, primero lo consideraríamos en general 


y luego pasaríamos a la discusión particular -artículo por artículo- ya que, por lo que tengo entendido, 
además del señor Ministro de Economía y Finanzas han concurrido asesores legales del Ministerio - 
que participaron en la redacción de esta iniciativa y tienen una visión legal del tema- con el fin de 
aclarar las consultas que se quiera hacer con relación a cada uno de los artículos. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: sin duda, en la sesión del Senado de mañana vamos a discutir 
este proyecto de ley; seguramente debatiremos en torno a muchos aspectos vinculados con la historia 
y el desenlace de esta situación. Pero es muy difícil abstraerse y hacer un análisis estrictamente 
jurídico de esta iniciativa sin señalar algunos de los aspectos que consideramos trascendentes en un 
tema que está ocupando la atención pública desde hace unos cuantos días. 


Esta situación ha tenido cierta evolución, dado que hace exactamente 20 días estuvimos 
reunidos con los señores Ministros de Transporte y Obras Públicas y de Economía y Finanzas en la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas, y luego se frustró una segunda reunión. Estuve releyendo la 
versión taquigráfica de aquella sesión y el panorama que se nos pintaba era completamente diferente 
al actual. Incluso, les hicimos una serie de preguntas y nos dijeron que nos iban a responder después 
porque no tenían la información. En síntesis, en ese momento se dijo que la idea era que Pluna 
siguiera volando, que no interrumpiera sus actividades, que el tema de la conectividad, de los 
trabajadores y lo que significaba la historia de esta empresa, prácticamente estaba condicionando a 
los integrantes del Poder Ejecutivo, responsables de esto, a tratar de buscar una salida que no pasara 
por el concurso y la liquidación de Pluna S.A. porque entendían que llegar a un procedimiento 
concursal y dejar de volar iba a causar un irreparable perjuicio a los intereses del Estado, a la 
aerolínea y a todos los uruguayos. Eso fue lo que en ese momento se dijo textualmente. Se había 
despedido al Gerente General y al respecto le preguntamos al señor Ministro, quien nos dijo que era un 
trabajador al que había que indemnizar. Seguimos queriendo saber de esto porque nos parece que eso 
también condiciona toda esta discusión. Nosotros queremos información sobre esas cosas y saber por 
qué cambió radicalmente esta salida que se anticipaba en el sentido de que Pluna no iba a cerrar, de 
que iba a seguir volando, de que había una opción de compra a favor de Jazz, de que Ancap le iba a 
dar combustible hasta el 30 de junio, lo que seguramente debe haber elevado bastante las cuentas de 
la Ancap. La idea, entonces, era que Pluna continuara volando y se buscara una asociación, pero no 
el cierre de sus actividades, sin que bajara la cortina, sin que tuviera la muerte súbita que finalmente 
tuvo. Eso fue lo que nos dijeron hace veinte días. El jueves de la semana pasada los señores Ministros 
convocaron a todas las colectividades políticas de la oposición para informarles que irremediablemente 
esa tarde Pluna -que estaba con un paro de actividades dispuesto por el sindicato mayor de sus 
funcionarios- tenía que dejar de volar. No fui invitado a esa reunión, pero igual concurrí junto a los 
señores Senadores Larrañaga y Heber y preguntamos cuál era la razón determinante de eso, en tanto 
que esa no era la posición que el Poder Ejecutivo había expresado en la Comisión de Transporte y 
Obras Públicas el 20 de junio, repito, hace veinte días. Se nos dijo que había un hecho nuevo, un 
hecho superviniente -aparentemente irresistible- que determinaba que Pluna tuviera que entrar en 
proceso de concurso y liquidación, porque habían aparecido créditos de extrabajadores de Varig que 
se situaban en una estimación probable de US$ 3.500:000.000 y se nos habló de 7.000 juicios. El 
señor Senador Bordaberry estuvo allí en representación del Partido Colorado, pero le deben haber 
dicho lo mismo; el Partido Independiente también se hizo presente al otro día; y los señores 
Senadores Larrañaga y Heber también estuvieron allí, y a nosotros, repito, se nos dijo eso. Se habló de 
un riesgo inminente de acciones contra el Estado, de responsabilidad del Estado por US$ 
3.500:000.000 y que para eso primero había que poner un dique de contención, que era este, el del 
fideicomiso y toda esta estructura jurídica. Quisiera saber cuál fue el abogado que redactó esto, si fue 
alguno del Ministerio y si es el mismo que elaboró el memorando de entendimiento; es una pregunta 
que ya dejo planteada. ¿Quién fue? ¿Fue la División Jurídica de los Ministerios o fue un abogado 
particular? Desde el jueves hasta ahora, prácticamente no hemos vuelto a escuchar ese argumento y 
hoy no ha estado arriba de la mesa; hoy el argumento es proteger los intereses del Estado, buscar la 
mejor salida jurídica, modificar la ley de concursos, abreviar los plazos, hacer el mantenimiento de los 
aviones, pagarles a los funcionarios y negociar para que los trabajadores se queden. Los argumentos 
son buenos, son válidos, pero no fue lo que se nos dijo a nosotros. El jueves se nos dijo que se venía 
un alud de juicios y, entonces, yo quiero saber. 


Hace tiempo que ando mirando papeles de Pluna y me puse a revisar las contingencias de 
los balances auditados por KPMG y veo que esa contingencia de los reclamos laborales por parte de 
los trabajadores brasileños de la ex-Varig está instalada desde el año 2007. El balance de 2007-2008 
refiere a las contingencias originadas en reclamos laborales, en los siguientes términos: “Reclamo 


laboral iniciado por algunos funcionarios de Pluna y reclamo laboral de exfuncionarios de Varig que no 
se pueden estimar”. Estoy hablando del balance 2007-2008, de que ya estaba la contingencia de los 
reclamos laborales de los extrabajadores de Varig. En el del 2010-2011 hay una mayor precisión: 
habla de los reclamos laborales de los trabajadores de Pluna -que, sin ninguna duda, van a quedar 
muertos- en los siguientes términos: “Reclamos laborales iniciados por exfuncionarios de Varig contra 
Pluna en base al concepto de grupo o conjunto económico”. Dice: “No es posible determinar el monto 
total de los reclamos ya que los demandantes han optado por dejar para determinar en la instancia de 
liquidación los montos a pagar”. No están estimados. Yo sé, porque así me han informado, que los 
Directores del Estado -por lo menos los del partido de Gobierno- han viajado a Brasil junto a abogados, 
siete, ocho o nueve veces en los últimos años, para ver a qué monto ascendían estos reclamos 
laborales y cuál era el riesgo que el Estado uruguayo estaba enfrentando. Así que me parece que no 
se puede alegar desconocimiento de esta situación. 


Ahora yo quiero saber cuál es el hecho nuevo, cuál es ese tremendo riesgo que 
aparentemente surgió la pasada semana para que -por lo que se nos dijo- esa fuera la causa final del 
cierre de Pluna S.A., la muerte definitiva de Pluna S.A. y elegir este camino de ir a un concurso de 
liquidación con nuevas normas que, a mi juicio, deterioran gravemente las garantías de los demás 
acreedores. Sinceramente, no comparto eso de que a Ancap y al Banco de la República se les haga 
lugar porque el Estado haga valer la prórroga que tiene de otorgar frecuencias, porque me parece que 
los errores que se han cometido en esto no hay que pagarlos con darles preferencia. ¡Si podré hablar 
de este tema! Es la segunda vez que a Ancap le pasa esto. Ya le pasó en 2008, cuando tenía un pasivo 
de US$ 14.500:000.000. Recuerdo -lo tengo en mi poder- un pedido de informes que elevé al ex- 
Ministro Rossi para saber cuánto le debía Pluna a Ancap y en agosto de 2008 me respondió: “El 
pasivo de Pluna, como el de toda empresa, es dinámico”. ¡Claro que los pasivos siempre son 
dinámicos: cambian todos los días! “Con referencia al pasivo con Ancap, cabe destacar que salvo la 
deuda acumulada hasta el 11 de julio de 2007, que quedará para saldar con el destino final del 
Argentino Hotel, el cumplimiento de los pagos se realiza con regularidad siguiendo las condiciones del 
contrato entre ambas empresas”. Dos meses después, el actual señor Senador Martínez y entonces 
Ministro de Industria, Energía y Minería dijo que las empresas públicas no estaban para hacer 
beneficencia porque Pluna le debía a Ancap US$ 14.500:000.000, y se tuvo que vender la nuda 
propiedad del Argentino Hotel para saldar parcialmente esa deuda. Es decir que desde el punto de 
vista civil, tenía antecedentes criminales. Y resulta que ahora, tres años y medio después, un día 
descubrimos que a pesar de que había un contrato que establecía que los pagos de los suministros de 
Ancap tenían que hacerse con un plazo máximo de treinta días -y había un contrato vigente- se 
hicieron con cheques diferidos a ciento ochenta días, que totalizaban en ese momento US$ 18:500.000 
y que ahora deben ser como US$ 22:000.000 o US$ 23:000.000. Después de haber observado esa 
gestión de la empresa pública, ¿hay que darle alguna preferencia a Ancap por sobre los otros 
acreedores: por sobre los acreedores comerciales y por sobre los que compraron pasajes? 
Sinceramente, esto no lo entiendo jurídicamente porque, a mi juicio, aquí se está violando lo dispuesto 
en el artículo 110 en cuanto al orden y la preferencia de los créditos; como dije, me parece que aquí se 
ha dado una violación flagrante, aunque haya sido por una vía indirecta. Seguramente esto será motivo 
de reclamo. 


Me parece que con respecto al Banco de la República tampoco debería aplicarse esa 
preferencia y, en ese sentido, quiero recordar al señor Ministro -que en ese momento era asesor del 
extitular de la cartera, el contador Astori- que se le iba a pagar con el producido de la venta del 
Argentino Hotel de Piriápolis. O se le sustituía con la garantía del Ministerio de Economía y Finanzas 
antes del 31 de julio de 2009, o se le pagaba con la venta del Hotel, antes que a la Ancap. Quiere decir 
que se violó ese contrato, lo que provocó un nuevo aporte del Estado uruguayo. 


Quiero recordar estas cosas porque hay que tenerlas en cuenta; no se trata de decir que 
dejaremos a los acreedores “de a pie” o que vamos a pagar, si podemos -no creo que se pueda- 
primero a la empresa pública Ancap -que no se ha caracterizado precisamente por ser celosa 
defensora de sus créditos- y luego al Banco de la República que, como dije, quedó para atrás cuando 
se le debió abonar con el producido de la venta del Argentino Hotel de Piriápolis. 


Traigo estos temas a colación porque esta ha sido una sucesión de incumplimientos y 
violaciones a los contratos que debemos considerar en este momento. 


Si uno analiza las contingencias laborales de los extrabajadores de Varig -que siempre se dijo 
que eran algo más de doscientos, pero que ahora parece que son siete mil, según manifestaciones del 
señor Ministro- cabe preguntarse si la eventualidad existe o no, por lo que quiero consultar al respecto. 


Quiero hacer notar que durante cinco años esto nunca se tuvo en cuenta y que cuando se 
hizo el contrato de suscripción de acciones el 12 de febrero de 2007, se estableció que el Estado 
asumía esas obligaciones. De manera que en ese momento el Estado conocía la situación y puso esas 
obligaciones bajo su responsabilidad. Quiere decir que los Ministros de Economía y Finanzas y de 
Transporte y Obras Públicas firmaron para que ese pasivo lo asumiera el Estado uruguayo. 


La liquidación del negocio con Varig fue en noviembre de 2006, pero desde el año 2005 Pluna 
S.A. estaba siendo gestionada por uruguayos y no por brasileños. 


Como dije: el Estado firmó para asumir esos pasivos y me pregunto si no sabía cómo estaba 
integrado ese pasivo y si no estaba al tanto de la eventualidad. En todos los balances auditados por 
KPMG figura como contingencia laboral el reclamo de los trabajadores de Varig, pero parece que la 
semana pasada tuvo lugar un cambio sustancial a ese respecto y hoy el tema no está arriba de la 
mesa. Hace veinte días la solución que se manejaba no era esta, por lo que quiero preguntar por qué 
ahora optamos por esta salida lateral -que me parece esencialmente diferente a la otra- y no estamos 
haciendo lo que se dijo. 


Quiero saber acerca de la aparición de estos nuevos créditos y de este riesgo terrible que 
tendría el Estado -y la sociedad uruguaya, naturalmente- por US$ 3.500:000.000. Me parece que este 
es un tema central y quiero que nos lo expliquen, porque es diferente a lo que nos dijeron días atrás 
para “bajar la cortina”. Esto es, claro está, más allá del análisis del proyecto de ley que seguiremos 
haciendo. Considero que este aspecto amerita un previo y especial pronunciamiento; me refiero a que 
se nos diga qué cambió y cuál es la realidad, es decir, si es verdad que hay siete mil juicios pendientes, 
si no han prescripto y cuál es el monto que se maneja para cada uno o, por lo menos, si son o no todos 
iguales. A este respecto se nos ha informado que hemos ganado algunos juicios, lo que quiere decir 
que no los hemos perdido todos. 


Entonces, quiero saber la realidad de toda esa batería de juicios que hay planteados en Brasil 
que hacen que -según lo que se nos dijo el jueves a varios de los que estamos aquí presentes- se haya 
tomado la drástica decisión de determinar la muerte comercial de Pluna S.A.. 


Esa era la pregunta previa que quería formular y después también quiero plantear varias 
interrogantes sobre el proyecto de ley en cuestión. 


Otro aspecto sobre el que quiero consultar es que, aparentemente, podría darse la posibilidad 
de que el Estado siguiera garantizando la deuda con el Scotiabank. 


Además, si se tenía conocimiento de que la situación era gravísima -como lo es desde hace 
mucho tiempo, ya que Pluna S.A. está fundida desde hace muchos años- quiero saber por qué se 
permitió, por ejemplo, que se indemnizara al señor Campiani. Ahora los trabajadores están 
desesperados pidiendo que se les paguen sus créditos laborales, que tienen preferencia. Incluso, 
según lo establecido en la ley relativa a los concursos, si se hubiera esperado un poco más Campiani 
ni siquiera hubiera tenido preferencia, porque los gerentes no la tienen en el listado de créditos. 


Me han dicho -no sé si es cierto y por eso pregunto al respecto, porque me parece un tema no 
menor- que al señor Campiani se le ha pagado $ 300:000.000, pero ahora me aclaran que la 
cifra correcta es $ 3:000.000, monto que al día de hoy equivaldría a unos US$ 140.000, y también 
quiero saber si esto es verdad. 


También he preguntado sobre los pasajes que se han vendido, que supongo que ya no 
tendrán valor porque como Pluna murió pienso que no existirá reciprocidad de parte de las otras 
compañías aéreas. 


Otra inquietud que quiero plantear tiene que ver con el señor Álvarez Demalde, que se fue de 
allí. ¿Se le abonó o no indemnización? 


Aquí estamos hablando de la penosa situación de los trabajadores y de cómo la podemos 
solucionar, pero no hay un peso en la caja de Pluna para pagar, siquiera, los seguros, y por eso 
terminó cerrando. Por supuesto que no se puede volar así; no había plata ni para pagar el combustible. 


Pero ¿cómo es que se le paga una indemnización al señor Campiani porque se lo considera 
un trabajador? Después de haber generado esta crisis de extinción final, ¿por qué se decide pagarle un 
despido y por qué monto? También quisiera saber cuál es el monto manejado con respecto a Álvarez 
Demalde. 


Ante nuestra interrogante, el otro día el señor Ministro dijo que creía conveniente dejar en 
funciones a Sebastián Hirsc -que había sido el Vicepresidente Ejecutivo de la parte financiera de la 
empresa- para que continuara con el giro de la compañía ya que sabía del tema; duró quince días y 
luego le “bajaron la cortina”. 


¿No se preveía esto? ¿Por qué se dijo -y esto figura en la versión taquigráfica 
correspondiente- que el señor Hirsc tenía que seguir al frente como Gerente General y resulta que 
ahora le “bajan la cortina”? 


Tengo todas estas interrogantes sin contestar; la gente también quiere saber al respecto. El 
diario El País, en su edición de hoy informa que el Ministro dijo -aunque este aclara que no todo lo que 
la prensa dice es verdad- que el Estado no pagará pasajes a 70.000 viajeros de Pluna y que agrega 
que es lógico no asumir esa deuda, que asciende a US$ 7:000.000. Pero, ¿es lógico pagarle a Ancap? 


Reitero que la opinión pública quiere saber sobre esto porque esta decisión que se ha 
adoptado terminó afectando a miles de personas. Si antes existían acreedores comerciales o 
financieros, ahora hay ciudadanos comunes que se han visto perjudicados, algunos de escasos 
recursos a los que se les debe US$ 500, US$ 700 y US$ 800. 


¿Cuál fue la causa que llevó al cierre y perjudicó a toda esta gente, sin tenerse en 
consideración la multitud de situaciones particulares? 


Quiero que el señor Ministro me explique cuál es el fundamento último de esta decisión, 
porque puedo entender que el Estado no quiera seguir invirtiendo más dinero, pero no fue eso lo que 
se nos dijo el otro día. Me gustaría que se me explicara todo el cambio que ha tenido lugar a ese 
respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Trataré de responder los aspectos que 
corresponde que quien habla explique del conjunto de consideraciones y valoraciones que realizó el 
señor Senador Moreira. 


Comenzó preguntando -con toda lógica- qué cambió desde nuestra comparecencia en la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado de la República, integrada con Diputados, a la 
fecha. Quisiera detenerme específicamente en la explicitación de cuáles son los hechos conocidos en 
ese momento y cuáles los novedosos. 


En primer lugar, quiero decir que era un hecho conocido, constatado y con enormes 
implicaciones, que Pluna S.A. se encontraba en causal de disolución por insuficiencia patrimonial. 
Fuimos claros respecto a esta primera cuestión. Dijimos que la empresa tiene patrimonio negativo y 
según nuestra Ley de Sociedades Comerciales, el solo hecho de que la empresa se encuentre en esa 
situación es causal de disolución. Obviamente, hay un conjunto de actores vinculados al conocimiento 
de esa realidad que debían solicitar la disolución de la empresa, en particular, los representantes del 
Poder Ejecutivo como accionista minoritario en esa sociedad. Obviamente, eso fue lo que ocurrió y 
generó el entendimiento por el cual el grupo inversor que acompañaba al Gobierno desiste de ser 


responsable de la capitalización, se aparta y ubica las acciones en un fideicomiso en la Bolsa de 
Valores. Esto sucede por un acto unilateral realizado por los inversores ante algo que es obvio: el 
Gobierno -en representación del Estado uruguayo- no podía asumir esas acciones porque suponía 
obligarnos aún más en un escenario de capitalización. Éramos dueños del 25% del capital accionario y 
el Estado uruguayo había exigido al inversor privado que nos acompañara en un proceso de 
capitalización y nosotros entendimos que la primera manifestación y concreción de la postura de los 
representantes del Estado en Pluna S.A. -en ese entendido comparecimos en la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas- era exigir una capitalización que no ocurrió. Esto en sí mismo es causal 
de disolución de la empresa; no necesitaríamos ningún otro elemento y así lo dijimos en el seno de la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas. 


También expresamos que se nos había informado que, en el marco del fideicomiso -lo 
habíamos aceptado porque iba en bien del interés general- se generaba una ventana de tiempo 
mediante la que uno de los participantes del inversor privado en Pluna podía estar interesado en 
acompañar la capitalización de la empresa. Este hecho no ocurrió; segundo elemento nuevo: 
concurrieron a Montevideo, trajeron sus equipos técnicos, nos plantearon su evaluación y simplemente 
nos dijeron que no podían acompañar la opción de capitalización que estaba prevista preferentemente 
en ese mandato del fideicomiso. Ese es un hecho nuevo que lleva al Estado, a sus representantes, a 
tomar nota de que, definitivamente, ninguno de los inversores preexistentes propietarios del 75% de 
Pluna S.A. tiene voluntad de acompañar el proceso de capitalización de la empresa. Ese es un dato. 


Los directores de Pluna S.A. que asumieron como consecuencia de los actos que se 
motivaron con sujeción al memorando de entendimiento entre Pluna, Pluna Ente, los inversores 
privados y el Gobierno, los seis representantes en el Directorio -cuando hablé de 7 hace unos instantes 
fue porque en un momento actuó un suplente, pero eran 6 integrantes- se esforzaron denodadamente 
por resolver, no el problema de capitalización -que, en esas condiciones, no estaba en sus manos 
resolver- sino despejar la otra amenaza crítica que pesaba sobre la posibilidad de la empresa de seguir 
volando, que era el primer objetivo que nos habíamos trazado. Nos referimos a poder hacernos cargo 
de las erogaciones financieras, cosa que permitiera mantener las operaciones. Créanme que podemos 
listar un conjunto de acciones y de negociaciones que permitían que muchos proveedores fueran 
tolerantes con sus exigencias de pagos y despejaran la situación de la mejor manera posible, con sus 
intereses en juego, tratando de contribuir a su viabilidad financiera mientras esperábamos algo que no 
ocurrió finalmente. Todavía estamos en fecha de que eso suceda; sépanlo los señores Legisladores, 
porque la fecha límite de uso de la opción de Jazz es el día 15. Ahora bien, no puede hacer uso de la 
opción si nosotros no estamos de acuerdo. Podría hacer uso de ella, pero nos manifestó que no estaba 
dispuesto a hacerlo, aunque reitero que todavía está en fecha para utilizarla. Se solicita el concurso a 
la luz de una realidad de insuficiencia patrimonial y claramente de cesación de pagos después de 
hacer todos los esfuerzos financieros. 


¿Qué fue lo que trataron de hacer los representantes del Estado en la administración de la 
empresa? No contribuir a agrandar pasivos de manera innecesaria que podrían complicar aún más la 
situación financiera y patrimonial de la empresa. Entonces, decidieron suspender actividades con una 
caja que permitiera pagar los salarios, porque más allá de hacer efectivos los haberes 
correspondientes al mes de junio, Pluna S.A. no estaba en condiciones de abastecerse de los insumos 
ni de pagar los compromisos naturales para seguir volando. Este es un hecho nuevo. Permitaseme ser 
claro: en este caso, la insuficiencia patrimonial y de liquidez conviven como solución de dos problemas 
diferentes. Si se hubiera capitalizado se solucionaba el problema de liquidez, pero no fue así. El 
Gobierno de la República carece de instrumento jurídico habilitante para hacerse cargo de la empresa 
O de sus erogaciones. Por tanto, las condiciones de cesación de pago de la empresa son una segunda 
motivación relevante que, en sí misma, agrega a la anterior y pone fecha a la decisión de suspender 
actividades y la resolución de los problemas que tenía Pluna S.A. La empresa no es pública, sino 
privada y las relaciones con sus trabajadores y proveedores están en el marco del Derecho Privado; no 
hay ningún elemento de esa relación que esté en el Derecho Público. 


¿Es una novedad la cesación de pagos por imposibilidad de seguir adelante y por falta de 
normas habilitantes del Poder Ejecutivo? Aunque hubiéramos tenido voluntad de hacerlo, no 
estábamos en condiciones de comprometer recursos públicos adicionales en estos momentos y no 
solicitamos autorización al Parlamento para volver a enterrar dinero de la comunidad en una empresa 
de la que no éramos propietarios más que del 25% y en la que se estaba dispuesto a ser 


responsablemente capitalizadores. Este es el segundo hecho relevante: además de la insuficiencia 
patrimonial, la empresa se encuentra en cesación de pagos. 


Desde hace tiempo la empresa tiene un conjunto amplio de contingencias cuyo alcance, 
dimensión y riesgos son conocidos en el caso de algunas, pero no completamente evaluados en otras. 
Además, hay algo que pasa muy corrientemente en negocios y en economía -seguramente también en 
política-: en algunos acontecimientos es muy difícil determinar probabilidades ciertas de que esas 
contingencias se transformen en hechos reales. Ahora bien, desde el punto de vista de esas 
contingencias, ¿ocurrió algún hecho novedoso? Debo reconocer que sí porque es público. El jueves 29 
en Brasil sucedió un acontecimiento importante para la empresa: dos trabajadores que no pertenecían 
a los créditos laborales, sobre los cuales había habido contenciosos previsibles en ese país, 
consiguieron que un Juzgado habilitara el embargo de los bienes de Pluna en Brasil. Esa era una 
contingencia que se materializa -ha estado presente en varias oportunidades en los debates 
parlamentarios, de acuerdo con lo que he leído en las versiones taquigráficas- produciéndose un 
cambio cualitativo. Cuando una contingencia se materializa en un hecho, cambia la probabilidad de 
ocurrencia y se puede razonar sobre el riesgo emergente con más información. Eso es absolutamente 
habitual en los negocios y en cualquier actividad económica en la que ocurre un suceso que pone en 
evidencia que algo que creíamos que era poco factible pasa a tener mayor probabilidad; cambia la 
valoración del riesgo. Este conjunto de elementos que hacen a la valoración del riesgo de lo que 
implicaría para la República hacer otra cosa que lo que dispone esta iniciativa es el fundamento -que 
también se suma a la insolvencia y a la cesación de pagos, y que se combina con ellos- para explicar 
esta situación. Creo haber documentado con mis palabras las tres razones que explican el porqué de 
este proyecto de ley y del pedido del Directorio de Pluna para entrar en concurso. 


Esto es todo lo que mi responsabilidad como Ministro me permite mencionar acerca de 
cualquiera de los aspectos que están involucrados en este problema. 


SEÑOR MOREIRA.- Personalmente hice preguntas muy concretas respecto de indemnizaciones que 
me parecen no poco importantes. Sinceramente, el otro día cuando se nos manifestó la gravedad y la 
inminencia de estas responsabilidades eventuales del Estado uruguayo, se nos dijo que nos iban a 
mandar un informe jurídico. Me enviaron uno de fecha 7 de octubre del año pasado que daba cuenta 
de una situación ya conocida en todos los balances de Pluna; no había nada nuevo. El señor Ministro 
explica que hubo dos sentencias. ¿Quién dictó las sentencias? ¿Pasaron en autoridad de cosa 
juzgada? Las sentencias tienen aplicación a uno o dos casos concretos y no a siete mil. La 
jurisprudencia no es fuente de Derecho acá ni en Brasil. Entonces, ¿quién evaluó eso para modificar 
aquella decisión que optaba por continuar? Leo una y otra vez, pero no sé cómo se pueden cambiar 
así las cosas. Concretamente, se señaló que ante la realidad de que el socio privado dijo que no 
estaba dispuesto a recorrer ese camino -la capitalización- y nos lo hizo saber, teníamos en nuestras 
manos unilateralmente solo dos posibilidades: pedir la disolución de la empresa o el concordato. 
Ambas soluciones, por la vía de los hechos, reñían como decisión unilateral de nuestro Gobierno con 
un objetivo mayor, que era conservar volando a Pluna y mantener la aerolínea de bandera uruguaya. 
Eso fue lo que se dijo, pero ahora se cambió radicalmente la posición. La insolvencia ya estaba; existía 
hace años y no es un hecho nuevo, superviniente. ¡Por supuesto que asegurar la conectividad está en 
el ánimo de todos! ¡Ni que hablar! Pero me pregunto: ¿y el riesgo? En realidad lo que se adujo fue que 
el riesgo del Estado uruguayo era mayor que aquel problema de la deuda externa del año 2002. Se 
habló de US$ 3.500:000.000. Pido que nos prueben y nos den elementos para acreditarnos que ese 
riesgo existía, pues que se diga que se dictaron dos sentencias por parte de dos jueces brasileños no 
es suficiente. Si Brasil dictó una ley, tendrá efectos generales, pero dos sentencias solo tienen efectos 
en los casos concretos. Eso no es una corriente jurisprudencial. Nos tienen que acreditar que eso tenía 
la capacidad de poner en peligro la responsabilidad patrimonial del Estado uruguayo por 
US$ 3.500:000.000, que fue lo que se nos dijo. No alcanza con que el señor Ministro aduzca que hay 
un hecho nuevo y dos sentencias. Precisamente, dos sentencias son dos sentencias y no siete mil. 
Dos Juzgados son dos Juzgados, o uno solo; tal vez se trata del criterio de un juez absolutamente 
equivocado -lo que a veces ocurre- y que todavía puede recurrirse. 


Pido que se me explique eso y que el señor Ministro aclare cuánto se pagó por concepto de 
estas indemnizaciones. Además, la versión que tengo del final de todo esto es que el Directorio de 
Pluna Ente Autónomo no tuvo más remedio que acudir a esta solución porque no tenía un dólar en 
caja, no podía pagar los seguros y no tenía combustible para echar a los aviones. Y uno de los 


Directores de Pluna me contó que el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas -aquí presente- se 
apersonó ante el Directorio y expresó que el Poder Ejecutivo dejaba de prestar asistencia a Pluna SA; 
por lo tanto, la cerró. Hoy estuve reunido con los trabajadores y me señalaron que escucharon cuando 
el Presidente de Pluna Ente Autónomo les dijo: “El Poder Ejecutivo acaba de decretar el cierre de 
Pluna”. No fue el Directorio. No había un peso en caja. Esa es la versión que tengo de los hechos. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR ÁLVAREZ.- En mi condición de asesor del Ministerio quiero hacer un modesto apunte con 
relación a las palabras expresadas por el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, vinculadas a 
la inquietud manifestada por el señor Senador. 


Entiendo que lo que el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas quiso destacar fue la 
circunstancia de que si bien en nuestro sistema jurídico y en los sistemas jurídicos hermanos la 
jurisprudencia no es fuente de Derecho obligatoria y su aplicación subjetiva concreta se da entre las 
partes que fueron objeto de litigio, como muchos de los colegas presentes saben sobradamente, no es 
menos cierto que existen determinadas sentencias y pronunciamientos judiciales que abren y marcan 
un camino de expectativa; mucho más cuando en este caso estamos hablando de un Tribunal Federal 
de un Estado Federal y sobre una temática laboral que presenta sus particularidades, como todos 
conocen. Creo que este fue el elemento diferencial que el señor Ministro quiso destacar: el hecho 
novedoso y superviniente del que se tomó conciencia el día jueves. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra, el señor Senador Viera. 
SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrupción? 


Quiero aclarar este punto porque me parece que es importante. Cuando el jueves pasado 
concurrimos con el señor Senador Amorín al encuentro promovido por el Gobierno -después lo hicieron 
los integrantes del Partido Nacional- se nos dijo que existía un fallo que había condenado a Pluna S.A. 
y que, obviamente, eso creaba una contingencia. No voy a abundar demasiado sobre lo que se 
manifestó en esa instancia porque hay versión taquigráfica. Se nos comunicó que estaban trabajando 
tres estudios jurídicos y al día siguiente salimos a corroborar la información porque sostuvimos que 
íbamos a actuar responsablemente chequeando y analizando con seriedad todos los datos. No es 
cuestión de decir “vamos a apoyar”, sino hacer un aporte. 


Cuando chequeamos la súmula advertimos que no era la de la semana pasada, de hace un 
mes ni de dos meses atrás, sino de 2003. O sea, la urgencia que se señalaba ese día no era sobre un 
hecho que había acaecido hacía poco, sino que había sucedido en el año 2003. Llamamos a los tres 
estudios jurídicos para preguntar si estaban contratados por el Estado uruguayo y dos de ellos nos 
respondieron que no. Entonces, si hablamos de códigos, también tenemos que manejar estas cosas. El 
tercer estudio jurídico, que era el que estaba contratado por el Estado uruguayo... 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- ¿Usted puede decir que alguno de nosotros dijo 
que los tres estudios estaban contratados? 


SEÑOR BORDABERRY.- Se nos comunicó que estaban trabajando. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- ¡Perdón, pero usted acaba de faltar a la verdad! 
¡Acaba de decir que alguno de los Ministros presentes sostuvo que estaban contratados, y nosotros no 
dijimos que había tres estudios contratados! ¡Eso es falso! 


SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, ¿qué fue lo que dijeron? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No voy a referirme a nada de lo conversado; 
solamente voy a marcar... 


SEÑOR BORDABERRY.- Nos dieron los nombres y chequeamos eso, no hablamos con ellos más que 
para corroborar si estaban contratados. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Señor Senador: lo único que voy a hacer a partir 
de ahora, en todo lo que concierna a conversaciones privadas, es decir qué cosas son falsas; nada 
más. 


SEÑOR BORDABERRY.- Usted puede decir lo que quiera. A nosotros se nos señaló que estaban 
trabajando tres estudios jurídicos de los cuales -retomo la conversación- dos nos respondieron que no 
estaban contratados y el tercero, que sí lo estaba, era el que representó al señor Campiani en la 
negociación con el Estado; ese fue el que redactó este proyecto de ley. El Estado uruguayo, en 
salvaguarda de los intereses de los uruguayos, contrató al estudio jurídico que defendió al señor 
Campiani en el reclamo en su contra, y logró la cláusula de indemnidad. ¡No sé si a los señores 
Senadores y a los señores Diputados les queda claro qué es esto! El redactor de este proyecto de ley 
es quien asesoró y asistió al señor Campiani, consiguiendo que cobrara $ 3:000.000. Es bueno que 
esto se sepa porque creo que es grave. Pienso que el Estado uruguayo no tendría que haber 
contratado al abogado del señor Campiani para redactar este proyecto de ley puesto que, reitero, con 
el asesoramiento de este profesional cobró $ 3:000.000, cosa que no han podido lograr los otros 
trabajadores de Pluna. 


Volviendo al tema de la súmula, entiendo que existe un error en su análisis. La Justicia 
brasileña no emite un fallo y después lo ejecuta; eso lo hacen todas las Justicias del mundo cuando no 
existe un título ejecutivo. Existen dos tipos de procesos: el monitorio y el de conocimiento. El proceso 
laboral es de conocimiento. Entonces, en un proceso de conocimiento primero se declara el derecho y 
después se va al cobro. La Justicia brasileña hace una cosa distinta a lo que hacemos nosotros, 
porque emite súmulas a nivel de los Tribunales Superiores. ¿Qué es esto? Ante determinada hipótesis 
-sin identificar a las personas- que ocurra en el terreno de los hechos, va a proceder de esa forma. 


En 1985 el Tribunal Superior de Trabajo de la República Federativa del Brasil emitió una 
súmula que decía que quien no fue parte de la relación procesal como reclamado y, por ende, no está 
dentro del título ejecutivo judicial como deudor, no puede ser sujeto pasivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador Bordaberry: creo que en las Comisiones generalmente se 
aplica el mismo sistema que en las sesiones del Plenario, es decir que las interrupciones tienen un 
límite de cinco minutos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que no hay reglamentación para las Comisiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo sé, pero en este caso, más que una interrupción, el señor Senador Viera le 
cedió su lugar. 


SEÑOR VIERA.- ¿Dónde dice eso, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es una cuestión de forma. 


SEÑOR BORDABERRY.- No tengo problema en que haga uso de la palabra el señor Senador Viera. 
Igualmente, después voy a hablar yo y él se puede volver a inscribir; la situación es la misma. 


SEÑOR VIERA.- ¿El señor Senador Bordaberry está anotado a continuación? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente estoy planteando una cuestión de forma mínima: estaba 
anotado el señor Senador Viera. Además, solamente están inscritos el señor Senador Moreira y el 


señor Diputado Posada. Lo que estoy diciendo es que, en rigor, el que está en uso de la palabra es el 
señor Senador Viera. 


SEÑOR BORDABERRY.- Insisto en que no tengo problema en que haga uso de la palabra el señor 
Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Sin duda que estamos ante una situación que no es solamente el tratamiento de un 
proyecto de ley que tiene sus antecedentes. En este sentido, nosotros ya hemos anunciado -y 
volvemos a hacerlo- que vamos a solicitar la conformación de una Comisión Investigadora para saber 
por qué y cómo se llegó a esta situación, en la medida en que hay muchos puntos que todavía quedan 
por aclarar. Pero lo que me preocupa en este momento, señor Presidente, es que este proyecto de ley 
intenta dar una salida a la situación actual de Pluna, con objetivos con los que nos apresuramos a decir 
que coincidimos. Concretamente, se pretende asegurar la conexión del país con la región y atender la 
situación de los trabajadores y también de los damnificados, de los acreedores, de los ciudadanos y no 
ciudadanos que han comprado pasajes y que están tirados por ahí o que tienen créditos contra Pluna. 


Ahora bien, luego de una lectura general del proyecto, nos preguntamos y les preguntamos a 
los señores Ministros si esto realmente es una salida, si resuelve problemas o si estamos, en el fondo, 
creando otra vez lo mismo. Digo esto porque, si bien lo que se intenta con esto es resolver el tema de 
los cobros de las garantías del Estado, también se está fomentando la creación de una nueva empresa 
que, insisto, es más de lo mismo. Yo lo resumiría diciendo que es lo mismo sin Leadgate, con otro 
privado -vaya a saber quién- y sin las deudas de Pluna. Incluso, en el artículo 3%, el Estado ofrece 
acordar el mantenimiento de las garantías de financiamiento. De la misma manera está claro que, al 
ofrecer la posibilidad de la negociación directa, es altamente probable que en la subasta no haya 
ofertas, no haya interesados, y se termine nuevamente negociando en forma directa con algún privado. 
En ese caso, el Estado vuelve a tener el 25% de la nueva empresa. Pregunto si esto realmente nos 
pone a salvo de posibles juicios nacionales, internacionales o de otros países porque, si lo hiciera una 
empresa privada pero sin participación del Estado, podría ser hasta acusada de quiebra fraudulenta. Si 
una empresa cualquiera se presenta a concurso público y luego abre otra en el mismo giro con la 
participación de los mismos socios o de gran parte de ellos, creo que está expuesta a que se le hagan 
demandas, porque claramente es la continuidad de la misma empresa. Entonces, ¿esto es una 
solución frente a lo que se supone que ha sido el desencadenante último del proceso de liquidación de 
Pluna o nos deja expuestos otra vez, con una nueva empresa en la que el Estado es garantía y tiene el 
25%? 


Por supuesto que mañana vamos a estar discutiendo a fondo todos estos temas y, en 
particular, el proyecto de ley, pero estas son dudas muy importantes que nos asaltan y que no nos 
dejan claro que esta sea una solución ni que no estemos reiterando los mismos errores y metiendo otra 
vez al Estado en los problemas que ya ha tenido con Pluna S.A. 


Yo no soy abogado, pero me parece que también hay algunos errores jurídicos en el proyecto 
de ley, o por lo menos no está clara la redacción de algunos artículos. Por ejemplo, en el artículo 5% se 
dice: “El Fideicomiso podrá igualmente asumir, total o parcialmente, los contratos de leasing sobre 
aeronaves, de los cuales PLUNA es parte, los cuales hubieran sido rescindidos voluntaria o 
forzadamente por PLUNA o por el acreedor respectivo”, y sigue. Si fueron rescindidos, me parece que 
no se pueden asumir; creo que la redacción no deja clara la situación y puede llevar a un error jurídico. 


Por otra parte, me parece que no es conveniente que en el artículo 4% se establezca que el 
Estado no estará obligado a realizar participaciones adicionales porque, evidentemente, si después no 
va a hacer nuevas capitalizaciones en caso de ser necesario, va a ir siendo licuado paulatinamente si 
se establecen esas capitalizaciones. De manera que hay dos posibilidades: o corremos el riesgo, al 
entrar con ese 25%, de que nos vayan licuando, o finalmente el Estado va a tener que seguir poniendo 
más dinero y realizar las capitalizaciones que se tengan que hacer. 


En definitiva, en términos generales creo que hay errores en la redacción, pero más que eso, 
en el fondo, me parece que es un proyecto de ley que probablemente no consiga muchos de los 
efectos que procura. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En primer lugar, las causas que 
motivaron la situación de concurso están a resguardo, están puestas en el proyecto de ley. También 
quiero dejar claro que con esto no estamos creando una empresa; lo que estamos haciendo es 
acelerar el proceso mediante el cual íbamos a recuperar unas aeronaves que están garantizadas por 
nosotros e hipotecadas a nuestro favor. Es decir que simplemente adelantamos ese recupero para 
asegurar los objetivos que el proyecto de ley establece, para que esa hipoteca se ejecute mediante una 
subasta pública de aviones, que serán comprados por una empresa nacional o alguien que quiera 
adquirirlos. Ese es el motivo principal de la cuestión: recuperar el dinero del Estado. A su vez, el 
sobrante de lo que se obtenga de la subasta, si es que lo hay, va a la masa del concurso. De todos 
modos, este no es el único activo que queremos recuperar; en la medida de lo posible, mediante 
gestiones queremos asegurar el trabajo de la gente -una mano de obra muy especializada- y recuperar 
créditos que el Estado tiene afectados porque, si se hace de ellos por fuera de los dineros que 
ingresaron en el remate, podría liberar acreedores de la quiebra, favoreciendo a los demás. 


Luego, lo que está establecido son hipótesis por si fracasa lo anterior. Si no prevemos el caso 
de que no concurra nadie a la subasta, después tendríamos que regresar aquí y nos dirían que faltó 
previsión. 


Por otra parte, hay previstas algunas autorizaciones que nos permiten negociar. Si se dice 
que no podrá exceder el 25%, quiere decir que puede ser menor. Obviamente, ese no es nuestro 
interés -por algo está el artículo 3"- pero si para recuperar nuestro dinero tenemos que pasar por esto, 
lo asumimos. Se podrá estar de acuerdo o no, pero no pretendemos crear una aerolínea. 


Además, se prevé una hipótesis para el caso de que alguien quiera constituir una línea de 
bandera nacional, ya sea de las existentes o de las que estén haciendo los trámites en la Dirección 
Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica y en la Junta Aeronáutica. Concretamente, hay 
dos empresas, una de bandera nacional que ya existe y otra que la está tramitando, que está en el 
proceso de certificación, pero también puede haber nuevas. Entonces, de esta forma, nos estamos 
dando una posibilidad más de recuperar los activos. Esto podrá ser insuficiente, pero es el camino que 
entendemos conveniente. Ahora bien, nosotros no estamos diciendo que el Estado vaya a asumir una 
aerolínea nueva ni es nuestra intención hacerlo; es un camino más de la negociación. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera explicar el mecanismo que está previsto 
en el artículo 4%, porque creo que no explicamos bien cuál es el alcance que nosotros entendemos 
tiene. 


En primer lugar, se llega al artículo 4% en caso de que no hayamos podido recuperar los 
US$ 135:000.000. Por tanto, en ese momento el Estado tendrá una pérdida patrimonial. Lo que 
propone el artículo 4” es la mejor forma de defender el valor de los activos que transferiríamos a un 
eventual comprador. Para asegurar que nosotros, en la propiedad de los activos, recuperemos los 
US$ 135:000.000, se prevé que haya alguien que compre hasta un porcentaje del activo y que se 
mantenga la otra parte del activo que nadie estuvo dispuesto a pagar, porque el resultado de la subasta 
impidió que hubiera un adquirente por esa cifra. Se llega al artículo 4% porque ese hecho ya aconteció. 
Entonces, lo que hacemos es defender nuestro valor en ese patrimonio. Con este artículo, en primer 
lugar lo que se hace es ratificar que para nosotros valen US$ 135:000.000. Por tanto, si alguien dice 
que vale U$S 120:000.000, le diremos que no tiene el 100%, porque el Estado es dueño del 15%. 
Esa es la lógica de ese artículo, que lo que hace es defender de la mejor manera posible el valor del 
activo que, para nosotros, tiene la contrapartida de un pasivo de US$ 135:000.000. 


Ahora bien, ¿cómo opera el artículo? Esa es la propiedad de los aviones; no es la propiedad 
de una empresa. El copropietario de esos aviones va a constituir una aerolínea de bandera nacional o 
será alguien que tiene derecho a operar como tal, porque para estar contemplado en ese artículo hay 
que hacerlo. Nosotros decimos que nuestros activos se defienden con nuestra participación y ponemos 
un límite. Perfectamente se podría haber hecho una subasta a la baja con una base en 
US$ 180:000.000 o US$ 200:000.000 para luego ir bajando. De esta manera, puede ocurrir que se 
llegue a una cifra inferior a US$ 135:000.000, por lo que el Estado daría pérdida. Ese sería el 
mecanismo para la realización del activo en una modalidad de subasta diferente. 


Quiero que quede claro que hay que capitalizar la empresa. Entonces, el Estado defiende el 
valor de su activo y lo usa para exigir la capitalización de la empresa. Con ese activo nosotros estamos 
participando en esa empresa, lo que supone defender nuestra participación en el capital. ¿Nos puede 
licuar? Sí, pero con una posición financiera mucho más sólida. O sea que aumenta el respaldo 
patrimonial de la empresa, que es algo que va en el sentido de defender el interés general. Si Pluna 
estuviera bien capitalizada, no estaríamos en esta situación. Esta es la lógica del artículo 4% y no nos 
expone a nada nuevo porque nosotros somos propietarios de derechos reales sobre siete aeronaves. 
Esa es la situación. 


SEÑOR VIERA. Con esa lógica, lo que probablemente va a ocurrir es que alguien que no quiera pagar 
los US$ 135:000.000 no se presente y espere a la segunda instancia. Después tendrá que poner más 
para capitalizar, pero ya va a tener al Estado con menos del 25%. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- ¿Puede haber otro proceso de subasta? Sí, puede. 
Nosotros elegimos este esquema porque creímos que era el que mejor defendía el activo con el que 
nos cobramos la deuda garantizada. Esa es nuestra opinión y, desde el punto de vista económico- 
financiero, creo que es la mejor forma. 


Por otra parte, quiero hacer referencia a algo que decía el señor Senador Viera. En la 
exposición de motivos y en las intervenciones realizadas para fundamentar la existencia de esta ley por 
parte del Poder Ejecutivo en esta Comisión, no hay nada que pueda ser atribuible a algo que no sea 
una quiebra bien fundada. Esa es nuestra opinión. Por tanto, las razones que llevan a la quiebra de 
Pluna son las que ya he expresado y ninguna de ellas puede hacer pensar, ni por el más mínimo 
atisbo, que existe la posibilidad de una quiebra fraudulenta. Quiero que quede claro que ni en la 
exposición de motivos ni en las fundamentaciones realizadas por ninguno de los miembros del Poder 
Ejecutivo hay la más mínima presunción de que eso es así. 


En cuanto a los aspectos vinculados a preguntas que quedaron sin responder, quiero decir 
que Pluna S.A. contrató el asesoramiento jurídico del doctor Ricardo Olivera García, quien trabajó en 
conjunto con un extenso y nutrido grupo de profesionales de los Ministerios de Transporte y Obras 
Públicas y de Economía y Finanzas, así como con miembros de otras dependencias del Gobierno que 
necesitábamos consultar para la elaboración de este proyecto de ley. Entendíamos que la experiencia 
de este profesional en materia concursal y en Derecho Comercial era un ingrediente relevante de 
nuestra parte para asegurar la calidad de la norma que íbamos a someter a consideración del 
Parlamento. Verdaderamente, no entiendo que pueda ser cuestionada la opción de elegir a un 
profesional de reconocida capacidad y de gran solvencia en materia procesal. Si esto plantea un 
problema ético o moral, ello escapa a lo que es la actitud con la que se procedió a la contratación del 
doctor Olivera García. 


Quisiera decir, además, que el doctor Cerisola fue contratado por el Gobierno -a través de un 
contrato externo de Pluna Ente Autónomo- para asesorar específicamente en las contingencias en 
Brasil. Estos son los hechos. Nosotros no mencionamos la contratación de nadie más. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Se trata de un contrato externo de 
Pluna Ente Autónomo con honorario regular según horas efectivas de trabajo, en el que se estuvo 
haciendo acopio de información durante unos meses. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Permítaseme manejar una información adicional. 
Como al mismo tiempo el doctor Cerisola tiene como cliente a alguien que en el momento del concurso 
está afectado, ese aspecto nos lo hizo saber el mismo doctor Cerisola, porque a él le ocasionaba un 
problema. Vuelvo a decir que el doctor Cerisola fue contratado específicamente para atender algo 
sobre lo que necesitábamos asesoramiento, dados los datos que nos proveyeron dos importantes 
estudios jurídicos brasileños referentes a esas contingencias. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Además, se contactó con el estudio 
brasileño de Veirano Advogados. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A continuación, me gustaría hacer algunas 
precisiones que son ratificatorias de lo que fueron nuestras expresiones -las mías en particular- ante la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado cuando comparecimos hace algunas semanas. 


En ese momento dijimos -por tanto, es constatable y no representa una novedad- que 
habíamos acordado el despido del señor Campiani y que se le iba a indemnizar por lo que establecen 
las leyes laborales uruguayas. Recuerdo que una vez que manifestamos esto, se nos preguntó cuál iba 
a ser la cifra, a lo que respondimos que no la sabíamos; además, una vez calculados los créditos 
laborales, eso pasa a ser una obligación con una persona que se desvincula laboralmente de una 
situación de trabajador dependiente. No tengo conocimiento acerca de cuál es la cifra exacta, pero 
ratifico el contenido y la expresión, en todos sus términos, de lo que fue nuestra comparecencia ante la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado. También dijimos -y lo ratifico en este momento- 
que la indemnización al señor Álvarez Demalde fue cero porque no era trabajador dependiente de la 
empresa sino que, en tanto integrante del Directorio, tenía algunas atribuciones delegadas. Su 
desvinculación y renuncia al Directorio ocurrió normalmente y sin obligaciones laborales. En el caso del 
señor Campiani, la situación fue distinta. 


Vuelvo a decir que más allá de la simpatía o antipatía que pueda provocar cada una de estas 
cuestiones, estos son los hechos y las obligaciones que la empresa tenía que asumir en el momento 
en el que se debían tomar decisiones. 


Si se me permite, quiero ratificar un elemento adicional para que no queden dudas al 
respecto. Seguimos insistiendo en el hecho de que, al tratar de resarcirnos por pérdidas de 
instituciones públicas, no cambia ningún orden de preferencia en el concurso, aunque sí podemos decir 
que esa es nuestra opción de preferencia de recuperación. Más allá de que puedan existir otras, no se 
trata de discutir sobre preferencias sino sobre la actitud con la que se prioriza por parte del Estado la 
recuperación de determinadas situaciones, en el entendido de que la mejor forma de defender el 
interés general es tratando de evitar pérdidas al erario. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a tratar de retomar lo que veníamos expresando. 


Creo que volver o no acerca de la súmula puede resultar un poco tedioso; por lo tanto, sería 
bueno aclarar cuál fue el estado mental con que salimos el jueves de la reunión con los señores 
Ministros y con el que nos encontramos el viernes y el sábado. 


Cuando se nos dijo que hay un riesgo inminente de tener que abonar US$ 3.500:000.000 y 
enfrentar 7.000 juicios, obviamente que respondimos que íbamos a trabajar por el país, al que siempre 
hay que poner primero. Cuando se nos dijeron las cosas que se nos dijeron -no quiero entrar en una 
nueva polémica con el señor Ministro de Economía y Finanzas- chequeamos una empresa que tenía 
hasta hace muy poco como Gerente General a un exMinistro del Gobierno anterior -me refiero al señor 
Lepra, a quien todo esto le tendría que dar un buen vínculo con este Gobierno porque integra el mismo 
partido político- y nos encontramos con que la súmula era del año 2003. Obviamente, esto nos llamó la 
atención porque, estando Pluna en una situación de ¡liquidez absoluta como la que enfrentaba, 
teniendo que ir a la quiebra y constatando que había sido un mal negocio el que había hecho el Estado 
uruguayo en el 2007 -eso ya no lo discute nadie- de pronto había aparecido un elemento que parecía 
ser el causante de todos los males: un señor que nunca se identificó, pero que es conocido 
popularmente como “el duende”, o el señor Fuentes, había salido a la prensa a decir que la culpa de 
esto era del acuerdo con Varig. En realidad, nuestro deber es llegar al fondo de la cuestión porque 
nosotros analizamos responsabilidades políticas. Si bien el acuerdo de 1994 no tuvo lugar durante el 
Gobierno de nuestro partido, creemos que fue acertado y bien hecho porque la súmula que realmente 
existía era de 1985 y claramente decía que si una persona no había sido demandada, no podía volver 
a serlo por conjunto económico. O sea que los que hicieron el due dilligence y trabajaron desde el 
Gobierno en 1994, lo hicieron bien porque actuaron según la interpretación del Derecho vigente en ese 
entonces. ¿Cuándo cambió esta situación? El cambio se produjo en el 2003 cuando el Tribunal 
Superior de Trabajo de Brasil dictó nueva súmula dejando sin efecto la de 1985 y sin establecer una 
nueva, lo cual creo que es importante. ¿Quiénes estuvieron mal? Los que en el año 2006 se hicieron 
del 49% de las acciones de Varig y firmaron una cláusula de indemnidad -parece que es común firmar 
este tipo de cláusula- hacia Varig, sus empleados y los integrantes del conjunto económico, 


manifestando que asumían el deber de que ante cualquier reclamo, los tenían que defender, responder 
y no repetir contra ellos. 


Entonces, si queremos hablar de responsabilidades, claramente deberíamos remontarnos al 
año 2006. La situación se repitió en el 2007 porque, cuando se hizo el negocio con el señor Campiani, 
el Estado uruguayo expresamente estableció una cláusula que se reitera en todos los informes de los 
auditores, por los cuales se hace cargo de cualquier reclamo de los empleados o exempleados de 
Varig contra Pluna, etcétera. Eso es muy claro; lo que nos llamó la atención -lamentamos que el señor 
Ministro de Economía y Finanzas no esté presente en Sala en este momento- fue que se dejara sin 
efecto la súmula de 1985 y que este hecho quedara como responsable de este caos porque, en 
definitiva, creemos que la responsabilidad pasa claramente por la mala administración del señor 
Campiani. 


La contingencia de los juicios laborales de Varig estaba explícitamente informada y deslindada 
en todos los estados contables auditados, o sea que era un evento asumido exclusivamente por el 
Estado uruguayo. Dejando de lado eso, obviamente que por respeto, uno no habla ni hace 
valoraciones públicas de las cosas hasta que otro hace una valoración pública. Sin duda nosotros 
queremos colaborar, pero no queremos que nos carguen con responsabilidades que no tenemos. 
Reiteramos que queremos aportar y ayudar. 


Creemos que el Poder Ejecutivo va a cometer un error con la aprobación de este proyecto de 
ley porque tiene algunos errores conceptuales muy importantes desde el punto de vista jurídico. Voy al 
primero de ellos; tenemos entendido -si no es así, les pido que nos lo digan- que el titular de la garantía 
hipotecaria sobre los aviones es Pluna Ente Autónomo. Desde las enseñanzas de Gamarra y Frigerio 
en la Cátedra de Derecho Civil de la Facultad de Derecho, se distingue el contrato de garantía del 
contrato principal de deuda y de crédito, y el contrato de garantía del título de propiedad. Son dos 
cosas distintas. Algunos confunden lo que es el crédito con la garantía real, porque a veces la gente 
dice “debo una hipoteca” o “debo una prenda”. Pero no es así; ellos deben dinero que está garantizado 
por una prenda o por una hipoteca. Y el error que uno ve en este proyecto de ley es que se dice que se 
va a constituir un fideicomiso al que se va a transferir la propiedad de unos bienes, cuando la venta de 
la cosa hipotecada es válida, está permitida en el Derecho uruguayo. Entonces, si bien en el contrato 
de hipoteca debe haber una cláusula seguro que prohíbe la venta de los aviones hasta tanto no se 
haya cancelado la obligación -como clásicamente se incluye en todos los contratos de hipoteca- si 
establecemos por ley que puede transferirse, esa ley puede más que el contrato entre las partes y, por 
ende, sí puede transferirse. Pero estamos transfiriendo bienes hipotecados y más adelante decimos 
que se van a ejecutar extrajudicialmente. Uno se pregunta ¿por quién? Por el fideicomiso; y el 
fideicomiso no es Pluna Ente Autónomo, titular del crédito y de la hipoteca. 


Entonces, de acuerdo con este desarrollo de la ley, lo que se va a rematar extrajudicialmente 
son los bienes con la hipoteca. Por tanto, estamos consagrando un remate extrajudicial en el que nadie 
va a comprar porque hay que comprar unos aviones hipotecados con un crédito de US$ 135:000.000, a 
lo que creo hay que agregar los intereses. Además, según nuestra información, son aviones que tienen 
un problema de mantenimiento que ahora el Estado va a asumir. Entre otras cosas, por ejemplo, les 
cambiaron los forros de los asientos y les pusieron otros que no son contra fuego, o los pintaron por 
fuera con material no ígneo; quiere decir que se trata de un mantenimiento importante. 


SEÑOR VIERA.- Según tengo entendido, uno de los aviones está parado porque requiere un 
mantenimiento que cuesta decenas de miles de dólares. 


SEÑOR BORDABERRY.- Millones de dólares, señor Senador. 
SEÑOR VIERA.- Hay uno que está en Punta del Este que perdió una tapa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Según está redactada esta norma en el artículo 1%, lo que va a suceder es 
que van a rematarse los aviones hipotecados con la hipoteca. Creo que nadie va a comprar. Con una 
base de US$ 135:000.000, ¿quién va a comprar aviones hipotecados por esa cifra? Es imposible. De 
esta manera se está consagrando ir directamente por el otro camino, es decir, negociar los bienes 


directamente y sin control por parte del Poder Ejecutivo -según lo establece el artículo 4*- sin garantía y 
sin remate. Sin duda, lo que va a ocurrir es que, al estar rematando bienes hipotecados por un valor de 
US$ 135:000.000, no va a haber oferentes y van a ir directamente a la venta. 


Hago estos comentarios desde el punto de vista conceptual jurídico. Además, me animaría a 
hacer otra apreciación que me parece importante. Pienso que esta ley ha complicado 
innecesariamente una solución, y va a ser una puerta para que impugnen una cantidad de acreedores. 
A mi juicio, este proyecto de ley tendría que apuntar hacia dos objetivos. El primero sería acelerar el 
proceso de ejecución, es decir que Pluna Ente Autónomo pudiera ejecutar la hipoteca rápidamente -es 
lo único que tendría que hacer en sesenta días- y el segundo objetivo sería atender la situación de los 
trabajadores. En lo personal, creo que es justo para ellos, pero injusto para todos los otros trabajadores 
del Uruguay a quienes hoy no se les paga ese complemento. ¡Y vaya si hay trabajadores que están en 
una situación complicada! 


Ayer, en el Senado aprobamos una extensión del seguro de desempleo a los trabajadores de 
la excurtiembre El Águila en Florida. Ellos sí la sufren, ellos sí son diez mil pesistas y a ellos sí se les 
aplican estas situaciones. Sin embargo, estos otros no son diez mil pesistas. Y como el Partido 
Colorado siempre está del lado de los débiles y es el escudo de los débiles, entiende que primero hay 
que pensar en los que menos tienen. Entiendo la situación de los trabajadores de Pluna, me alegro de 
que el Poder Ejecutivo tenga recursos para atender su situación y pagarles el complemento, pero me 
llama la atención que no lo disponga para quienes lo necesitan mucho más. 


Lo último que quiero decir, que me parece importante, es que en algún momento hay que 
hablar de conectividad aérea y de política aeronáutica. Y aquí estamos cometiendo el error que hace 
setenta años se viene cometiendo en el país. Mediante esta solución nuevamente le vamos a dar un 
monopolio a una nueva empresa con el pensamiento de que va a comprar los siete aviones más otros 
seis, y le vamos a dar todas las frecuencias. Entonces, otra vez -al igual que cuando Pluna pertenecía 
al Estado en un cien por ciento- no se va a dedicar a ser mejor, sino a evitar que otros entren en las 
frecuencias. Va a ocurrir lo mismo que sucedió cuando Pluna estaba asociada con Varig: se van a 
dedicar a que otros no entren en las frecuencias en lugar de ser mejores, porque les aseguramos el 
coto de caza a nivel comercial. A su vez, van a hacer lo mismo que ha hecho el señor Campiani en 
Leadgate, es decir, asegurarse de que no entren nuevos jugadores para no tener competencia y, 
entonces, seguimos dependiendo de una sola empresa. Dada la experiencia que hay en materia 
aeronáutica, creo que el país no debería volver a depender de una sola empresa en sus frecuencias, 
sino de dos o de tres, porque de esa forma asegura que si una empresa cae o le va mal, siempre hay 
dos más que pueden asumirlas. Creo que es un error ir a un monopolio de nuestras frecuencias y que, 
por lo menos, tendríamos que ir a un mercado regulado. Esa es la experiencia que ha tenido éxito en el 
Uruguay. 


Es cuanto tengo que decir. 
SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Quisiera hacer una referencia. 


Nosotros establecimos un mecanismo que va a ser transparente. Yo no tengo la bola de cristal 
para saber lo que va a pasar. Tampoco voy a decir lo que creo ni lo que deseo porque la realidad a 
veces supera las especulaciones y nuestros deseos. Además, de qué sirve que yo especule con cuál 
va a ser el final de esta situación cuando, de aprobarse la ley, esto va a ocurrir en unos días y el 
misterio se va a develar. Ahora bien, si alguien cree que estamos trabajando en una dirección única, 
se equivoca, porque en realidad, cuando Pluna estaba funcionando, ya había dos empresas de 
bandera nacional y una tercera que estaba certificando esa bandera; esta situación sigue ocurriendo y 
ya está en la fase final del proceso de certificación. Nosotros estamos convencidos de que el 
mecanismo es atractivo, no solo para los jugadores que hoy están en la región, sino también para 
otros, que ojalá eventualmente pujen. Acá se está perdiendo de vista que la posibilidad de tener una 
empresa aérea que pueda empezar a funcionar y ponerse a trabajar prácticamente al día siguiente, 
con aviones, tripulaciones, etcétera, es un llamador muy importante para cualquier jugador. Yo no voy a 
explicar ni a informar, porque se trata de preguntas y del interés que han manifestado distintos 
jugadores de la región -por lo tanto, me parece que esto no es en vano- pero nadie pretenda 


interpretar que vamos en una dirección predeterminada, porque hubiéramos elegido otro camino 
totalmente distinto. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quisiera hacer una pregunta y una reflexión porque el señor Senador 
Bordaberry hizo una serie de comentarios sobre lo que puede pasar, que me parece son de recibo. A 
su vez, también hubo observaciones por parte del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas 
acerca de lo que no se puede prever; nadie dice que no, pero lo cierto es que hemos tenido 
experiencias varias y todos debemos aprender de ellas. No quiero empezar a buscar culpables porque 
dentro de los códigos también está mirar hacia adelante para ver cómo podemos hacer para no 
tropezar nuevamente con la misma piedra. Es indudable que hay una conclusión muy clara: si esto 
hubiera sido del señor Campiani, no estábamos reunidos acá. Si se fundía el señor Campiani, 
diríamos, ¡se fundió el señor Campiani! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro al señor Senador Heber que estaba anotado para hacer uso de la 
palabra el señor Representante Posada, por lo que le solicito que se remita a su pregunta. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: estoy hablando en función de lo que ha dicho el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, porque me parece que a la hora de mirar hacia adelante tendremos que 
ver muy bien las responsabilidades y lo que los uruguayos hemos puesto en Pluna a lo largo de todos 
estos años. Debemos hacer esa reflexión. Por supuesto que vamos a seguir discutiendo sobre cómo 
se administró todo esto, pero también creo que debemos mirar hacia adelante con el fin de decir: “¡No 
sigamos cometiendo el mismo error, porque ese error nos ha costado mucho a todos los uruguayos!” 


Es en ese sentido que quería plantear una reflexión y me parecen muy bienvenidas algunas 
ideas que nos puedan llevar a no repetir lo mismo. 


Es cuanto me importaba decir. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Aprovecho para mencionar algo que 
se planteó y es que no atribuimos responsabilidad alguna a nadie acerca de nada, no lo hicimos; 
tráiganme una sola expresión pública donde hayamos dicho: “Esto es culpa de”. Asumimos la 
responsabilidad. Esta es la realidad que tenemos. 


Estoy de acuerdo con el señor Senador Heber, pero eso no quiere decir que no discutamos. 
Estamos abiertos a discutir todo porque quizá hasta haya algún campo de actuación común. Por eso 
es que soy muy modesto y muy humilde en cuanto a no adelantarme a lo que va a pasar. Tan humildes 
hemos sido que prevemos la posibilidad de que a la subasta no concurra nadie; es algo que también 
puede ocurrir; pero en la medida de lo posible tratamos de prever esa situación. 


Créanme que estamos en un momento doloroso; no venimos acá muy contentos con esto. 
Sinceramente quiero decir que no hubiera deseado esto sino otra cosa, pero la realidad va más allá de 
los deseos. Sin embargo, quiero prevenir que no estamos direccionados para nadie y por supuesto que 
estamos dispuestos a aprender de todo lo que pasó; de lo que vivimos nosotros y otros también. Eso 
es algo necesario porque lo que está en juego son todos los uruguayos, que son los que disfrutan de 
nuestros aciertos y pagan nuestros errores. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Me gustaría hacer un ensayo de respuesta, no 
jurídica sino conceptual, a lo que el señor Senador Bordaberry decía con respecto al tema de los 
activos y los pasivos que están involucrados, es decir, los activos que están en garantía a raíz de un 
crédito que el Estado tiene con Scotiabank. Debido a que nuestra área de especialidad no es la 
jurídica, nos remitimos al objetivo que tiene el Gobierno y que entendemos está materializado en el 
proyecto de ley. De todas formas, si no fuera así, nos avenimos a una redacción y a una formulación 
que lo haga mejor, porque no tenemos la verdad en un puño; simplemente hacemos un aporte que 
intenta resolver un problema y siempre es posible que alguien tenga mejores ideas que nosotros. 


El objetivo es el siguiente: que los siete aviones que están en garantía se puedan subastar 
libres de toda vinculación con la garantía. Para ello el Estado hace lo que debe, o sea, asumir la 


garantía, y Pluna Ente Autónomo, reclamándole a Rentas Generales, tendrá que hacerse cargo de 
ella. Ese es el objetivo. La única forma de concretar lo que queremos hacer es separar las siete 
unidades que son un activo de la garantía. Nosotros creemos que el proyecto de ley hace esto, aunque 
probablemente haya sutilezas o aspectos delicados desde el punto de vista de jurídico que tienen que 
ver con los actores, porque se trata del Poder Ejecutivo, del Estado y de Pluna Ente Autónomo. Reitero 
que son sutilezas jurídicas, pero creo que el trabajo de la Comisión y el expertise como elaboradores 
de normas que tienen los integrantes del Parlamento le van a agregar valor al trabajo que hemos 
presentado. 


Este es el espíritu con que nos hemos plantado sobre esta primera parte. 


SEÑOR ABREU.- Vuelvo a insistir porque tengo alguna duda. El señor Senador Bordaberry 
mencionaba el título y la garantía; la garantía es real, ya que se trata de una hipoteca sobre 
determinados bienes. ¿Quién es el titular de esa hipoteca? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Pluna Ente Autónomo, señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- En consecuencia, para que Pluna Ente Autónomo pueda cobrar deberá ejecutar esa 
garantía. Reitero: la garantía la ejecuta Pluna Ente Autónomo. ¿A través de qué? Por medio de un 
remate. Seguramente el Estado pondrá la plata para poder comprar esto y después de eso está 
previsto que  -como dice la ley- se haga la transferencia de estos bienes al fideicomiso -aquí hay un 
tema jurídico que veremos después- que crea el Poder Ejecutivo. ¿Es así el procedimiento? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- Si el señor Presidente lo permite, quisiera ceder el 
uso de la palabra al doctor Álvarez para responder esa interrogante. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Debo confesar que ha sido un tema complejo, pero quiero esclarecer algo como 
punto de partida. El análisis jurídico que acaba de hacer el señor Senador Bordaberry acerca de lo que 
es una hipoteca y cómo la garantía real sigue a la cosa es correcto desde el punto de vista técnico y lo 
comparto. Dicho de otra manera, probablemente en una situación lineal, el análisis se ajusta a lo 
correcto. Ahora bien, lo que el señor Ministro trata de expresar es que, en el error o en el acierto, en 
este proyecto de ley se recogió la idea de que si bien la hipoteca sigue a la cosa, en tanto la garantía 
soberana del Estado es subsidiaria de la hipoteca de Pluna, esa hipoteca sea una moneda de 
negociación, una moneda de cambio, de forma tal que pueda ser usada a la hora de la subasta. Ese es 
el objetivo. Repito: el punto de partida es adecuado. 


La ejecución de la hipoteca es extrajudicial. Por tanto, va a haber un potencial comprador que 
va a ofrecer un precio. Si ese precio satisface el préstamo original, se logra el objetivo óptimo, o sea, 
se abona el préstamo y cae la hipoteca. Es una consecuencia lógica. Ahora bien, en mi condición de 
técnico abogado no puedo responder, como dijo el señor Ministro de Transporte, qué puede pasar 
desde el punto de vista de las opciones que ofrecerá el mercado. 


SEÑOR ABREU.- Perdón, ¿quién es el que va a ejecutar? ¿Quién es el actor? 
SEÑOR ÁLVAREZ.- No hay un actor. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Disculpen, señores Legisladores, pero por la vía de los hechos volvemos a las 
interrupciones. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- Voy a realizar un planteo que no tiene que ver con 
este tema sino con un comentario que surge a partir de intervenciones hechas por diversos señores 
Senadores. 


Los representantes del Estado en Pluna Ente Autónomo se han interesado por la situación de 
la empresa y han estado atentos a cualquier contingencia, por si estas eventualmente pudieran recaer 
sobre el Estado. Los tres integrantes del Directorio lógicamente están involucrados y han trabajado 


diligentemente, a mi entender, con intensa dedicación, tratando de defender el interés del Estado. El 
hecho de que se hayan contratado estudios en Brasil que nos pudieran ilustrar e informar acerca de lo 
que podrían ser esas contingencias me parece que muestra a las claras la preocupación con la que se 
mira y se defiende el interés del Estado uruguayo. Esto tiene que quedar debidamente claro. 


Ahora bien, si la empresa no estuviera en situación de insolvencia ni de cesación de pagos, 
esos estudios serían para informar acerca de las contingencias y nada más. Que quede claro: se trata 
de sacar del medio la discusión sobre la causa de la quiebra vinculada a esas contingencias. La causa 
es la insolvencia y la cesación de pagos de la empresa. Por supuesto que en el diseño de la solución 
jurídica, como integrantes del Gobierno uruguayo -cada uno en su función- tenemos que tratar de 
encontrar una solución que minimice los costos para la sociedad uruguaya. Eso es para nosotros este 
proyecto, y esa es la decisión que toma el Directorio del Ente Autónomo al solicitar el concurso. Quiero 
dejar claro que el hecho de que hayamos acumulado información y que tengamos conocimiento de que 
había, hay o podría haber determinadas contingencias ha sido una tema de permanente preocupación. 
Incluso, dispongo de las versiones taquigráficas de comparecencias del período anterior y en este, en 
las cuales consta que se habla de estas contingencias. Entonces, a la hora de encontrar una solución a 
un problema muy grave que está planteado con la situación patrimonial y de liquidez de esta empresa, 
como es lógico desde el punto de vista del interés general se ponen sobre la mesa los elementos 
fácticos y todas las contingencias que están detrás de esto. Cada uno tiene el derecho de interpretar 
los hechos y los acontecimientos que se generan y de ponerles más o menos peso. Pero nosotros no 
concurrimos a esta oportunidad ni a ninguna reunión reservada con otro propósito que no sea el de 
informar -quizás los conocimientos jurídicos de cada uno de nosotros nos puedan limitar en lo que se 
refiere a la precisión con que hacemos las cosas- y sensibilizar para que podamos salir de la mejor 
manera posible de esta situación. Obviamente, esto no implica que nosotros pensemos que la solución 
jurídica plasmada en el proyecto sea la más perfecta posible; es más, alguien nos dijo, con razón, que 
siempre se puede pensar en una norma mejor. El problema es que necesitamos una norma buena y 
rápida porque tenemos que salir a jugar rápidamente para atenuar los costos y las pérdidas que 
podrían afectar a la masa de acreedores y, potencialmente, al Estado. Esa es la fundamentación y esa 
es la forma en que el Poder Ejecutivo participa de esta reunión. Por ese motivo no hicimos otra cosa 
que concentrarnos -salvo alguna intervención interpretativa sobre determinadas situaciones- en la 
exposición de motivos, en el articulado y en su fundamentación, sin pretender tener la razón ni estar 
proponiéndoles la norma más perfecta que se podría elaborar para solucionar los problemas 
planteados. Esta es nuestra opción; este es nuestro camino. Sí nos hacemos cargo de este proyecto; 
lo mínimo que podemos hacer es responsabilizarnos de este proyecto y sus consecuencias. En el caso 
de que no funcione será nuestra responsabilidad, porque hemos enviado al Parlamento un proyecto 
que estamos convencidos que funcionará. Ahora bien, aspiramos a que en la tramitación parlamentaria 
la iniciativa mejore, lógicamente. 


SEÑOR POSADA.- Quiero dejar una constancia: algunos no somos integrantes de esta Comisión, sino 
que estamos participando como delegados de la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras 
Públicas de la Cámara de Representantes, porque se ha señalado que este tema debe ser tratado con 
premura a efectos de su aprobación. La situación nos parece irregular. Creemos que este tema debería 
recibir el tratamiento respectivo en cada una de las Cámaras, pues es particularmente delicado. 


Realizada esta constancia, quiero señalar por qué estamos acá. Estamos acá porque la 
participación del Estado en un negocio, en el marco de una asociación con una empresa privada, ha 
sido ruinosa. En su momento ese negocio había generado determinadas expectativas, determinados 
compromisos, que en definitiva no se cumplieron. La realidad de los hechos es que este negocio 
ruinoso determina que hoy el Poder Ejecutivo plantee este proyecto de ley a efectos de buscar una 
solución que minimice los costos que asume la sociedad. Nosotros compartimos esa visión, porque 
minimizar los costos que asume la sociedad, en definitiva, significa que el Estado tiene posibilidad de 
resarcirse de esas obligaciones o pérdidas que se han generado con el trancurso del tiempo. Desde 
ese punto de vista, en lo que refiere al Partido Independiente, para nosotros primero está el país, o sea 
que estamos en un actitud de favorecer la mejor solución posible para que el Estado pueda tener un 
instrumento que le permita recuperar parte de las pérdidas que ha tenido en esta operación. 


También desde ese punto de vista compartimos las observaciones realizadas por el señor 
Senador Bordaberry, pues nos parece que acá no se perfecciona la situación, y dado que Pluna Ente 
Autónomo es el titular de esa garantía real, previamente debiera autorizarse en la misma ley que se 


transfieran los derechos y las obligaciones al Poder Ejecutivo -es decir, al Gobierno central- de forma 
tal que este pueda actuar de acuerdo a lo que se plantea en el artículo 1? del proyecto de ley. Nos 
parece que ese es un paso previo porque no se puede constituir un fideicomiso con un bien que, en 
todo caso, no pertenece al Poder Ejecutivo. Notoriamente hay que dar ese paso previo para que 
después sí se pueda constituir el fideicomiso. 


En principio manifestamos nuestro acuerdo con los otros aspectos que están establecidos en 
el proyecto de ley. Nos parece inteligente la idea de generar una línea aérea privada que pueda, entre 
otras cosas, mantener la conectividad y minimizar los costos sociales inherentes a esta situación de 
liquidación. Indudablemente, esos costos sociales son cuantiosos, por lo que habrá que habilitar una 
compañía aérea que pueda tomar a la mayoría de los trabajadores de Pluna S.A. 


Nosotros tenemos una gran reserva y nos parece sustancial el inciso primero del artículo 4* 
porque se abre una posibilidad de negociación directa; en todo caso, si hay un solo interesado 
seguramente va a preferir esta vía y no la de la subasta. En ese sentido, creo que la ley termina 
teniendo una debilidad porque está anunciando la jugada siguiente que va a hacer el Estado. El Estado 
va por la subasta, pero si esta fracasa está dispuesto a negociar. De hecho, estamos anticipando lo 
que vamos a hacer en una negociación y me parece que, desde el punto de vista de la estrategia que 
debe seguir el Estado uruguayo, eso no es positivo. 


Por otra parte, considero fundamental que no se incluya el inciso segundo del artículo 4* 
porque deja habilitada la posibilidad de que el Estado vuelva a participar en una empresa privada en 
forma minoritaria. Esa ha sido una de las situaciones que nos han dejado -por decirlo de alguna 
manera- “quemados con leche”. Me parece que esa situación no debe estar prevista en la ley en 
ningún caso. Tiene que haber posibilidades de que una empresa privada se constituya comprando 
estos aviones y asuma los riesgos en una operación de esa naturaleza, ya que, sin duda, esto tiene 
atractivos. Si bien estamos hablando de las frecuencias de una línea aérea que hasta hace unos días 
estaba operando aunque arrastraba una situación deficitaria, creo que puede tener atractivos desde el 
punto de vista de una inversión de carácter privado. Por lo tanto, quien acepte esa situación deberá 
asumir riesgos; ciertamente, el Partido Independiente cree que en ningún caso el Estado puede dejar 
prevista su participación. Para nosotros esa es una puerta que debe quedar cerrada; no podemos tener 
más experiencias de esa naturaleza que han dejado cuantiosas pérdidas para el Estado uruguayo. 
Tenemos que cerrar definitivamente esa puerta. Si acá hay capital privado dispuesto a invertir en una 
línea aérea, habilitemos el mecanismo para que esa situación se produzca. Pero si no hay interés 
privado, si no hay capital de riesgo dispuesto a asumir una situación de esta naturaleza, me parece que 
tenemos que buscar la salida por otro lado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entiendo y comparto en buena medida gran parte 
de las líneas argumentales que tratan de perfeccionar la solución que se plantea en el artículo 4%. En 
primer lugar, quiero aclarar que la motivación de esta disposición es separar el proceso en dos etapas. 
A nuestro entender, el objetivo es tratar de defender en la base de la subasta el crédito garantizado por 
el Estado. La idea es que, por lo menos, el que participa en la subasta pague lo que el Estado debe y, 
de ese modo, no haya que plantear una erogación. Justamente el artículo 4” trata de abrir una puerta 
de salida ante esa situación. 


Un segundo mecanismo que estamos dispuestos a estudiar es eliminar el artículo 4% o 
formularlo de otra manera, pero esta solución implica hacer una valoración política muy importante. 
Concretamente, la idea es instalar un procedimiento de subasta a la baja, con una base que arranque 
en US$ 500:000.000. En ese caso, el Parlamento elimina el artículo 4%, pero se materializa por 
decisión legal la pérdida que el Estado llegue a tener como resultado de la subasta. Ya hemos 
contemplado esta alternativa y, si los señores Legisladores creen que subastar a la baja es una 
solución, para nosotros queda perfeccionado un instrumento que cierra de óptima manera la situación 
que pretende resolver el artículo 4% de una forma más complicada. Un proceso de subasta a la baja 
soluciona el problema y se establece en la ley cuál es la pérdida pública. Sinceramente, no quisimos 
plantear esta alternativa porque creímos que ese proceso de subasta iba a condensar la discusión 
acerca de cuál es la magnitud eventual de la pérdida. 


Insisto en que, en aras de lo que nosotros priorizamos, que es encontrar bases de 
entendimiento y consensos amplios para llevar adelante esta difícil situación que atraviesa nuestra 
aeronavegación en estos momentos, estaríamos dispuestos a considerar una alternativa que 
perfeccione los otros aspectos jurídicos que ya fueron mencionados y están vinculados a las garantías 
reales y a otros aspectos que requieren tecnicismo y la mayor fineza posible desde el punto de vista 
jurídico. Al mismo tiempo, estaríamos instaurando un proceso de subasta a la baja que resuelva el 
problema. Aclaro que no quisimos incluir esta opción porque implicaba discutir sobre la eventual 
pérdida como un aspecto inherente al proceso de subasta. Reitero que estamos dispuestos a cambiar 
el mecanismo en dos etapas por uno de una sola etapa. Con respecto al adquirente de los aviones, 
queda una cuestión por resolver. Si eliminamos el artículo 4%, no sabemos si esos aviones van a volar 
aquí y, si no lo hacen, los perdemos. Nosotros intentamos disociar esto de la quiebra a través de los 
artículos 1* y 22. 


Sinceramente, diría que las dos cosas a valorar son las siguientes: eliminar el artículo 4* y 
asumir el riesgo de que esos aviones puedan no volar en aerolínea de bandera uruguaya. No podemos 
poner en el artículo 1% ni en el 2% nada que cercene derechos de los acreedores. Si nosotros 
incluyéramos la condición de que esos aviones vuelen en aerolínea de bandera nacional en el artículo 
1%, estaríamos cercenando y lesionando los derechos de la quiebra; ese es el problema técnico. Por 
eso elegimos el segundo camino, pero esa es una decisión que implica asumir que puede haber 
reclamos. Si se intenta asegurar que existe la obligación de que los aviones vuelen en aerolínea de 
bandera nacional, sabemos que estamos expuestos a otro tipo de reclamación vinculada a la quiebra. 
Ese es el punto; nosotros valoramos que ese era un riesgo innecesario e inconveniente. Eso nos llevó 
a preferir este camino, aunque conocíamos su imperfección desde un principio. No es una buena 
solución; nos hubiera gustado no tener que poner estos dos elementos en la balanza. Lo hicimos por 
vías separadas, dejando a resguardo el concurso y tomando este segundo camino. Esa fue la opción 
del Gobierno. 


SEÑOR POSADA.- La explicación brindada por el señor Ministro de Economía y Finanzas nos 
convence aún más de que la solución establecida en el artículo 4% es inconveniente. Realmente, creo 
que la posibilidad de una subasta a la baja -estableciendo un precio mínimo- es mucho más 
transparente que cualquier otra solución en una negociación donde, además, nuevamente se prevé la 
participación del Estado. Desde ese punto de vista, esto debería ser valorado especialmente porque es 
una alternativa viable; otra posibilidad es que la situación posterior se valore después de que ocurran 
los hechos. Como estrategia me parece grave que nos anticipemos a lo que va a pasar, porque si hay 
un solo oferente, notoriamente este preferirá la negociación directa con el Estado, y ni que hablar que 
también va a preferir la participación del Estado. Con la actuación que el Estado acaba de tener en 
relación con Pluna S.A., es claro que ese oferente va a querer su participación. ¡Por favor! 


En ese sentido, creo que debemos ser muy claros: o bien la negociación se hace con 
posterioridad a que sucedan los hechos -la autorización debería darla el Poder Legislativo en otra 
instancia- o directamente elegimos la alternativa de la subasta a la baja planteada por el señor Ministro 
de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más señores Senadores anotados para hacer uso de la palabra, la 
Mesa considera que en la discusión general del proyecto de ley se han aportado elementos que 
ameritan que realicemos un cuarto intermedio para definir posiciones y corregir algunas redacciones. 


Aprovecho para informar que ha llegado a la Mesa una solicitud de audiencia por parte de los 
representantes de la Organización de Funcionarios de Pluna -OFP- y de la Asociación Civil de Pilotos 
de Línea Aérea (Acipla). 


La Mesa propone eximir a los señores Ministros y recibir, antes del cuarto intermedio, a estas 
dos delegaciones a efectos de tener más elementos a la hora de considerar el articulado del proyecto 
de ley. 


(Apoyados.) 


SEÑOR ABREU.- Antes de culminar, me gustaría referirme a algunos conceptos contenidos en el 
Derecho Aeronáutico. Uno de ellos es el de empresa nacional. A mi juicio, el hecho de que una 
empresa nacional tenga la bandera del país es totalmente indiferente. Es el caso, por ejemplo, de la 
empresa Aeroméxico, cuyo paquete accionario pertenece en un 100% a Citigroup. 


Otro de los conceptos es el alcance de las libertades que tenemos nosotros en el ámbito 
regional. Actualmente, en el transporte aéreo es muy importante conocer el alcance que tenemos. 
Cuando hablamos de ruta, nos referimos a la quinta y sexta libertades que Uruguay ha negociado a 
nivel regional. De alguna forma, esto ha disminuido su dimensión; ha dejado de ser una empresa de 
vuelo extracontinental, quedando reducida exclusivamente a los ámbitos regionales. Además, todos 
sabemos los problemas de cabotaje que tuvo. 


Espero que, a través del asesoramiento, podamos dar un impulso a la ley haciendo 
precisiones claras, sobre todo al decir que queremos que la empresa vuele con bandera nacional. 
Desde el punto de vista del Derecho Aeronáutico, ¿qué implica que la empresa vuele con bandera 
nacional? ¿Qué significa eso desde el punto de vista de la propiedad de las acciones de quienes van a 
comparecer en la subasta? A veces existe una confusión conceptual sobre el alcance de nuestro 
nacionalismo en estos temas. 


Por último quiero transmitir el concepto de transferencia que para nosotros, en realidad, es el 
concepto jurídico de enajenación. El modo de adquirir el dominio es otra cosa y se puede hacer a 
través de la accesión o la ocupación, pero la transferencia de la propiedad se realiza a través de una 
institución jurídica. 


Estas eran las dudas que deseaba dejar planteadas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los señores Ministros la información brindada. 


Si todos están de acuerdo, a continuación recibiremos a los representantes de los 
trabajadores y, luego de un cuarto intermedio de aproximadamente dos horas para que todos fijen sus 
posiciones, comenzaremos a considerar el articulado. 


(Se retiran de Sala los señores Ministros de Economía y Finanzas y de Transporte y Obras 
Públicas y sus asesores.) 


(Ingresan a Sala los representantes de los Sindicatos Acipla y OFP.) 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado tiene el agrado de recibir a los 
representantes de los Sindicatos de Pluna para dar su opinión respecto al proyecto de ley que estamos 
analizando. Es importante destacar que hemos invitado a los integrantes de la Comisión de Transporte, 
Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes a participar de esta sesión. 


SEÑOR MAZZILI.- Buenas tardes. Estoy aquí como Presidente del Sindicato de Pilotos de Pluna, 
Acipla, y me acompaña también el Presidente de la OFP, señor Iroldi. 


Básicamente venimos a plantear varios puntos concretos que entendemos quedan abiertos en 
este proyecto de ley, lo que implicaría un perjuicio para los trabajadores. 


En primer lugar, en esta iniciativa se establece que habrá una subasta de los aviones, pero no 
se dispone que las aeronaves deban permanecer en el Uruguay. Por tanto, si el día de mañana el 
oferente se lleva estos aviones, los funcionarios nos quedaríamos sin trabajo porque no tendríamos las 
herramientas para hacerlo. 


En segundo término, tenemos algunos comentarios para hacer con respecto a la creación de 
una bolsa de trabajo y, para referirse a este punto, me gustaría ceder el uso de la palabra al señor De 


los Santos. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Antes que nada, quisiera agradecer que nos hayan recibido y mencionar 
que represento al sindicato de Funcionarios de Pluna. 


El artículo 3% dispone que la empresa que se haga de las rutas y las frecuencias deberá 
incorporar trabajadores, pero no se le da el formato de bolsa de trabajo y eso es importante porque 
garantizaría que quien se quedara con las frecuencias y rutas que Pluna estaba operando y que hoy 
estén activas, al aumentarlas y seguir creciendo, pudiera continuar incorporando a nuestros 
trabajadores a su plantilla de funcionarios. Nosotros pretendemos que en ese artículo 3” se establezca 
claramente el formato de bolsa de trabajo para que, luego, por medio de la reglamentación se busque 
la forma de articularla, de modo que -sin importar el tiempo que pase- cuando la empresa necesite 
empleados, pueda recurrir a ella. Entendemos que si bien el artículo 3% habla de la incorporación de 
trabajadores, está muy limitada a la negociación actual respecto a la explotación de las rutas y 
frecuencias que tenía adjudicadas Pluna. En ese sentido, solicitamos que se modifique el artículo 3* y 
que se prevea la articulación de la bolsa de trabajo. 


En cuanto a los créditos laborales, el artículo 8” tiene varias puntas. Una de ellas es que si 
dejamos la creación de este fondo de adelanto de créditos laborales atada únicamente a aquellos 
compañeros que accedan al seguro por desempleo, no se tendría en cuenta que algunos funcionarios 
pueden tener doble trabajo o estar en otra situación, por la que dicho seguro no los ampara. En estos 
casos no se les estaría dando ninguna solución para que cobraran algo de ese fondo de adelanto de 
los créditos laborales. En síntesis, solicitamos que el manejo de ese fondo que se está creando no 
quede atado al seguro por desempleo y se garantice el cobro de los créditos laborales a los 
trabajadores. Hay que tener en cuenta que hay trabajadores que entienden que quizás no puedan 
ingresar a la nueva empresa y ser reubicados y, al menos, cobrando el crédito laboral podrían, por 
ejemplo, terminar de pagar una casa. Dentro de Pluna hay familias enteras y entendemos que 
garantizando el crédito laboral al menos estaríamos solucionando algunos de sus problemas. Para ello 
proponemos que en el artículo 8% no solo se especifique la garantía sino que, además, se suba la base 
de la subasta. Se dice que actualmente la base sería de US$ 135:000.000 y eso solamente 
comprendería la retención que tiene que hacer el Estado por la hipoteca que tiene a favor. Entendemos 
que si se sube la base en US$ 12:000.000 se cubrirían todos los créditos laborales, y así no solo se 
aseguraría a todos los exfuncionarios de Pluna el pago de dichos créditos sino que también el Estado 
recuperaría ese crédito que está dando por adelantado y que se está distribuyendo como complemento 
del seguro de paro. Quiero aclarar que esta fue una de las cosas que se hablaron con los Ministros de 
Economía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas en la reunión que mantuvimos. En esa ocasión 
ellos aseguraron el cobro del total de los créditos laborales a través de la subasta de los aviones, pero 
por otro lado nos ha llegado la versión de que el piso es de US$ 135:000.000, por lo que no estarían 
cubiertos. En consecuencia, entendemos que ese monto podría aumentarse en US$ 12:000.000, con lo 
que no solo se podría cubrir la totalidad de los créditos laborales, sino que eso también le daría 
garantías al Estado de recuperar ese dinero que hoy está poniendo para la creación de este fondo. 


Se está hablando de una bolsa de trabajo que nadie cuantificó y es como una condición, y se 
podría concluir -por algunas versiones que nos han llegado- que la obligación de tomar trabajadores 
que ya pertenecían a Pluna sería un peso para la nueva empresa. En realidad, hay que tener en 
cuenta que esta nueva empresa se va a ahorrar toda la capacitación del personal aeronáutico en un 
área muy técnica y específica para la cual no hay mucha preparación en el Uruguay, y esto no ha sido 
cuantificado. Por tanto, tener en cuenta la capacitación del personal de Pluna sería una forma de dar 
valor a esa bolsa de trabajo que no está cuantificada. 


SEÑOR MAZZILI.- Continuando con la línea de pensamiento de mi compañero, quiero destacar que 
nuestra especialización es tal, que -lo manifestamos ante los Ministerios- a los mecánicos, auxiliares y 
pilotos se nos vence la habilitación para continuar ejerciendo nuestra función. Se habló -está previsto 
en este proyecto de ley, pero no en forma clara- del mantenimiento de las aeronaves y se nos dijo que 
todo eso estaba incluido, pero nos parece que hay que especificarlo porque no queda claro. Si mañana 
pasamos cierto tiempo sin volar o sin ir al simulador -que es lo que nos habilita para mantenernos 
volando- se van a quedar sin pilotos, mecánicos y auxiliares y las aeronaves quedarán paradas, sin 
funcionar. Como bien decía el compañero, esto ya está todo pago; es un plus que se le está dando a 
la gente que entra. Se está comprando una aerolínea que en este momento está funcionando, pero si 


se deja pasar más tiempo va a empezar a caer, especialmente por el lado de los trabajadores, porque 
va a perder personal. 


Quiero señalar a los señores miembros de la Comisión que los pilotos hemos recibido ofertas 
-que estamos manejando a través del sindicato- de diferentes aerolíneas de Asia, África, Panamá y 
Chile. Queremos que esa mano de obra que costó muy cara -porque un curso de habilitación primario 
sale alrededor de 30.000 euros- se aproveche porque, si no, se va a perder. Pensamos que se 
debería subir un poco más la base, para retener y dar certeza a los trabajadores de que en este 
proceso van a cobrar los créditos laborales. Esto en cuanto al mantenimiento de la licencia y de los 
aviones. 


Otra cosa que queremos decir es que, tanto los pilotos como el personal de tierra somos 
conscientes de que queremos trabajar en una línea aérea uruguaya; queremos apoyar al país, pero 
teniendo en cuenta todo lo que se habla sobre la conectividad, miremos lo que pasó este fin de 
semana y lo que está pasando hoy. El Estado uruguayo permitió, a través de la Dinacia, a dos 
compañías -una uruguaya y otra semiuruguaya, la empresa Sol- liberar ciertas frecuencias para hacer 
el puente aéreo, y del lado argentino no lo autorizaron. Hoy por hoy, un pasaje de puente aéreo sale 
US$ 500. A nuestro criterio -ya lo manifestamos el otro día- también estamos perdiendo soberanía. 


Creemos que este proyecto tiene algunos huecos que, justamente, perjudican colateralmente 
a los trabajadores. No nos da plena certeza en cuanto a que, realmente, quien venga a comprar va a 
contratar a los exfuncionarios de Pluna, y queremos ser gráficos en esto. Puede venir una compañía 
con mucho dinero, comprar los aviones y, como no se establece que tiene que quedarse acá, llevarse 
los aviones, con lo que nosotros nos quedaríamos sin la fuente de trabajo; o sencillamente, se deja 
pasar el tiempo y en 180 días caen las líneas -que son del Estado- y a los 185 días viene alguien a 
decir que quiere las líneas y el Estado le expresa que tiene que contratar al personal, pero como las 
líneas cayeron, no es seguro que realmente lo haga porque aquí no están atadas. Recién repartimos 
unas modificaciones al proyecto que van en este sentido. 


Si me autoriza el señor Presidente, me gustaría que hiciera uso de la palabra el doctor Abal, 
que va a referirse a la parte técnica. 


SEÑOR ABAL.- Como recién se decía, la propuesta que traemos ambos sindicatos es para, de alguna 
manera, cerrar algunas variables e incertidumbres que tiene el proyecto de ley que está a estudio. 
Esta iniciativa, tal como está redactada, tiene una serie de huecos o expresiones equívocas que 
generarían complicaciones, por lo menos para lo que son los objetivos que persiguen los trabajadores. 


En cuanto al artículo 1%, en el proyecto se plantea un remate cuya base solamente va a cubrir 
los pasivos que asume el fideicomiso; se estaría dejando sin garantía a todos los rubros laborales de 
los trabajadores. Esto quiere decir que si el día de mañana el remate se verifica solo por la base, los 
trabajadores que no hubieran efectivizado sus créditos -creo que van a ser la mayoría- van a quedar 
sin cobrarlos porque van a ir, como privilegiados, a la masa del concurso. Y como no existe ningún 
otro activo de donde cobrarse, sus créditos pasarían a ser incobrables. Entonces, entendemos que si 
realmente se quiere honrar lo que se nos había trasmitido originalmente, es decir, que los créditos 
laborales iban a quedar cubiertos en el remate -esto es, que al momento de fijar la base se calcularía 
el costo para incluirlo- se debería establecerlo en el proyecto. Hoy el texto no lo permite porque dice 
que la base es el pasivo asumido por el fideicomiso. Si el pasivo no comprende los créditos laborales, 
estos quedarían fuera. 


En lo que refiere al artículo 2% del proyecto de ley, pasa algo parecido. Cualquier empresa 
puede presentarse al remate. En conversaciones informales previas a la redacción del proyecto de ley 
también se nos había trasmitido que la idea del Poder Ejecutivo era permitir que ofertaran por las 
aeronaves únicamente empresas que se constituyeran en el Uruguay, para garantizar que estas 
volaran y se matricularan en nuestro país y, de esa forma, no perder la conectividad y reabsorber a 
los trabajadores. Técnicamente, el proyecto de ley nada dice sobre la nacionalidad. Puede darse - 
porque el mercado aeronáutico está totalmente globalizado y lo que pasa en Uruguay se sabe en 
China, en Vietnam y en todas partes del mundo- que una aerolínea que utilice este tipo de aviones esté 
interesada en comprarlos a ese precio y que se los lleve. Con esta hipótesis, los trabajadores 


uruguayos se quedarían sin la empresa y sin su herramienta de trabajo. Nos preocupa que eso no 
esté considerado de ninguna manera en el proyecto. 


El artículo 3% también nos preocupa en cascada, porque está relacionado con lo anterior. 
¿Qué pasa si se da la hipótesis antes mencionada? Viene una persona, compra esos aviones y se 
los lleva fuera del país. Tal como está redactado el proyecto, la incorporación de los trabajadores está 
atada a dos condiciones: la primera, que la empresa decida solicitar las líneas que volaba Pluna; si 
no le interesan las líneas de Pluna, no tiene por qué contratar a los trabajadores. La segunda 
condición es más grave: tiene que ser, indefectiblemente, el que adquiera los bienes fideicomitidos. 
Por ejemplo, si Air China compra los aviones pero no le interesan las líneas, no tiene por qué tomar a 
los trabajadores. Pero puede pasar algo peor: una aerolínea que ya opere -como, por ejemplo, BQB o 
cualquier otra- y esté interesada en las líneas, pero no compre los aviones porque ya los compró otra, 
tampoco queda obligada a contratar a los trabajadores. Se podría dar la hipótesis de que viniera 
alguien -sin comprar los aviones porque se los llevó un tercero- a operar el puente aéreo y, tal como 
está redactado el proyecto de ley, no tiene ninguna obligación de tomar a los trabajadores de la bolsa 
de trabajo ni a ningún exfuncionario de Pluna. Es necesario hacer una modificación en ese sentido 
porque de lo contrario, más allá de la mera intención, no existe una garantía de que quien ocupe esas 
líneas tenga que contratar obligatoriamente a los extrabajadores de Pluna. 


El artículo 6% prevé la creación de un fondo para el mantenimiento de las aeronaves a fin de 
que estén en óptimas condiciones para el remate. También se le planteó al Poder Ejecutivo la situación 
de los pilotos, oficiales de cabina y mecánicos, que son quienes tienen indefectiblemente que hacer 
cursos y renovar sus licencias, so pena de perderlas, con lo que ello implica. Puede suceder que se 
tenga un comprador y no haya pilotos para volar los aviones. En este sentido, se plantea que ese fondo 
se pueda utilizar también para el mantenimiento y la habilitación de la licencia del expersonal de Pluna 
porque, de lo contrario, realmente no se darían las garantías. Además, hoy en día el sindicato está 
tratando de trasmitir las mayores certidumbres a los pilotos, esperando que se decante el asunto para 
ver cuál es la solución que se les da, antes de que opten por dispersarse por el resto del mundo. Hoy 
hay ofertas y, de alguna manera, existe un compromiso en el sentido de tratar de no disgregarse, a la 
espera de una solución colectiva. Nosotros debemos dar las garantías de que van a mantener la 
habilitación porque, de lo contrario, ante la hipótesis de perderla, el piloto se va a presentar a Copa, a 
Lan o a donde lo tomen, porque si no vuela en tres meses, deja de tener su licencia. 


Finalmente, en lo que refiere a la creación del fondo de anticipo de créditos laborales, quiero 
decir que en general no estamos de acuerdo con esta solución. Nosotros fuimos al Poder Ejecutivo a 
plantear que la propuesta del sindicato, al menos de Acipla, era aumentar el tope de subsidio de 
desempleo, tal como está previsto en la ley, en la que se expresa que para el personal de alta 
especialización se habilita a subir los topes hasta en un 80%. El Poder Ejecutivo dijo que no estaba de 
acuerdo con esa solución y, a cambio, propuso esta redacción como forma de anticipar créditos 
laborales y sin que el Estado tuviera que sacar plata de su bolsillo. El problema es que, tal como está 
planteada esta solución, tampoco serviría por lo que dijo antes el compañero De los Santos. Si esta 
solución queda atada a que cualquier extrabajador de Pluna tenga que acogerse al seguro de 
desempleo para obtener este beneficio, habría un gran número de funcionarios que quedaría afuera 
porque no pueden acogerse al seguro de desempleo y, por lo tanto, tampoco al beneficio. Existen 
muchas razones para que pueda suceder esto, pues habrá funcionarios que no cumplan con los doce 
meses de requisito para acogerse al seguro de desempleo; otros pasarán al Estado y en ese caso no 
se acogerán al seguro de desempleo. Ahora bien, aclaro que los que pasan al Estado no lo hacen con 
el mismo salario, sino con uno muy inferior; de hecho, está en discusión si no corresponde el salario 
del cargo que ocupaban en 1995. Los señores Senadores deben saber que hay pilotos que en aquel 
entonces eran funcionarios de tierra y que tenían salarios totalmente diferentes a los que recibe un 
piloto. Además, puede darse el caso de gente que tenga más de un empleo, en cuyo caso esto no 
quedaría anulado, porque sí se acogerían al seguro de desempleo, pero percibirían cero. Entonces, 
entendemos que habría que eliminar esa referencia al seguro y generar un fondo, quedando a criterio 
de la comisión administradora a quién se lo otorga, con la condición de que sea exfuncionario de 
Pluna. Por otro lado, pensamos que debería eliminarse la referencia que acota el fondo porque, tal 
como está redactado el texto, solo cubre las indemnizaciones de despido común. En realidad, los 
créditos laborales son más que eso. Hoy a los trabajadores de Pluna se les debe, además de la 
indemnización, lo que se llama comúnmente la liquidación de egreso, es decir, aguinaldo, salario 
vacacional y licencias. Al menos en el caso de los pilotos, tienen 40 días de licencia anuales, y muchos 
de ellos ni siquiera los habían usado. Es decir que se trata de cifras relevantes que tampoco quedarían 


comprendidas en esta ley y que, además, beneficiarían a algún tipo de piloto, por ejemplo, los que 
ingresaron hace poco tiempo. Esta solución no es la panacea ni mucho menos, porque no aumenta el 
seguro de desempleo, pero a la vez, aquellos que ingresaron hace menos de un año van a tener un 
mes de sueldo completo, ya que si llegara a pasar un mes, el segundo ya lo tienen en créditos 
laborales con los cuales compensar. Justamente va a surgir este tipo de problemas si se aplica esta 
solución planteada. Al segundo mes que no se solucione este tema de fondo y que los trabajadores 
estén fuera de una empresa sin trabajar, van a estar acogidos al seguro de desempleo; este les va a 
pagar el tope, que ronda los $ 19.500, y algunos pilotos no tendrán créditos laborales para compensar 
esa diferencia brutal que tienen en relación a lo que percibían al día de hoy. 


Repito que, para nosotros, la solución de fondo venía de la mano de aumentar los topes del 
seguro de paro, pero si eso no es aceptado y la alternativa es la que está planteada, al menos 
solicitamos que se separe del acogimiento al seguro de paro porque, de lo contrario, se impide que un 
porcentaje alto de trabajadores -en el caso de los pilotos es de casi un 30%- obtenga el beneficio 
porque no se pueden acoger al seguro de paro por alguna de las causales que comenté antes. 


Finalmente, consideramos que en el proyecto se debe especificar la creación formal de la 
bolsa de trabajo como un mecanismo para la redistribución de los trabajadores, siempre y cuando 
dicha bolsa se ate al menos a la concesión de las líneas. Repito que hoy el criterio para incorporar 
trabajadores es que la empresa compradora, además de adquirir los aviones, utilice las líneas. Si no 
se da una de esas dos condiciones, no está obligada a incorporar a los trabajadores. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Antes que nada, quiero agradecer que se nos haya recibido. 


Quiero recalcar que es muy importante para todo el colectivo que se tenga en cuenta el tema 
de los créditos laborales, porque hay gente que obviamente está dispuesta a irse y a solucionar sus 
problemas personales por fuera de la bolsa de trabajo o por fuera de la nueva empresa. Ahora bien, 
evidentemente no lo podrá hacer si no tiene al menos el despido, luego de entregar tantos años a la 
empresa. Entonces, pedimos que se tenga en cuenta esto, ya sea a través del fondo creado o 
subiendo la base de la subasta, de forma que queden garantizados los créditos laborales en su 
totalidad. Dichos créditos laborales pueden ser descontados en el período del seguro de paro para el 
complemento, y al finalizar se paga la diferencia. A su vez, aquellos compañeros que se quieran ir, 
podrán tener derecho al despido. Así, de alguna forma vamos solucionando problemas y la bolsa se va 
achicando. De esta manera se le reconoce al funcionario el trabajo, los años trabajados y la 
dedicación a la empresa, y se puede llegar a solucionar parte de este gran problema que todos 
estamos viviendo. 


Gracias por recibirnos y estamos a las órdenes. 


SEÑOR MAZZILI.- Acipla agradece también que los señores Senadores nos hayan recibido y 
escuchado nuestros planteamientos. Esperemos que se pueda recoger algo de lo que planteamos en 
el proyecto de ley. 


Cabe mencionar que ya se pagó al menos un despido y no fue a un trabajador. 
Muchas gracias. 
(Se retiran de Sala los representantes de Acipla y de la OFP.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos hacer un cuarto 
intermedio hasta la hora 17, de modo de dar tiempo para reformular algunos artículos. 


SEÑOR PENADÉS.- Estoy de acuerdo. No obstante, quiero que quede constancia de que a la hora 18 
y 30 el Partido Nacional tiene reunión de agrupación parlamentaria para fijar su posición con respecto a 
este tema. 


Asimismo, quiero señalar que algunos representantes de un fideicomiso privado con relación a 
Pluna han planteado a varios señores Senadores que tienen interés en ser recibidos por la Comisión, y 
creo que esta es la oportunidad para hacerlo. Entonces, propongo adelantar media hora la 
convocatoria de la Comisión para poder recibirlos y que sean escuchados. 


SEÑOR MICHELINI.- No tengo inconveniente en adelantar la convocatoria, pero podríamos acordar 
que en caso de que no haya quórum completo, igual los recibimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. Entonces, los recibiríamos a la hora 16 y 30, 
asegurándonos de que haya un representante de cada partido político. 


SEÑOR PENADÉS.- Convendría que estuviera presente por lo menos un representante del Gobierno 
para escuchar su planteo. 


SEÑOR BENTANCOR.- En lo personal, me parecieron muy de recibo algunas de las apreciaciones 
que hicieron los trabajadores de Pluna. Es obvio que han tenido una dificultad operativa para poder 
reunirse con los señores Ministros y la situación ya está encima. No somos quiénes para ordenar a los 
señores Ministros a quiénes deben recibir y a quiénes no. De todas maneras, creo que sería 
conveniente encomendar al señor Presidente de la Comisión que se ponga en contacto con los 
Ministros para trasmitirles que sería interesante no dejar cerrada esa puerta y escuchar al sindicato, 
puesto que en el día de hoy, por ejemplo, pudieron explicar su situación en diez minutos. En mi opinión, 
teniendo en cuenta la magnitud de este proyecto de ley, creo que vale la pena invertir ese tiempo en 
recibir a los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que quede claro, a la hora 16 y 30 reanudamos la sesión para recibir a 
los representantes del fideicomiso. Sin perjuicio de ello, se realizarán las gestiones pertinentes a los 
efectos de atender el planteo realizado por el señor Senador Bentancor. 


La Comisión pasa a cuarto intermedio hasta la hora 16 y 30. 
(Así se hace. Es la hora 14 y 27 minutos.) 

(Vueltos a Sala.) 

Habiendo número, continúa la sesión. 

(Es la hora 16 y 36 minutos.) 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado da la bienvenida a los 
Administradores de las Sociedades de Bolsa operadores de dos fideicomisos de ahorristas en Pluna, 
señores Luis Rospide, Pablo Sitjar, Paul Arrighi, Gustavo Bernardi y Diego Aguerre, quienes realizaron 
una serie de observaciones sobre el proyecto a estudio. 


Como se sabe, estamos analizando y discutiendo sobre un proyecto de ley en forma bastante 
apresurada, pero los recibimos con mucho gusto y les damos la palabra. 


SEÑOR SITJAR.- Ante todo, queremos darles las gracias por habernos recibido. Soy Contador y 
Director de Renmak Sociedad de Bolsa. 


Básicamente, representamos a ahorristas que colocaron US$ 6:000.000 en fideicomiso. El 
principal motivo que tenemos para estar aquí con mis colegas es que, dado el conocimiento que 
tenemos de la empresa y del mercado, lógicamente, por nuestra profesión -desconocemos los 
aspectos jurídicos; por eso aclaré que soy contador- nos da la impresión de que se podría buscar una 
solución para que la empresa pudiera mantener la integralidad de los activos sin seguir 
necesariamente por el camino del proyecto que se está proponiendo ahora. 


Nos parece que en estos últimos días ha quedado claro que los diferentes actores en el 
Uruguay -los trabajadores, las empresas y el país en general- se benefician de tener una aerolínea, lo 
que no quiere decir que la forma en que estaba siendo manejada fuera la mejor. Pero entendemos que, 
efectivamente, ha quedo bien clara la importancia que el hecho de contar con una aerolínea tiene para 
el país. Esto nos lleva a pensar que si la solución que se está buscando consiste en hacer un remate 
de aviones por un lado, un remate de líneas por otro y fomentar que venga una línea para explotar lo 
que Pluna explotaba antes -teniendo en cuenta que Pluna ya está armada, por decirlo así- tal vez se 
esté destruyendo un valor. Sin duda, el valor de una empresa no son solo las máquinas, los permisos y 
los aviones; una empresa tiene también un capital social acumulado. Y el capital social que tiene Pluna 
son las generaciones de pilotos que enseñan a otros pilotos, las generaciones de repuesteros que 
enseñan a otros repuesteros, es decir, la experiencia de los equipos humanos, que ahora se rompe. 
Cuando una empresa se liquida, se pierde valor, pero más que nada por algo que no aparece en el 
balance. ¿Cuál es el valor intangible de una empresa, que no figura en el balance? 


Obviamente, lo que hoy vemos es un balance que tiene un patrimonio negativo, lo que se ha 
dado desde el inicio de Pluna, pero la empresa funcionaba -y todos los actores estaban de acuerdo en 
que así fuera- porque había un valor intangible para el Estado y un valor interno en Pluna que 
probablemente no esté reflejado en los balances. Entonces, desde el punto de vista técnico y desde la 
óptica de las finanzas, no sabemos si desguazar Pluna es la mejor solución, aunque obviamente 
reconocemos la existencia de aspectos jurídicos, como la situación dada con Brasil. De esos temas no 
entendemos y no queremos meternos, pero desde la perspectiva de nuestra profesión, desde el punto 
de vista de la evaluación de empresas y el análisis de cómo se las puede preservar, intuitivamente 
creemos que debería encontrarse una solución para que esto funcionara. Téngase en cuenta que hoy 
los acreedores están alineados -entre ellos está el Estado- y también hay proveedores de servicios; 
seguramente todos estarían dispuestos a hacer un sacrificio. 


Por otro lado, todos los países han sufrido circunstancias similares; el nuestro no tiene por qué 
ser una excepción. Hace pocos años, por ejemplo, Estados Unidos debió reestructurar General Motors, 
empresa emblemática de ese país, mucho más que una fábrica de autos, pues representa su propia 
historia. Se decía que Detroit era el “cuartel de la paz” de los Estados Unidos porque exportaba 
productos hacia todo el mundo. En ese caso se encontró una solución y General Motors siguió 
funcionando como tal; sus acreedores sufrieron pero, en definitiva, todos contribuyeron para salir 
adelante. Concretamente, se buscaron soluciones basadas en la conversión de deudas en acciones. 
Pensamos que si hoy en día aquí se manejara una solución similar, que apuntara a que los 
involucrados convirtieran sus acciones, porque la empresa está descapitalizada, todos colaborarían 
para que saliera adelante con un nuevo gerenciamiento, lo que sería sumamente positivo. Por el 
contrario, destruirla o liquidarla significaría solo una oportunidad para que apareciera alguien que 
comprara activos a un valor muy deprimido y comenzara a desarmarse el equipo humano que ha 
desarrollado Pluna en más de sesenta años de historia. 


Nuestro mensaje va en una línea positiva, apuntando a ver si podemos colaborar en este 
tema. Somos gente de finanzas; tenemos muchos ahorristas detrás y también contactos en el 
extranjero. Viajamos al exterior para radicar inversiones en el Uruguay y nos preocupa que nuestro 
país salga bien parado de esta situación. Entonces, nuestro principal interés es colaborar para 
encontrar una buena solución para el país. 


SEÑOR ROSPIDE.- Por mi parte, represento a Rospide Sociedad de Bolsa. Al igual que el colega, 
realizamos una inversión en dos fideicomisos con Pluna desde abril de 2010, por un monto de 
aproximadamente US$ 9:000.000. 


A quienes tal vez nunca hayan participado en lo que es un fideicomiso de garantía al invertir, 
aclaramos que allí nuestras sociedades no representan a una o dos personas; de hecho, en este caso 
representamos a aproximadamente 250 ahorristas. Si se hace el cálculo, se podrá advertir que el 
promedio es bajo; hay gente que tiene US$ 20.000, US$ 30.000 o US$ 40.000; algunos poseen bonos 
y otros tienen participación, por ejemplo, en el fideicomiso de la Corporación Vial o en algún otro. Vale 
recordar, por ejemplo, que en el mes de diciembre finalizó el primer fideicomiso público de UTE, que 
duró desde 2004 hasta 2011, es decir, siete años. 


En síntesis, y también en una línea positiva, decimos lo siguiente. 


Si bien el instrumento del fideicomiso como tal no ha fallado, evidentemente se daña mucho 
una figura jurídica que está al alcance y a la orden de cualquier empresa. Recordemos el caso de UTE, 
por ejemplo, que en el año 2004 vivió momentos de verdaderas complicaciones a la hora de 
financiarse. Pensamos que este instrumento mañana podría estar a la orden de cualquier otra 
empresa, por ejemplo, Alur, donde en forma privada participamos en algún fideicomiso. 


En suma, simplemente queremos que se tome en cuenta, por un lado, la situación de 
aproximadamente quinientas personas que están involucradas en esta colocación, y por otro, el hecho 
de que la imagen de esta figura jurídica puede verse dañada. 


Por supuesto, se puede pensar que las personas sabían dónde estaban haciendo sus 
colocaciones; hablamos de en una empresa de más de sesenta años, con cierta participación estatal y 
todo lo que ello implica. El compromiso de la capitalización y otros aspectos vinculados estaban bien 
claros a la hora de analizar los balances. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cuál es la suma de los dos fideicomisos. 


SEÑOR ROSPIDE.- Esos quince millones, considerando alguna cuota, al momento estarán en trece 
millones y algo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me imagino que habrán mantenido reuniones con el Directorio de Pluna y con 
integrantes del Gobierno, tanto con el Ministro de Economía y Finanzas como con el de Transporte y 
Obras Públicas. 


SEÑOR ROSPIDE.- En lo que respecta a Rospide, no ha tenido más que ciertos contactos, pero no 
hemos podido llegar al señor Ministro. El de este momento es el primero que mantenemos, en este 
caso, con señores Senadores. 


SEÑOR SITJAR.- Hasta ahora hemos tratado de asegurar el fideicomiso, donde están cedidas las 
tarjetas de créditos. Sobre esa base se dio el crédito; o sea, los inversionistas, los ahorristas cobran en 
la medida en que se van cobrando las tarjetas de crédito. Si bien se podía prever algún riesgo futuro de 
Pluna, el riesgo que afecta esta transacción en particular es el de que la empresa haya dejado de 
operar. En realidad, es la situación de la mayor parte de los “jugadores” interesados en Pluna. En otras 
palabras, no se trata tanto de la exposición, sino de que haya dejado de operar. Es ahí donde vemos 
intereses alineados y nosotros, desde el lado del sector privado, con mucho gusto podríamos ayudar a 
buscar una solución, como se hizo en 2007. En ese entonces, de pronto no fue la mejor solución 
involucrar al sector privado; es fácil verlo ahora y quizás habría que haberlo considerado en ese 
momento. La solución siempre va a pasar por armar una aerolínea; en la privatización o en la venta de 
los aviones vendrá otro grupo que estará interesado en quedarse con esa flota que, en el mejor de los 
casos, se mantendrá en Uruguay y, en un escenario peor, irá a volar a China y nos quedaremos sin 
aviones. Nosotros, que somos usuarios frecuentes de las líneas aéreas porque tenemos clientes en la 
región, quedamos muy dependientes de Argentina, aunque eso tiene que ver con otros temas. 
Históricamente, la lucha de Pluna fue lograr la independencia de Aerolíneas Argentinas. Esa siempre 
fue la misión de sus directivos en todos los gobiernos, pero lamentablemente, por la fuerza de los 
hechos -no porque alguien esté haciéndolo adrede- el mercado aeronáutico del puente aéreo está 
quedando en manos de Aerolíneas Argentinas. Ayer los pasajes superaban los US$ 500. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo que estamos viviendo no es grato para nadie y, naturalmente, ustedes están 
sufriendo los problemas en carne propia. 


Quería circunscribir el hecho a que el Parlamento tiene a consideración un proyecto de ley 
relativo, no a si Pluna seguirá volando o no, sino a si se adelantan ciertos plazos para que la subasta 
de los aviones se haga lo más rápido posible y, naturalmente, después de colmar las garantías reales, 
se vuelque el producido -si existiera- a saldar los créditos, con la prelación correspondiente. Esa es la 
discusión que se ha suscitado en el Parlamento. Pluna es una sociedad anónima que tenía que 


capitalizar dinero, pero el privado no lo hizo y nos tiró las acciones por la cabeza. La intención del 
Gobierno era mantener esa línea hasta conseguir un socio que pudiera capitalizarla y el Estado hacerlo 
en la parte que le correspondía. Independientemente de las valoraciones políticas que se puedan 
hacer, el objetivo es que siguiera funcionando, a tal punto que en el proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas se incluyó un artículo para que el Estado uruguayo garantizara los créditos de Ancap y ahora 
se retira, ya no tiene que garantizar nada, porque Pluna entró en quiebra. Y en quiebra, no porque no 
pudo conseguir un socio, sino porque se dan ciertas circunstancias en Brasil -que algunos estimarán es 
en forma millonaria y otros no tanto- que la provocaron. Hasta que no se dilucide esa situación - 
supongamos que luego Pluna gana todos los casos- no hay socio que agarre. Cuando Pluna 
pertenecía al Estado uruguayo, las diferentes Administraciones de los distintos partidos políticos le 
destinaron recursos millonarios. Aun cuando ganemos todos los juicios, es probable que no logremos 
tener un socio que la capitalice. El tema es que no había plata para pagar el combustible ni una norma 
habilitante para que el Estado otorgara el dinero; no hay perspectiva de que surja un socio o un 
llamado a socios para que se hagan cargo de la empresa -me refiero a alguien que tuviera vocación de 
volar-; y, además, pende la espada de Damocles de los juicios iniciados en Brasil por exempleados 
de Varig que reclaman ante la justicia de ese país y esta falla a su favor. Frente a todo esto, el 
Directorio de Pluna declaró la quiebra y ahora estamos tratando de ver cómo salimos de todo esto. 


Lamento dar malas noticias pero la hipótesis de que Pluna pudiera volar sin ser capitalizada 
por un socio, con los juicios de Brasil pendientes, teniendo que poner plata el Estado todos los días, es 
un camino que no vamos a transitar. No sé cómo podremos arreglar después los pedazos; queremos 
mantener la conectividad, que el personal no se pierda -hoy se los disputan distintas líneas, como 
Copa, TAM, GOL- y que un conjunto de aviones se pueda rematar en paquete. Luego veremos cómo 
solucionamos el resto de este lío, que sabemos no va a ser fácil. 


Lamento ser yo el que da las malas noticias, pero no es posible arreglar Pluna. Eso es lo que 
quiero trasmitir. Esto pasa por decir “ustedes sabían”; admiro a la gente que invierte y que arriesga, por 
supuesto, tomando las previsiones del caso. Admiro a las personas que quieren invertir, pero la salida 
de rearmar Pluna no puede estar en el menú de nadie salvo que alguien diga “vamos a una empresa 
pública”, y creo que eso es más complejo. 


Lamento trasmitir esto y tener que dar la cara, pero es lo que algunos estamos pensando. 


SEÑOR SITJAR.- Nosotros comprendemos perfectamente la situación. Estamos aquí como 
uruguayos, nuestra actividad no es política, no obstante lo cual podemos tener una visión a favor o en 
contra de lo que está ocurriendo. En este momento estamos ocupados en este tema y entendemos 
perfectamente lo que sucede. Lo que hoy tiene que asumir usted, seguramente nos tocaría a nosotros 
si estuviéramos en su lugar; reitero que entendemos la situación. Hay algunas cosas que no nos 
quedan claras, si bien no son cuestionamientos; quizás tengan que ver con nuestra ignorancia, dado lo 
rápido que se han desarrollado los hechos. Pero si el supuesto principal para la liquidación es lo 
sucedido en Brasil, sea por la cifra que sea, entendemos que hay un riesgo, una contingencia que se 
viene. Nos da la impresión de que hay algunas dudas al respecto. 


Por ejemplo, la primera pregunta que me hago es por qué razón los juicios recaen sobre Pluna 
S.A., si se tiene en cuenta que es una empresa nueva y que en una nota del balance se dice que tiene 
contingencias con Brasil, aunque el auditor manifestara que esas contingencias no recaerían en la 
empresa en virtud del acuerdo de indemnidad de 2007 y que cuando entran los accionistas privados 
quedarían del lado del Estado, que no sabría decirle a qué lado corresponde. 


SEÑOR MICHELINI.- Si Pluna S.A tiene que pagar, se lo cobra al Estado. 


Supongamos que tomamos riesgos y que el Estado decide pagar -el riesgo sería de más de 
US$ 3.000:000.000, aunque otros dicen que es muchísimo menos-; el problema es que mientras los 
juicios brasileños no terminen, no habrá socios. Tengamos en cuenta que hay que pelear los juicios - 
una cosa es tomar el riesgo de la cifra mayor y saber cuánto me puede costar esta “fiesta”, y otra es 
decir que la voy a pagar- hay que tratar de defender el patrimonio y no pagar los que no nos 
corresponde porque no son de extrabajadores de Pluna S.A. La situación es insensata; no hay socios 
que quieran a Pluna S.A. por la simple razón de que se corre el riesgo de no poder volar más a Brasil. 


Entonces, ¿qué socio va a querer asociarse a Pluna S.A con esta incertidumbre? No sé si me explico. 
Claramente nos quedamos sin socio. 


Estoy pensando en lo que podría suceder en los próximos dos años, aunque podría ser 
mucho más; además del riesgo de pagar los juicios, aunque lo haga el Estado uruguayo. Repito que 
tenemos la obligación de preservar el patrimonio. Supongan que el riesgo no fuera US$ 3.000:000.000, 
sino de US$ 300:000.000; nosotros tenemos la obligación de proteger al Estado uruguayo de algo que 
además es injusto. 


La incertidumbre sobre los juicios no es solo con respecto a los montos, sino sobre la 
imposibilidad de tener otro socio. Esta es nuestra visión. 


SEÑOR SITJAR.- Agradezco al señor Senador la explicación, porque pude entender que los juicios 
caen en Pluna S.A., que después repite sobre Pluna Ente Autónomo. Tengan en cuenta que nunca 
tuvimos la oportunidad que nos explicaran esto, porque no hay un gerenciamiento de Pluna y los 
auditores no hablan; es decir, no hay una contraparte que nos explique. Ahora podremos estar de 
acuerdo o no, pero es un tema político. La intención era entender la transacción, y ahora puedo decir 
que me quedó clara. 


SEÑOR AGUERRE.- Yo realizo mi trabajo en forma independiente, asesorando en estas operaciones a 
las sociedades de bolsa. 


Respecto a la responsabilidad asumida por el Estado frente a las contingencias de los juicios 
de los exfuncionarios de Varig, jurídicamente no tenemos claro si desapareciendo Pluna S.A., también 
desaparecería la contingencia para el Estado; pero esa cuestión la dejamos a los abogados. Lo que sí 
nos parece relevante es que al momento de ofrecer una inversión como esta, las notas de auditoría 
que las sociedades de bolsa hicieron conceptualmente válidas decían que ese riesgo no era de la 
sociedad anónima. Entonces la confianza, no solamente en las notas de auditoría sino en la 
certidumbre jurídica, quedan realmente heridas porque a muchos inversores hay que explicarles cómo 
por un riesgo que no era de Pluna S.A., se hizo liquidar a Pluna S.A. Sé que hay explicaciones; el 
Senador Michelini ha sido claro al respecto y lo entendemos. Pero los señores Senadores también 
tienen que entender que la confianza del inversor se ha quebrado en forma relevante. En finanzas es 
muy importante saber de antemano quién asume los riesgos; si al inversor se le dice que determinado 
riesgo no es suyo y después, cuando la situación se complica, pasa a serlo, la confianza se quiebra. 
Entiendo el punto de vista del Estado, pero a veces es bueno que también se vea la situación desde el 
otro lado. 


SEÑOR ROSPIDE.- Simplemente quiero reiterar que, como mencionaba el contador Aguerre, tal vez el 
fideicomiso haya funcionado bien, porque mientras la empresa estuvo en marcha el fideicomiso retuvo 
los flujos provenientes de la cobranza. Pero insisto en que hay que tener presente el instrumento, que 
fue votado en el año 2003, que está regulado por ley y que permite el financiamiento de muchas 
empresas. Este es un momento floreciente para el país, que tiene una calificación de grado de 
inversión que ojalá se mantenga por mucho tiempo, pero en algún momento la situación va a cambiar. 
Como se recordará, en el año 2002, lamentablemente el país no contaba con crédito y esta figura 
permitió en su momento financiarse. Pero ahora, de alguna manera, todo esto termina en un 
descreimiento. Si en este momento tengo que asesorar a alguien que quiere colocar en un 
fideicomiso, tal vez le aconseje que mire para otro país y piense que, por más que se pague el 12% de 
Impuesto a la Renta, es mejor irse para otro lado, porque la seguridad que siempre ha tenido el 
Uruguay -y que la tiene- empieza a quebrarse. Esto es lo que me preocupa. Esta fuente de 
financiamiento tal vez hoy puede ser prescindible, porque el Estado ni siquiera tiene que emitir, en la 
medida en que la situación es buena. Pero el día en que cambie, vamos a recordar este evento, que 
pasa a ser un mojón. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto que no me gusta dar malas noticias, pero vamos a ir afrontando 
cada uno de los problemas en sí mismos. Ahora empieza la etapa de una quiebra y vamos a ver 
cuánto dan los patrimonios; algunos dicen que no dan nada y otros que dan mucho. Ese es el primer 
paso. Uruguay tiene una ley concursal; entonces, se va a actuar de acuerdo con lo que allí se 
establece y todo lo que se obtenga de los aviones, pagadas las garantías reales, se va a volcar a 


atender los compromisos crediticios correspondientes. Si no se obtiene nada, evaluaremos la situación. 
Nosotros queremos cuidar la figura del fideicomiso, pero si se le hubiera preguntado a cualquier 
abogado, contador o economista uruguayo qué chances había de que los extrabajadores brasileños de 
Varig recurrieran a la justicia de ese país y pudieran ganar los juicios, todos hubieran dicho que la 
probabilidad era baja. Entonces, el cuidado de estos instrumentos, para aquellos que estamos en el 
Gobierno, tiene que ser un elemento a evaluar. No sabemos si se tratará de US$ 30:000.000, US$ 
40:000.000, US$ 50:000.000 u otro monto. Entonces, ¿hasta qué cifra usted seguiría arriesgando el 
patrimonio del país? Vamos a cumplir con el proceso de la quiebra y después lo evaluaremos. No va a 
ser la primera vez que conversemos. En caso de que se den las peores hipótesis y estemos por 
encima de US$ 1.000:000.000 -¡pónganse en el lugar del Gobierno!- el patrimonio de todos los 
uruguayos se vería afectado. 


Vamos entonces a aprobar este proyecto de ley que acorta los plazos de la quiebra para ver si 
rápidamente podemos tener una aerolínea volando. Luego nos sentaremos a dialogar. Soy consciente 
de que están sufriendo, pero nosotros vamos a dar la cara. 


Era cuanto tenía para decir, señor Presidente. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado con mucha atención lo que nos decían y confieso que tenía 
entendido que la cifra de los fideicomisos era algo menor. Si se está hablando de aproximadamente 
US$ 15:000.000, es mucho dinero. Además, sabemos que hay otro fideicomiso constituido en la 
República Argentina sobre las tarjetas de crédito emitidas en ese país. Por otra parte, se desembocó 
en esta crisis terminal cuando se solicitó un nuevo y gigantesco fideicomiso a una institución financiera 
en Brasil por US$ 30:000.000. Todo esto marca la forma de conducción que tenían estos empresarios 
que estaban al frente de Pluna S.A. Imagino la hondísima preocupación que deben tener ustedes, que 
asesoran gente y canalizan ahorros hacia actividades productivas, ya sea hacia una empresa de 
aviación u otra con características distintas. Es un instrumento de crédito que no es bancario y que 
canaliza los ahorros de la sociedad -fundamentalmente de los pequeños ahorristas- hacia actividades 
productivas. El instrumento del fideicomiso se creó con esa finalidad. Lamentablemente, esto le 
produce una honda afectación, más allá de los males que genera. Nosotros estuvimos discutiendo toda 
la mañana sobre las causas que llevaron a esta situación -no es con ustedes que tenemos que 
discutirlo- y, evidentemente, hubo cosas que se ocultaron y números que no se revelaron. De todos 
modos, ustedes tienen razón en lo que dicen. Hoy estuvimos hablando sobre las contingencias 
laborales que preveían los balances auditados por KPMG, año tras año. Allí eran más importantes las 
contingencias nacionales, donde incluso figuraba un juicio por más de $ 600:000.000; los 
juicios con Brasil nunca fueron resaltados como elementos determinantes para provocar el cierre de 
una empresa. Esto se puede ver rápidamente al leer el balance, sobre todo si el Estado pacta la 
indemnidad y se pone como valla protectora frente a esos juicios. Cualquier lector prevenido 
entendería que acá no va a haber problemas. Los inconvenientes vienen por otro lado. Ustedes 
recordarán que el año pasado el pasivo era de US$ 301:000.000 y el activo de US$ 
290:000.000, porque se habían revaluado aviones del activo, lo que daba US$ 27:000.000 más. Sin 
embargo, en el último balance, con el resultado parcial al 31 de marzo, figuran US$ 379:000.000. No 
sé qué sucedió para que esa cifra subiera US$ 38:000.000 más, pero no se debió a los juicios en el 
Brasil. 


Tal vez tengamos visiones diferentes, pero me preocupa la situación de los 500 ahorristas 
uruguayos, algunos de ellos pequeños, que van a descreer absolutamente en el instituto. Ellos se 
preguntan cómo van a cobrar esto o quién lo garantiza cuando la compañía cierra y no hay más 
tarjetas de crédito ni recaudación. 


Sin duda, tenemos una honda preocupación por este tema -la compartimos- así como por la 
eventual responsabilidad del Estado por este tipo de actos. Imagino que una vez cerrada la etapa del 
intento pacificador y constructivo, no quedará activo alguno. Esta es la verdad; lo único que hay es una 
sucursal en Punta del Este que vale US$ 500.000 y un pasivo quirografario que en una parte no sería 
tal. En definitiva, esta es una situación extremadamente delicada y vuelvo a decir que compartimos la 
preocupación que se tiene. Estas cosas no deberían suceder, más cuando se compromete el propio 
instituto del fideicomiso como instrumento de crédito que canaliza el ahorro de los uruguayos. Cuando 
perdamos la confianza en esas cosas, empezaremos a transitar por una senda peligrosa. ¡Los tiempos 


de prosperidad y del exceso de crédito barato no son eternos! Quienes tenemos algunos años hemos 
vivido situaciones de este tipo; ciertamente, esto es muy difícil. 


SEÑOR ABREU.- Lamento haber llegado tarde pero luego de haber escuchado la argumentación del 
señor Senador Moreira, entiendo que este es un tema que va más allá del problema que venimos 
denunciando desde hace años. Acá está en crisis el instituto fideicomiso y creo que la señal que 
estamos dando a todo aquel que ahorra y genera una situación de riesgo en un ahorro -estoy 
pensando sobre todo en el pequeño y mediano ahorrista- no es la adecuada. Fíjense que cada 
fideicomiso tiene alrededor de 500 personas, algunas de las cuales con sus pequeños ahorros han 
confiado en un instituto que se ha ideado para canalizar el crédito y sobre todo para financiar 
determinada actividad. 


No estuve presente en la reunión con los señores Ministros de Transporte y Obras Públicas y 
de Economía y Finanzas; por lo tanto, no tengo problemas de códigos. 


(Dialogados.) 


Ya leí lo que acaba de expresar el señor Celso Klafke, Presidente de la Federación Nacional 
de los Trabajadores de la Aviación Civil de Brasil. Dijo que los juicios son unos 300, que el monto final 
no sería mayor a US$ 15:000.000 y que las demandas laborales no son tales como las que se están 
manejando. Más adelante señala: “Los trabajadores van a difundir un comunicado este miércoles 
rechazando las informaciones que vienen siendo manejadas en la prensa uruguaya. El comunicado 
será emitido por la Federación Nacional de los Trabajadores de Aviación Civil (Fentac) -que engloba el 
Sindicato Nacional de los Aeronautas (personal de vuelo) y el Sindicato Nacional de los Aeroviarios 
(personal de tierra)- y el Sindicato Nacional de los Aeroportuarios”. Finaliza expresando que la Justicia 
y los tres sindicatos de la Aviación Civil de Brasil niegan que extrabajadores de Varig hayan ganado 
tantos juicios y que tengan ese nivel de acreencia; que entiende que "hay otros motivos para la quiebra 
de Pluna porque el supuesto riesgo jurídico-económico de la empresa no tiene procedencia en la 
justicia brasileña”. Reitero que esta información llega de Brasil, concretamente de los colegas del 
sindicato, quienes estarían diciendo: “¡No nos echen la culpa a nosotros que no tenemos nada que ver 
en esto!”. Será de una manera o de otra, pero esta es la última versión que nos llega de Brasil con la 
voz oficial de los trabajadores. 


Quiero hacer una pregunta aprovechando la presencia en este ámbito de los titulares de 
fideicomisos que son muy importantes y que, además, son quienes tienen que explicar a los ahorristas 
cómo se llegó a esta situación, en la que sucedió lo único que podía ocurrir: que no se vendieran 
pasajes porque, precisamente, los vouchers eran la contrapartida de todos los fideicomisos. 


Planteo mi preocupación porque tenemos que buscar alguna manera para que las 
preferencias que se dan para cumplir con los acreedores quirografarios -porque los fideicomisarios son 
quirografarios- no puedan dar lugar -me gustaría conocer vuestra visión- a determinadas 
responsabilidades civiles, e incluso penales, en favor de los acreedores, cuando una ley, sin tener 
debidamente en cuenta cuál es la equidistancia que debe existir en el tratamiento de un concurso 
respecto de los acreedores comunes y quirografarios, pueda establecer, por ejemplo, una preferencia 
de cobro a Ancap o a otra empresa del Estado. 


(Intervención del señor Senador Michelini que no se escucha.) 
Si el señor Senador Michelini lo desea, con mucho gusto le concedo una interrupción. 


Me gustaría que los invitados pudieran interpretar cuál es la condición que ellos ven desde el 
punto de vista jurídico respecto a qué circunstancia estaría violando lo que es la igualdad de los 
acreedores quirografarios en el cobro de sus créditos en el caso de que los equiparen debidamente 
con el resto de los acreedores. 


Les pregunto a ellos cómo interpretan jurídicamente este tema para que puedan, de alguna 
manera, también advertir a la Bancada oficialista, e incluso al propio Gobierno, de cuáles son los 


derechos que pueden invocar y sus eventuales reclamaciones, que también puedan enrarecer una 
solución jurídica que el Gobierno puede considerar muy fácil y sencilla, pero que me parece es mucho 
más complicada de lo que pensamos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR AGUERRE.- En un principio, la versión era que algunos acreedores estatales inicialmente 
quirografarios serían atendidos con una garantía especial del Ministerio de Economía y Finanzas. 
Según las noticias de los últimos días eso ha quedado de lado. También había una intención inicial por 
parte del Estado de asistir a los pasajeros damnificados, pero parece que eso también habría sido 
descartado. 


En cuanto a la preocupación en el tratamiento de los acreedores quirografarios, cabe señalar 
que en el caso de estas operaciones de fideicomiso, son quirografarios por la parte en descubierto de 
la garantía; o sea, todo lo que no cubren los vouchers de tarjeta de crédito es la parte quirografaria. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuál es el monto? 
SEÑOR AGUERRE.- Entre doce y trece millones. 


Creo que el Banco de la República Oriental del Uruguay no va a ser quirografario porque 
constituyó la garantía en el momento del préstamo, no en los últimos días. En cuanto a Ancap, 
aparentemente va a ser quirografario, y los damnificados serían quirografarios también. La 
preocupación, entonces, pasa por esa administración del fideicomiso de administración que se crea por 
ley para que lo relativo al remate de los aviones se haga rápidamente. También hay una administración 
un poco discrecional de esos fondos; el asunto pasaría por ahí. 


Lo que nos preocupa a nosotros es que no quede nada luego de esa liquidación porque, 
además, hay un privilegio para los empleados y lo que pueda quedar para el resto es realmente muy 
poco. En cuanto a la confianza quebrada por lo que mencionábamos anteriormente en cuanto a que el 
riesgo asumido por el inversor no fue el que asumieron después de que cayó Pluna, vale decir que ese 
daño es mucho mayor al sobrante que quede para los acreedores quirografarios. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más anotados para hacer uso de la palabra, les agradecemos su 
presencia. 


Les pedimos disculpas ya que no estábamos todos los representantes de la Bancada de 
gobierno; en virtud de una reunión, nos dividimos. Por esta razón les pedimos disculpas nuevamente. 


(Se retiran de Sala los representantes de los Administradores de las Sociedades de Bolsa 
operadores de dos fideicomisos de ahorristas en Pluna.) 


Antes de continuar con la consideración del proyecto de ley, y dado que el próximo miércoles 
es feriado, consulto a los señores miembros de esta Comisión si podríamos ponernos de acuerdo para 
tratar en una próxima sesión el proyecto de ley referido a Unasev, porque se han planteado ciertas 
modificaciones y creo que todos estamos interesados y nos hemos comprometido a analizarlo con 
cierta rapidez. 


(Dialogados.) 


Si los señores Senadores están de acuerdo, la Comisión podría reunirse el miércoles 25 de 
julio, a la hora 14 y 30. 


(Apoyados.) 


Ahora sí vamos a ingresar a la consideración del articulado del proyecto de ley. Como sabrán, 
hemos estado valorando los elementos vertidos, sobre todo en lo que se refiere al artículo 4% en varios 
aspectos que fueron cuestionados. Tal vez el punto principal tenía que ver con la eventualidad que 
podía generar el hecho de poder anunciar determinada medida y la solución que podía implicar la 
participación del Estado en condición minoritaria, con lo que se volvía a repetir la historia de Pluna. 
Tratamos de contemplar, rápida y ejecutivamente, la razón por la cual el Ejecutivo incluía este artículo. 
La idea no es seguir perdiendo tiempo, sino dar instrumentos que permitan, por lo menos, dos 
alternativas de solución. Están preparando la redacción; por lo tanto, en breve estará en la Sala para 
poder considerarla. De todas maneras, vamos a adelantar la idea para que los señores Senadores y 
Diputados la vayan conociendo. Una de las alternativas es que en el caso de que no se presente nadie 
a la subasta, que tiene un mínimo US$ 136:000.000 -que es la hipoteca que el Estado tiene sobre el 
saldo que queda pagar por los siete aviones- se autorice al Poder Ejecutivo a hacer una subasta a la 
baja -US$ 136:000.000 fue el mínimo ofrecido en la subasta anterior- partiendo de un mínimo de US$ 
100:000.000. De esa forma, quien tiene interés en participar no va a dejar de hacerlo porque es muy 
alto el riesgo de que haya alguien que levante primero la mano y sea adjudicado. En definitiva, es el 
mecanismo del funcionamiento de la subasta a la baja. El que realmente está interesado en participar 
lo va a hacer en primera instancia. Entonces, se elimina cualquier discrecionalidad para dar más 
transparencia al procedimiento, porque en la subasta a la baja el primero que levanta la mano y ofrece 
es el adjudicado. Por lo tanto, no hay posibilidad de discrecionalidad, lo que permite que se acelere el 
procedimiento y no tenga necesidad de que la iniciativa vuelva a pasar por el marco del Parlamento. En 
el caso de que no haya oferentes o que no haya quien ofrezca más de US$ 100:000.000 -por eso la 
importancia de que haya un mínimo- el proyecto volvería al Parlamento para discutir la alternativa a 
seguir. 


En resumen, están terminando de redactar el articulado y, como ya dije, ello implicaría un 
cambio en la redacción del inciso primero del artículo 4% con los argumentos que he planteado. 
Además, desaparecería el inciso segundo y se mantendrían los incisos tercero y cuarto, que no hacen 
al tema de fondo. Estos cambios permiten la agilidad solicitada por el Poder Ejecutivo, la eliminación de 
la discrecionalidad y, además, selecciona a la persona y mantiene la posibilidad de negociar las 
frecuencias. Estas tendrán su valor, así como la eventual garantía y todo el resto de los elementos. En 
definitiva, sería como decir “no te metas en la primera porque de pronto te puede salir menos” porque 
el riesgo es demasiado grande para un verdadero interesado. Por último, repito, se elimina la 
discrecionalidad como elemento fundamental. 


SEÑOR POSADA.- Creí entender, durante la intervención del señor Ministro Lorenzo, que en realidad 
la propuesta de subasta a la baja vendría a ser sustitutiva del mecanismo que se establece en el 
artículo 3%. Esto quiere decir que se elimina el artículo 4% y se establece el sistema de subasta a la baja 
en el artículo 3%. Si repasamos la versión taquigráfica de las palabras del señor Ministro, podemos ver 
que habló de US$ 500:000.000 como un valor a partir del cual podría comenzar la subasta. Repito: 
entendí que la supresión del artículo 4% era una alternativa para modificar los términos de la subasta a 
la baja establecida en el artículo 3*. 


SEÑOR MICHELINI.- Naturalmente estuvimos viendo todas las alternativas y está claro que el artículo 
3% debería quedar tal cual está, aunque se podrían introducir algunas correcciones en cuanto a una 
subasta al alza, a la puja. Si nadie ofreciera arriba de la base se podría ir a la opción del artículo 4”. En 
una puja a la baja, esta opción permitiría ir con un piso, por debajo del cual no se subastaría. Esto 
haría posible eliminar del artículo 4% la parte discrecional de la negociación y se negociaría con el 
oferente mayor, porque por más que se trate de una puja a la baja el que remata es el que está 
dispuesto a dar más. Hay otros que están esperando a que baje más el precio para después ofertar. 
Por consiguiente, tendríamos la opción A del artículo 3% y la opción B del artículo 4”. Nosotros 
pensamos que muchos de los interesados no se van a querer arriesgar a ir a la opción B porque, de 
acuerdo con ella, el primero que determina es el que está rematando. 


SEÑOR VIERA.- Quisiera saber qué ocurriría si se eliminara todo el artículo 4% con las condiciones 
para asignar la concesión de las frecuencias de vuelo que eran de Pluna, sujeto a la incorporación de 
los trabajadores. 


SEÑOR MICHELINI.- No se trata de autorizar al Poder Ejecutivo a negociar en forma directa, sino que 
se establece la puja a la baja para que después dicho Poder negocie el tema de las líneas y de los 
trabajadores. 


Una de las posibilidades es eliminar el artículo 4%. En ese caso, si no hay oferentes para el 
precio base que se establece, el tema tendría que volver al Parlamento si queremos que haya una 
conectividad y que las aeronaves se subasten de una forma o de otra en bloque. De esa forma 
estaríamos perdiendo dos meses y votando una ley con las cartas más a la vista. Por eso preferimos 
hacerlo así, incorporando los mecanismos a la ley en vez de hacer la subasta cuando ya tengamos 
establecido el artículo 3". 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero dejar bien clara la posición de mi partido. En principio no vamos a 
votar este proyecto de ley, salvo algunas normas que posteriormente identificaremos. Creemos que 
hay un error en el procedimiento que se propone, pero que además se van a ocasionar posibilidades 
de reclamo y de procedimientos judiciales como consecuencia de los errores de esta redacción. 
Entendemos que es un error privilegiar los créditos del Estado que no tienen privilegio -así surge de 
algunas de las normas-; que este proyecto de ley contiene algunos errores conceptuales jurídicos, 
como el de no diferenciar los créditos de las garantías y que, a nuestro juicio, debería constar 
solamente de tres artículos. El primero de ellos tendría que acelerar la ejecución hipotecaria de las 
aeronaves, que son los únicos activos; el segundo debería referirse a la exoneración de 
responsabilidad de los ciudadanos que asumieron en Pluna S.A. recientemente -es obvio que estos 
ciudadanos, más allá de las discrepancias, están asumiendo una responsabilidad que hay que 
agradecerles; eso está previsto en el artículo 9% que acompañaremos- y el tercero, que por supuesto 
también apoyaríamos, tendría que contener una norma sobre los trabajadores, pues se encuentran en 
una situación muy particular. Con esos tres artículos alcanzaría. ¿Por qué? Porque todo lo que está 
vinculado al otorgamiento y a la asignación de frecuencias, etcétera, es materia de política aeronáutica 
y el Estado puede hacerlo por vía administrativa sin necesidad de una ley. Si el Estado hiciera una 
subasta de una aeronave podría públicamente plantearles a los posibles adquirentes que si cumplen 
todos los requisitos y toman tantos empleados, se les asignarán determinadas frecuencias. Creemos 
que eso es lo que habría que hacer. Llegado el caso, tendríamos que hablar sobre el valor de la política 
aeronáutica que debería tener el país. Quizás allí haya otro error, porque creo que con respecto a la 
asignación de frecuencias se está repitiendo lo que ha pasado en los últimos cincuenta años en el país 
-aclaro: no solo en este Gobierno, sino también en los anteriores- es decir, tener un único operador, 
tener una única empresa en las líneas rentables del país. Esto es muy malo por dos motivos. En 
primer lugar, porque esa empresa, para justificar que tiene la exclusividad en las líneas rentables, 
empieza a actuar en líneas que no lo son porque así se lo exige el país, incurriendo en esas aventuras 
de frecuencias que después llevan dos o tres pasajeros -esto les ha pasado a Leadgate, a Pluna con 
Varig y a Pluna cuando estaba administrada por el Estado- y, en segundo término, porque una buena 
política aeronáutica haría que el país no dependiera de una sola empresa, porque cuando esa empresa 
cae nos quedamos sin conectividad. Entonces, sería mejor que las 55 frecuencias a Buenos Aires 
estuvieran repartidas en dos empresas, de manera tal que si una tiene problemas, la otra sigue 
operando. Parecería que ese es el camino. 


Por lo expuesto, no vamos a acompañar con nuestro voto el proyecto de ley, ni aun con estas 
modificaciones; solamente votaremos en el Plenario los artículos 8%, 9* y 10. 


SEÑOR MOREIRA.- A nuestro juicio, las modificaciones anunciadas por el señor Senador Michelini no 
corrigen el defecto esencial, que es la forma de salida que se ha elegido. No es esto lo que se nos 
había preanunciado; no es esto lo que se nos vino diciendo recurrentemente; no es esto lo que se nos 
dijo en esta misma Comisión hace veinte días cuando se nos habló de la subsistencia de la compañía, 
del mantenimiento de las fuentes de trabajo, de la operatividad, la razón social y la forma jurídica 
societaria. Se procede a un cierre que si bien no es tan imprevisto, es intempestivo y contrario a lo 
anunciado anteriormente. Se lo manifestamos hoy a los señores Ministros, no es una sorpresa; es lo 
que realmente nosotros pensamos desde hace mucho tiempo, o sea, que el final de esta historia no iba 
a ser feliz. Pero fue peor de lo que podríamos haber imaginado. Basta escuchar lo expresado hace 
apenas un rato sobre estos fideicomisos, que no son de gigantes financieros sino de pequeños 
ahorristas uruguayos, precisamente, quinientos, a los que se debe agregar los perjudicados de las 
últimas semanas, que son más pequeños aún que estos, de US$ 20.000 y US$ 30.000, que también 
están doloridos y nunca van a cobrar porque no cabe duda alguna de que estamos ante una 


insolvencia total y definitiva. No hay activo para rematar; no hay nada. Lo único que hay es esta 
garantía hipotecaria que ampara, por suerte, al Estado uruguayo, que nunca debió garantizar -como ya 
lo hemos expresado- el 100% de los aviones. Por lo tanto, aquí hay un vicio de origen insubsanable 
con un final, a mi juicio, predecible. 


Siento que no me comprenden las generales de la ley porque hace cinco años que vengo 
diciendo que esto va a terminar muy mal, que va a costar muchísimo dinero y recién ahora estamos 
comenzando a conocer las responsabilidades emergentes que tendrá que enfrentar en el futuro el 
Estado uruguayo. Todos estos acreedores confiaron en cláusulas de indemnidad pactada, en balances 
auditados y ahora le van a tener que decir a sus clientes: “Señores: no van a cobrar un peso”, por 
supuesto, de la masa concursal, porque la masa como tal no existe; es una masita, y hay miles de 
acreedores. 


Por tanto, no vamos a acompañar este proyecto de ley ya que no estamos de acuerdo con la 
salida que se ha encontrado y, además, no fue lo que se nos dijo hace años y hace veinte días. Sin 
perjuicio de que nuestra Bancada se va a reunir a las 18 y 30 de la tarde, a nivel de Comisión el señor 
Senador Penadés y quien habla vamos a votar negativamente todos los artículos, excepto el 8%, 9* y 
10%, 


Además, luego de haber escuchado a los trabajadores, me habría gustado que se hubiera 
introducido alguna modificación que mejorara esa compensación que recibirían por medio de este 
Fondo de Adelantos de Créditos Laborales. El doctor Abal hoy explicaba que hay un 30% de los 
trabajadores que ni siquiera podría acceder a eso por lo que imaginé que introducirían una mejora 
respecto a este tema, pero evidentemente eso no sucedió y solo quedó lo de la subasta a la baja. Yo 
pensé que se iba a eliminar el artículo 3" y se dejaría lo de subasta a la baja como mecanismo inicial. 


Pues bien, adelantamos nuestro voto negativo a todos los artículos, con excepción del 8%, 9* y 
10%, y decimos que creemos que el vinculado al fondo podría haberse mejorado, tal como expresaron 
los trabajadores en la tarde de hoy. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quiero hacer un comentario porque en forma reiterada el señor 
Senador Moreira ha expresado -en la mañana de hoy y también ahora- que esto no fue lo que se dijo 
durante la comparecencia del señor Ministro en Comisión General. Creo que el señor Senador Moreira 
está cometiendo un error porque lo que dijo el señor Ministro en ese entonces fue que la situación de 
Pluna era de insolvencia y de quiebra. Además, agregó que en aquel momento se estaba intentando 
encontrar una solución. ¿Cuál era esa solución? La capitalización. El señor Ministro expresó que se 
estaba en una instancia en la que se estaba planteando una capitalización, lo que por el lado de 
Leadgate no se pudo hacer porque se fueron y se siguió intentando con la empresa Jazz. Es más; 
expresó que se iba a plantear un plazo de treinta días para ver si se lograba la solución de 
capitalización. Eso fue lo que anunció el señor Ministro y dejó bien claro que la situación de Pluna era 
de insolvencia, prácticamente de quiebra, y que la solución que se planteaba era la capitalización, 
pero una fracasó y con la otra sucedió lo mismo. En consecuencia, los días jueves y viernes se dio la 
circunstancias que todos conocemos y así surgió el planteo de esta solución. Por lo tanto, sostener que 
en aquel momento se dijo otra cosa, me parece, señor Senador Moreira, que es una interpretación que 
no corresponde porque, en definitiva, se expresó que se haría lo que luego se intentó hacer, aunque no 
se lograron resultados. Luego, como consecuencia de ello, se plantea esta solución que hoy estamos 
analizando. 


SEÑOR MOREIRA.- No es que haya hecho una interpretación caprichosa, y mucho menos 
malintencionada. Simplemente me limito a leer la versión taquigráfica de la sesión en que compareció 
el Ministro Pintado para justificar mis dichos. Dijo textualmente: “Fue así, entonces, que el viernes 
pasado, ante la imposibilidad del socio privado de capitalizar la empresa tal como se lo exigimos por 
parte del Estado, iniciamos un curso de acción cuyos resultados se expresan en un acuerdo que 
podríamos resumir de la siguiente manera.” No olvidemos que se firmó un acuerdo, un memorando de 
entendimiento y, entre otras cosas, un pacto de indemnidad; además, se designó un gerente general 

-que era uno de los socios de Leadgate- por un término de noventa días -no de treinta- para asegurar 
la continuidad del curso de la empresa y tener toda la información. Vale decir que se pensaba continuar 
con la operativa de la empresa. 


El Ministro Pintado continúa diciendo: “En primer lugar, seguimos teniendo una aerolínea de 
bandera que garantice la conectividad aérea del Uruguay con la región; por lo tanto, se garantiza” -lo 
dice el propio Ministro de Transporte y Obras Públicas- “que la empresa siga volando sin detener la 
operativa y se mantienen las fuentes de trabajo. En segundo término, la nueva situación de la empresa 
indica por parte de quienes han asumido la dirección el despido del gerente general de la aerolínea y la 
renuncia del resto de las autoridades que hasta el viernes pasado integraban el Directorio de Pluna 
S.A. en representación de los accionistas de la serie B, o sea, los accionistas privados y la 
denominación o nominación de un nuevo Directorio con representación exclusiva del Estado, pero con 
un único propósito que es el de encontrar un socio privado.” Luego se habla del fideicomiso. 
Analizando esto con lógica y sentido común, decimos lo siguiente. Se firma un memorando de 
entendimiento, se pacta la indemnidad -que es una barbaridad porque es impunidad- y se le pagan $ 
3:000.000 al gerente general en concepto de despido. Si Pluna estaba tan fundida, ¿cómo y a quién se 
le puede ocurrir que se paguen $ 3:000.000 al señor Campiani, que se quedó con media empresa? 
¿Se estaba pensando o no en continuar? Se designa un nuevo Directorio conformado por tres 
Directores que ya estaban más tres nuevos y comienza a funcionar la empresa. Ahora bien, ¿el 
Directorio se creó para funcionar durante quince días? No. ¿Qué impresión podemos recoger nosotros 
de todo esto? Además, dijeron que le daban la opción a la empresa Jazz y después vendrían más 
interesados. Señalaron que había varios interesados. Dijeron que Pluna estaba en estado de 
insolvencia, pero hace cuatro años que lo está. Todos los balances muestran que tiene causal de 
disolución; eso no es sorpresa. 


Asimismo, se habló de la capitalización. El Estado estaba capitalizando Pluna a través de 
Ancap. Le “enchufó” US$ 25:000.000 de capitalización encubierta a través de ese organismo; esa es la 
verdad de la milanesa. Lo que pasa es que no quisieron seguir y le cortaron el chorro. Perdóneme, 
pero acá, inequívoco, no hay nada; coherente, de línea, no hay nada. Parecería que tengo que 
obligarme a interpretar cosas diferentes con lecturas distintas cada quince días. Creo que eso no 
puede ser. 


Los trabajadores habían quedado contentos porque seguía en funcionamiento Pluna y el 
Directorio estaba tratando de imaginar cosas; no querían cerrar y la semana pasada se buscó una 
excusa; esa es la verdad de la milanesa. Acaban de leer que en Brasil se dice que los US$ 15:000.000 
no eran para los trabajadores. El jueves nos dijeron que la causa del cierre fueron los juicios en Brasil, 
que podían traer perjuicios absolutamente exorbitantes para el Estado uruguayo. Esa es la realidad. 
Pido perdón al señor Senador Gallo Imperiale, a quien le tengo un enorme respeto, pero yo estoy 
diciendo lo que interpreté de lo que nos dijeron. En este tipo de asuntos, donde hay tanta plata y tantos 
damnificados en juego, no se puede actuar aplicando el “como te digo una cosa, te digo la otra”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más señores Senadores anotados para referirse al tema, 
corresponde pasar a la discusión particular del proyecto de ley. 


En consideración el artículo 1% que no tiene modificaciones. 


SEÑOR POSADA.- En el artículo 1? se dice: “adquisición de activos pertenecientes a Pluna Líneas 
Aéreas Uruguayas S.A.”. Quisiera saber si ese es el nombre actual de esta sociedad anónima. Planteo 
esta pregunta porque el nombre Pluna deriva de Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tendríamos que consultarlo. 


SEÑOR POSADA.- La segunda acotación que quiero hacer es que me parece que para referirse a 
esta empresa debería utilizarse la denominación Pluna S.A. para evitar que posteriormente surja una 
confusión con Pluna Ente Autónomo. Creo que habría que tener en cuenta estos aspectos a la hora de 
elaborar la redacción final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Haremos las consultas correspondientes, pero supongo que correspondería 
hacer referencia a Pluna S.A. 


SEÑOR PENADÉS..- Creo que el texto queda claro si se expresa “Pluna S.A.”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hecha la salvedad de realizar una eventual corrección sobre los aspectos 
jurídicos, se va a votar el artículo 1*. 


(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 

Cabe acotar que en todos los casos se mantiene la corrección de Pluna S.A. 
En consideración el artículo 2”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 


El artículo 4% queda desglosado a la espera de la redacción del texto sobre el que están 
trabajando los abogados. 


En consideración el artículo 5*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 7”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


4 en 7. Afirmativa. 


En consideración el artículo 8*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 9*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 10". 


SEÑOR POSADA.- Advierto que en toda esta normativa no se hace ninguna referencia a los controles 
y, aunque puedan ser realizados a posteriori, creo que sería oportuno cometer al Tribunal de Cuentas 
de la República el control de los distintos aspectos vinculados a situaciones de fondos públicos. En los 
hechos se crea un fideicomiso que, en principio, queda por fuera del contralor del Tribunal de Cuentas; 
sobre este fideicomiso se van a establecer determinadas obligaciones por parte del Estado y se va a 
realizar una subasta de bienes cuyo garante es Pluna Ente Autónomo. Entonces, considero que debe 
hacerse alguna previsión específica en cuanto a que el Tribunal de Cuentas efectúe un control a 
posteriori de todos estos aspectos, tanto los vinculados al Fondo de Adelantos de Créditos Laborales, 
como al tema del fideicomiso. 


SEÑOR MICHELIN!I.- En lo que refiere al Fondo de Adelantos de Créditos Laborales, por supuesto que 
el Tribunal va a actuar porque cuando hay un gasto del Estado, actúa. Con respecto a los otros 
aspectos, tomamos nota y haremos las consultas pertinentes; si correspondiese -todo esto ha sido muy 
vertiginoso- presentaríamos un artículo en Sala. 


Solicito que luego de votado el artículo 10% pasemos a un cuarto intermedio de unos minutos, 
a efectos de ver si podemos repartir el artículo 4* sustitutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincidimos en que se debe hacer las consultas correspondientes. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 10%. 
(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se va a votar el cuarto intermedio solicitado. 
(Se vota:) 
7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a cuarto intermedio. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 55 minutos.) 
(Vueltos a Sala) 

Habiendo número, continúa la sesión. 
(Es la hora 18 y 17 minutos.) 


A pesar de que obra en poder de todos los señores Senadores el texto alternativo propuesto 
para el artículo 4% y que ya todos han expresado cuál va a ser su voto, se le dará lectura. 


Léase el artículo 4% en su nueva redacción. 
(Se lee:) 


“Artículo 4%.- Para el caso de que los Bienes Fideicomitidos no hubieran podido ser 
subastados públicamente en la forma establecida en el artículo anterior con los criterios establecidos 
en el artículo 1%, se procederá a una subasta a la baja (subasta holandesa), a partir de una suma 
equivalente al monto de los pasivos de Pluna que hubiesen sido asumidos, pudiendo aceptarse ofertas 
-mediante puja- hasta un mínimo de US$ 100:000.000 (cien millones de dólares estadounidenses). 


El ofertante que resulte triunfador en la subasta en la hipótesis contemplada en el inciso 
anterior, deberá aplicar la totalidad de los Bienes Fideicomitidos al servicio de una empresa nacional 
que cumpla con los requisitos en materia de propiedad sustancial y control efectivo establecidos por las 
normas vigentes, debiendo incorporar trabajadores de la empresa Pluna. Asimismo, podrá negociar 
directamente con el Poder Ejecutivo la concesión de las frecuencias de vuelo asignadas anteriormente 
a Pluna y la asunción de otros pasivos de la empresa asumidos o garantizados por el Estado, en todos 
los casos, en las condiciones que establezca la reglamentación. Se podrá acordar asimismo el 
otorgamiento de garantías para el financiamiento. 


En todos los casos la enajenación de los Bienes Fideicomitidos y las demás condiciones de la 
negociación deberán ser aprobadas por el Poder Ejecutivo”. 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 
SEÑOR MICHELINI.- Propongo que el señor Presidente sea el Miembro Informante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Senador Michelini. 

(Se vota:) 

6 en 7. Afirmativa. 

No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 19 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


